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	INFORME - BALANCE DEL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO PERUANO DE CARA A LA CDPD




Introducción

La entrada en vigor de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante sólo “La Convención” o “CPCD”) y su Protocolo Facultativo
, abrió el camino de su real implementación y cumplimiento. Impulsó el vivo deseo de participación y vigilancia por parte de las personas con discapacidad (PCDs) y sus organizaciones a lo largo y ancho del mundo y, como no podía ser de otra forma, también en el Perú.

Han transcurrido dos años desde la entrada en vigor de la Convención y el Estado Peruano ha cumplido con presentar a su Comité de Seguimiento (en adelante “El Comité”) su Informe Oficial referente a las medidas que ha adoptado para cumplir con las obligaciones señaladas en la Convención. 

A las personas con discapacidad y a sus organizaciones más representativas les asiste, por su parte, el derecho de presentar informes alternativos sobre sus apreciaciones respecto al cumplimiento de la CDPD. 

Haciendo uso de tal derecho, la Confederación Nacional de Personas con Discapacidad del Perú (CONFENADIP) cumple con alcanzar al Comité de Seguimiento de  la Convención el presente Informe Alternativo (IA) que contiene la percepción de las propias personas con discapacidad sobre el ejercicio real y efectivo de sus derechos reconocidos en el mencionado tratado. 

El presente Informe contiene consideraciones referentes al marco general de promoción y protección de los derechos humanos, y específicamente sobre los derechos de las personas con discapacidad; así como a la aplicación de los mandatos específicos de la CDPD en nuestro país. 

Dado que constituye el primer informe alternativo que se presenta en América Latina sobre el cumplimiento de la Convención, asumimos el reto de su elaboración con la convicción de que el señalamiento de los problemas y propuestas de solución que aquí se plantean, desde un enfoque inspirado por la perspectiva de los derechos humanos, es responsabilidad primordial del Estado peruano, con la participación directa y en consulta estrecha con las personas con discapacidad y sus organizaciones, tal como indica la Convención en sus artículos 4 y 33.

De aquí en adelante, la CONFENADIP dará una amplia difusión al presente informe, buscando  compromisos de cumplimiento del mandato de la CDPD con las autoridades del Gobierno Nacional, y también – como de hecho ya lo viene haciendo - con los gobiernos regionales y locales de nuestro país; así como buscando el apoyo y compromiso creciente de más personas con discapacidad y sus familias, de los organismos de derechos humanos de nuestro país, y demás organizaciones públicas y privadas que orientan su trabajo hacia la promoción del desarrollo concertado y a favor de los diversos colectivos de sectores excluidos con discapacidad en nuestro país. 

En lo que respecta a la metodología empleada para la elaboración de este Informe Alternativo, esta ha sido cuidadosamente estructurada para dar la mayor participación posible a las personas con discapacidad, tanto de la ciudad capital (Lima) como del interior del país, en zonas urbanas y rurales. 
La investigación desarrollada ha hecho uso de instrumentos primarios (cuestionarios y encuestas) que han sido validados con la participación de los propios interesados. Asimismo, mediante el uso de instrumentos secundarios; y, en particular, a través de la revisión de la legislación nacional e internacional que obliga al Perú en esta materia, la lectura del Informe Oficial del Estado peruano presentado a las Naciones Unidas sobre el cumplimiento de la CDPD, la revisión de documentos oficiales sobre actividades realizadas, cartas y entrevistas a funcionarios, representantes de ONGs en general y organismos de derechos humanos del país.

CAPITULO I

CONTEXTO GENERAL DEL PAIS

1. Descripción General 
La República del Perú está situada en el centro oeste de América del Sur. Su territorio colinda con el Océano Pacífico por el oeste y limita por el noroeste con Ecuador, por el noreste con Colombia, por el este con Brasil, por el sureste con Bolivia y por el sur con Chile.

Tiene un territorio de 1’285.216 km2  ó 496 223 millas
, es el tercer país más extenso en Sudamérica y tiene tres regiones geográficas muy marcadas: Costa, Sierra y Selva.

Su Población asciende en la actualidad a 29’132.013 millones de habitantes
. Tiene un Producto Bruto Interno (PBI) nominal de US$ 127.598 millones y un PBI real de 0.9% con respecto al año 2009. Su PBI per cápita asciende a US$ 4.453.
El volumen total de sus exportaciones asciende hoy a $2,376 millones de dólares
, lo que significa un incremento porcentual de 46% respecto a los valores existentes a Marzo del 2009. 
En cuanto a su Índice de Desarrollo Humano (IDH)
, este se sitúa en 0,806 (ocupando el puesto 78 dentro de la escala de 182 países considerada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), el mismo que – sobre la base de valores normalizados entre 0 y 1 - es considerado dentro del rango Alto.

No obstante, de acuerdo con información disponible al año 2008, el 36.2% de su población se encuentra debajo de la línea de pobreza, mientras que el 12,6% se encuentra en extrema pobreza

. La pobreza, asimismo, se distribuye regionalmente del siguiente modo: 21.3% en las regiones de la costa, 56.2% en las de la sierra, y 40.9% en las de la selva.

El crecimiento de la economía peruana y la reducción de los índices de pobreza y extrema pobreza ocurridos en el país no deben, sin embargo, hacernos perder de  vista que este proceso ha ido acompañado de una marcada desigualdad. En efecto, de acuerdo con el Índice de GINI, Perú – con un índice de 0.476 - ocupa el cuarto lugar en materia de desigualdad de ingresos en toda América Latina.
  

2. Régimen Político 
2.1 
Forma de gobierno 

El Estado peruano es una república, estructurada dentro de un sistema básicamente presidencialista
. El Jefe de Estado y de Gobierno es el Presidente, quien es elegido por votación popular, existiendo separación de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Como el Presidente, los miembros del Congreso son también elegidos en elecciones directas, correspondiendo al primero la atribución de formular leyes y observarlas
, elegir y destituir a sus Ministros
.

2.2 Régimen electoral  

El régimen político del Perú se enmarca dentro de un sistema democrático, en el que los ciudadanos eligen a sus representantes (Presidente de la República, Congresistas, Presidentes Regionales y Autoridades municipales de ámbito provincial y distrital) a través de elecciones directas y libres. El sufragio es universal y obligatorio hasta los setenta años, salvo las restricciones señaladas por ley
.

El sistema electoral se asienta en circunscripciones plurinominales (vale decir, en las que se reparten dos o más escaños por circunscripción). 

2.2 
Estructura del Estado

2.2.1. La dimensión horizontal de la estructura del Estado
Para entender la estructura y organización del Estado peruano, debe atenderse a dos dimensiones: una vertical y otra horizontal. La vertical alude a la aplicación del principio de separación de poderes públicos en: Poder Ejecutivo, Poder Legislativo y Poder Judicial.

Estos poderes son autónomos tanto en el plano político, económico y administrativo y tienen competencia nacional (en todo el territorio). Esta autonomía se refleja en la facultad de: a) Adoptar y normar sus planes y programas así como otros asuntos de su competencia (autonomía política); b) Establecer su organización interna (autonomía administrativa) y, c) Recaudar y administrar sus rentas e ingresos propios así como aprobar sus presupuestos institucionales (autonomía económica).   

2.2.1.1. El Poder Ejecutivo

El Poder Ejecutivo está integrado por el Presidente de la República, el Consejo de Ministros, la Presidencia del Consejo de Ministros, los Ministerios y las entidades públicas del Poder Ejecutivo
. Posee competencias exclusivas y competencias compartidas con los Gobiernos Regionales y Locales. Las primeras se encuentran recogidas en el artículo 4º de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE) y se refieren al diseño y supervisión de los planes y políticas nacionales y sectoriales, así como otros temas que pueden ser desconcentrados, tales como: 

· Seguridad, Fuerzas Armadas y Defensa Nacional 

· Relaciones Exteriores, Justicia (siempre que no se trate de la Administración de Justicia)

· Orden Interno, Policía Nacional y Fronteras 

· Administración Tributaria

· Régimen de Comercio y Aranceles

· Regulación de la Marina Mercante y Aviación Comercial 

· Servicios Públicos de su responsabilidad 

· Infraestructura pública

Las funciones del Poder Ejecutivo incluyen la reglamentación de leyes, su aplicación y evaluación; la planificación y ejecución de planes y políticas nacionales; el establecimiento de mecanismos de cooperación con las entidades de la Administración Pública, etc.
.  

2.2.1.2 El Poder Legislativo

El Poder Legislativo es ejercido por el Congreso de la República en representación de la Nación. Tiene a su cargo la actividad legislativa, el control político y la elección de ciertas autoridades como el Defensor del Pueblo, los miembros del Tribunal Constitucional y el Contralor General, entre otros
. El Congreso es unicameral (desde 1993) y consta de 120 escaños parlamentarios, elegidos en elecciones directas cada 5 años.  

La función legislativa comprende el debate y la aprobación de reformas de la Constitución, de leyes y resoluciones legislativas, así como su interpretación, modificación y derogación, de acuerdo con los procedimientos establecidos por la Constitución Política y el Reglamento del Congreso. La función de control político, en cambio, comprende la investidura del Consejo de Ministros, el debate, la realización de actos e investigaciones y la aprobación de acuerdos sobre la conducta política del Gobierno, los actos de la administración y de las autoridades del Estado, el ejercicio de la delegación de facultades legislativas, el dictado de decretos de urgencia y la fiscalización sobre el uso y la disposición de bienes y recursos públicos, el cumplimiento por el Presidente de la República del mensaje anual al Congreso de la República y el antejuicio político, cuidando que la Constitución Política y las leyes se cumplan y disponiendo lo conveniente para hacer efectiva la responsabilidad de los infractores. 

2.2.1.3. El Poder Judicial

El artículo 139º de la Constitución encarga al Poder Judicial la función de administrar justicia (solución de conflictos intersubjetivos), a través de sus órganos jerárquicos: Corte Suprema, Cortes Superiores, Juzgados Especializados y Mixtos, Juzgados de Paz Letrados y Juzgados de Paz
. El Poder Judicial es representado por el Presidente de la Corte Suprema. 

La función jurisdicción es una sola, pero tiene manifestaciones en la jurisdicción ordinaria, militar y arbitral. 

Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas pueden ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su territorio de acuerdo a su derecho consuetudinario, siempre que éste no vulnere los derechos fundamentales. 

2.2.1.4. Los Organismos Constitucionales Autónomos

Consagrados en la Constitución, requieren de leyes orgánicas para su regulación. Se incluyen en este ámbito la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras de Fondos de Pensiones; el Banco Central de Reserva; el Ministerio Público; la Contraloría General de la República; la Defensoría del Pueblo; el Jurado Nacional de Elecciones; la Oficina Nacional de Procesos Electorales; el Registro Nacional de Identidad; el Consejo Nacional de la Magistratura y el Tribunal Constitucional.  

2.2.2 
La dimensión vertical de la estructura del Estado
El artículo 43º de la Constitución refiere que el Gobierno peruano es unitario y descentralizado
. Perú atraviesa actualmente un proceso de descentralización de acuerdo con el artículo 188º de su Constitución
 y actualmente cuenta con 25 Regiones, existiendo un Gobierno Regional en cada una de ellas.  

La No 27783 (Ley de Bases de la Descentralización) indica en su artículo 7º que el Perú está integrado por regiones, departamentos, provincias, distritos y centros poblados. El Gobierno Nacional ejerce jurisdicción sobre todo el territorio, mientras que los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales gozan de autonomía en su respectiva circunscripción. La asignación y transferencia de competencias a los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales se guía por los criterios de subsidiariedad, selectividad y proporcionalidad, provisión y concurrencia.

El artículo 26º de la Ley de Bases de la Descentralización reserva competencias exclusivas al Gobierno Nacional (ver 2.2.1.1), eliminando la posibilidad de transferencia de las mismas. Por su parte, los Gobiernos Regionales cuentan con 

Competencias exclusivas que versan sobre lo siguiente
:

· Planificar el desarrollo integral de su región y ejecutar los programas socioeconómicos correspondientes.

· Formular y aprobar el plan de desarrollo regional concertado con las municipalidades y la sociedad civil de su región. 

· Aprobar su organización interna y su presupuesto institucional conforme a la Ley de Gestión Presupuestaria del Estado y las Leyes anuales de Presupuesto.

· Promover y ejecutar las inversiones públicas de ámbito regional en proyectos de infraestructura vial, energética, de comunicaciones y de servicios básicos de ámbito regional, con estrategias de sostenibilidad, competitividad, oportunidades de inversión privada, dinamizar mercados y rentabilizar actividades.

· Diseñar y ejecutar programas regionales de cuencas, corredores económicos y de ciudades intermedias.

· Promover la formación de empresas y unidades económicas regionales para concertar sistemas productivos y de servicios.

· Facilitar los procesos orientados a los mercados internacionales para la agricultura, la agroindustria, la artesanía, la actividad forestal y otros sectores productivos, de acuerdo a sus potencialidades.

· Desarrollar circuitos turísticos que puedan convertirse en ejes de desarrollo.

· Concretar alianzas y acuerdos con otras regiones para el fomento del desarrollo económico, social y ambiental.

· Administrar y adjudicar los terrenos urbanos y eriazos de propiedad del Estado en su jurisdicción, con excepción de los terrenos de propiedad municipal.

· Organizar y aprobar los expedientes técnicos sobre acciones de demarcación territorial en su jurisdicción, conforme a la ley de la materia.

· Promover la modernización de la pequeña y mediana empresa regional, articuladas con las tareas de educación, empleo y a la actualización e innovación tecnológica.

· Dictar las normas sobre los asuntos y materias de su responsabilidad, y proponer las iniciativas legislativas correspondientes.

· Promover el uso sostenible de los recursos forestales y de biodiversidad.

· Otras que se le señale por ley expresa. 

A su vez, los Gobiernos Locales tienen competencia exclusiva sobre las siguientes materias
: 

· Planificar y promover el desarrollo urbano y rural de su circunscripción, y ejecutar los planes correspondientes.

· Normar la zonificación, urbanismo, acondicionamiento territorial y asentamientos humanos.

· Administrar y reglamentar los servicios públicos locales destinados a satisfacer necesidades colectivas de carácter local.

· Aprobar su organización interna y su presupuesto institucional conforme a la Ley de Gestión Presupuestaria del Estado y las Leyes Anuales de Presupuesto.

· Formular y aprobar el plan de desarrollo local concertado con su comunidad.

· Ejecutar y supervisar la obra pública de carácter local.

· Aprobar y facilitar los mecanismos y espacios de participación, concertación y fiscalización de la comunidad en la gestión municipal.

· Dictar las normas sobre los asuntos y materias de su responsabilidad y proponer las iniciativas legislativas correspondientes.

· Otras que se deriven de sus atribuciones y funciones propias, y las que señale la Ley.

Existen, por otro lado, competencias que son compartidas entre el Gobierno Regional y el Gobierno Nacional
 en materias como:

· Educación. 

· Salud pública.

· Promoción, gestión y regulación de actividades económicas y productivas en su ámbito y nivel, correspondientes a los sectores agricultura, pesquería, industria, comercio, turismo, energía, hidrocarburos, minas, transportes, comunicaciones y medio ambiente.

· Gestión sostenible de los recursos naturales y mejoramiento de la calidad ambiental.

· Preservación y administración de las reservas y áreas naturales protegidas regionales.

· Difusión de la cultura y potenciación de todas las instituciones artísticas y culturales regionales.

· Competitividad regional y la promoción de empleo productivo en todos los niveles, concertando los recursos públicos y privados.

· Participación ciudadana, alentando la concertación entre los intereses públicos y privados en todos los niveles.

3. 
La protección de los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico peruano
3.1 
Principios que informan el ordenamiento constitucional 
Los principios constitucionales se manifiestan como normas jurídicas y como criterios de interpretación, por lo que constituyen una base integradora del sistema jurídico peruano ante vacíos normativos
. Estos principios son
· El principio de Democracia Representativa 
· El principio de Pluralismo Democrático 
· El principio de Presunción de Inocencia 
· El principio de Competencia 

· El principio de Congruencia 
· El principio de Proporcionabilidad 
· El principio de Razonabilidad 
· El principio de Separación de Poderes, el principio democrático 
· El principio jurídico de Supremacía Constitucional 
· El principio político de Soberanía Popular 
3.2 Mecanismos establecidos en la Constitución y las Leyes para el ejercicio y protección de los derechos humanos.
Tales mecanismos son ordenados en la Constitución bajo el titulo de Garantías Constitucionales y se encuentran consignados en el artículo 200 de la misma, comprendiendo los procesos de Habeas Corpus, Amparo, Habeas Data y de Cumplimiento.

3.2.1 Habeas Corpus

La Acción de Habeas Corpus procede ante el hecho u omisión por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere o amenace la libertad individual o los derechos constitucionales conexos. Constituye una garantía constitucional que puede ser activada antes la omisión de una conducta exigible o ante una actuación realizada por un sujeto, sin diferenciar entre autoridades, funcionarios o personas. Tiene como objeto proteger la libertad personal como derecho fundamental y su trámite se encuentra regulado por el Código Procesal Constitucional
.

Existen diversos tipos de Habeas Corpus en el sistema jurídico peruano según la finalidad y el tipo de protección que se busque brindar al derecho del sujeto:

· Habeas Corpus Reparador: 
Busca remedios frente a detenciones arbitrarias.

· Habeas Corpus Restringido:  
Opera ante el impedimento del ejercicio de la libertad locomotora.

· Habeas Corpus Correctivo: 
Opera ante casos en los que se involucren otros derechos conexos al de la libertad personal.

· Habeas Corpus Preventivo: 
Se plantea frente a amenazas a la libertad personal.

· Habeas Corpus Traslativo: Opera ante demoras en procesos judiciales en los que se vea afectada la libertad personal.

· Habeas Corpus Innovativo: se emplea en casos en los que se busca marcar pautas para casos futuros.

3.2.2 Acción de amparo
La Acción de Amparo que procede contra el hecho u omisión por parte de cualquier autoridad funcionario o persona que vulnera o amenaza los demás derechos reconocidos por la Constitución distintos de la libertad individual o los derechos constitucionales conexos. No procede contra normas legales ni contra resoluciones judiciales emanadas de procedimiento regular.
3.2.3 Habeas Data 

La Acción de Habeas Data procede contra el hecho u omisión por parte de cualquier autoridad, funcionario o persona que vulnere o amenace los derechos de acceso a la información.
3.2.4 Acción de Cumplimiento
Mediante este tipo de recursos se plantea la protección de derechos fundamentales ante posibles omisiones administrativas o mandatos legales, por tanto está dirigido a funcionarios o autoridades. Es importante para nuestro ordenamiento ya que es posible evidenciar problemas renuentes en el cumplimiento de las normas y actos administrativos, por lo que este mecanismo sería fundamental para el correcto funcionamiento del Estado.

3.3 La Defensoría del Pueblo
El artículo 161 de la Constitución peruana instituyó la Defensoría del Pueblo, representada por el Defensor del Pueblo, quien es elegido por mayoría calificada en el Congreso de la República, goza de autonomía y tiene como funciones: fiscalizar el cumplimiento de los deberes de la administración pública, defender los derechos fundamentales de las personas y actuar como mediador entre la administración y los administrados, buscando proteger los derechos fundamentales de estos últimos ante una violación de sus derechos.

Por mandato de la Ley N° 27050, Ley General de la Persona con Discapacidad (LGPD), artículo 50, se creó al interior de la de la Defensoría del Pueblo, la Adjuntía para los derechos humanos y las personas con discapacidad. Posteriormente, en febrero 2009 se creó el Programa de Defensa y Promoción de los Derechos de las Personas con Discapacidad, adscrito a la Adjuntía para los derechos humanos y las personas con discapacidad
, cuyo fin es afianzar la labor de  promoción de la inclusión de la perspectiva de discapacidad en las políticas públicas y en los diferentes sectores de la población, utilizando mecanismos de defensa, difusión, información, supervisión y fiscalización. 
Con arreglo a los criterios antes esbozados, en base a las quejas, petitorios y consultas que recibe, o de oficio, elabora propuestas de políticas públicas, iniciativas legislativas, informes y recomendaciones; desarrolla proyectos de investigación e intervención; promueve espacios de discusión y concertación, a la vez que contribuye a la sensibilización de la sociedad y del sector público. Adicionalmente, supervisa el cumplimiento de los deberes de función de la administración estatal y el respeto de la normatividad vigente sobre la materia; forma promotores de derechos humanos desde la perspectiva de la discapacidad; y, promueve el fortalecimiento de las organizaciones que representan o trabajan con o para personas con discapacidad.
3.4 Mecanismos de control constitucional
En la Constitución peruana pueden ser ubicados dentro del título V de la misma  dos mecanismos destinados a ejercer el control de constitucionalidad de las leyes
: la acción de inconstitucionalidad y la acción popular.

La acción de Inconstitucionalidad procede contra normas con rango de ley y se encuentra dirigida a garantizar la supremacía de la Constitución de existir incompatibilidad entre una norma constitucional y una legal. El encargado de ejercer este control es el Tribunal Constitucional
.
La Acción Popular, por su parte, se dirige contra normas de rango inferior a las leyes que contravengan a normas superiores en forma o fondo. Debe tratarse, en todo caso, de normas de carácter general, por lo que los actos administrativos no pueden ser revisados en este tipo de procesos sino a través de las acciones contenciosas administrativas.

El proceso de acción popular no supone necesariamente la derogación total de la norma, sino que puede implicar una inaplicación parcial de la misma.

4. Adscripción del Perú a normas internacionales de derechos humanos 
El Perú es parte de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de la Persona con Discapacidad del año 2007
 y de su Protocolo Facultativo
. Ha ratificado, asimismo, un significativo número de tratados que hacen parte del sistema universal e interamericano de protección de los derechos humanos.
Entre los mecanismos del Sistema Universal, se incluyen el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado constitucionalmente por la décimosexta disposición general de la Constitución de 1979; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ratificado el 12 de abril de 1978; el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado el 3 De octubre de 1980; la Convención Sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, ratificada el 13 Setiembre  1982; la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes, ratificada el 7 de julio de 1988; la Convención sobre los Derechos del Niño, ratificada el 4 Setiembre 1990; la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, ratificada el 29 de septiembre de 1971; la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, ratificada el 24 de febrero de 1960; la Convención para la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid, ratificada el 1 noviembre de 1978; la Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer, ratificada el 5 de noviembre de 1955; la Convención Internacional contra el Apartheid en los Deportes, ratificada el 14 de junio de 1988; la Convención sobre la Esclavitud, ratificada el 7 setiembre de 1956; la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, ratificada el 14 de setiembre de 2005,  la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, ratificada el 6 de junio de 1964,  el Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados, ratificada el 09 de agosto de 1983.; el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, ratificada el 3 de diciembre de 1993.
En cuanto refiere al sistema interamericano, Perú ha ratificado la Convención Americana sobre Derechos Humanos el 28 de julio de 1978; la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 28 de marzo de 1991; la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención de Belém do Pará) el 4 de junio de 1996; el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San Salvador) el 4 de junio de 1995; y la Convención Interamericana para Erradicar todas las formas de discriminación contra las Personas con Discapacidad, el 10 de julio 2001. Ha aceptado, asimismo, la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
3.5 La persona con discapacidad en el ordenamiento constitucional

El artículo 7 de la Constitución Política del Perú (1993) establece que 

“La persona incapacitada para velar por sí misma a causa de una deficiencia física o mental tiene derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal de protección, atención, readaptación y seguridad”.

3.6 El Plan Nacional de Derechos Humanos y las personas con discapacidad

Extrañamente, no es mencionado en el Marco Jurídico Nacional incluido en el Informe Oficial que el Estado peruano ha presentado ante el Comité, pero el Perú cuenta con un Plan Nacional de Derechos Humanos 2006-2010, que fue oficializado por el gobierno peruano mediante el Decreto Supremo Nº 017-2005–JUS
, que fue elaborado teniendo en consideración las Directrices de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, y refleja las obligaciones formalmente contraídas por el Perú en el marco del sistema internacional de protección y promoción de los derechos humanos y su ordenamiento constitucional. 

Vale la pena mencionar que la omisión de la norma señalada es sorprendente en la medida en que ésta no solo forma parte del sistema jurídico nacional de protección de los derechos humanos, sino que contiene un capítulo específico con un conjunto integral y abarcador de compromisos y medidas sobre los derechos de las personas con discapacidad.

3.7 La Ley General de las Personas con Discapacidad

El 31 de diciembre de 1998 se aprobó la Ley Nro. 27050, Ley General de las Personas con Discapacidad (LGPD). El artículo 2 de la Ley definió a la persona con discapacidad como 

“aquella que tiene una o más deficiencias evidenciadas con la pérdida significativa de alguna o algunas de sus funciones físicas, mentales o sensoriales, que impliquen la disminución o ausencia de la capacidad de realizar una actividad dentro de formas o márgenes considerados normales limitándola en el desempeño de un rol, función o ejercicio de actividades y oportunidades para participar equitativamente dentro de la sociedad”.
Esta definición no guarda conformidad con los estándares definidos por la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad. En efecto, esta contiene una definición de la persona con discapacidad de carácter individual, y no Incluye las definiciones contenidas en el artículo 2 de la Convención. Definiciones consistentes, dirigidas a promover la accesibilidad e inclusión social de las personas con discapacidad. 

La definición empleada por la Ley peruana desconoce que, como indica el Preámbulo de la Convención, “la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás”. Tampoco hace referencia a los Principios Generales que enmarcan el contenido de esta
, por lo que es por lo menos dudoso que se elaboren planes y políticas públicas basadas en los principios señalados por ella.

La Ley General de la Persona con Discapacidad es reglamentada por el Decreto Supremo Nº 003-2000-PROMUDEH que regula los siguientes aspectos: 

· La definición de persona con discapacidad 

· La finalidad y objeto de la ley

· Los Derechos protegidos por esta: vida, salud rehabilitación, trabajo, educación y accesibilidad. 

· Las excepciones arancelarias previstas para la importación de vehículos y aparatos ortopédicos.

· El organismo ejecutor de las políticas sobre discapacidad.

· El registro de personas con discapacidad.
· Las formas para obtener la certificación de discapacidad.
· La sanción por el incumplimiento de las normas previstas en la Ley.
· Una bonificación en el concurso de méritos para cubrir vacantes laborales en el sector público.
· Las empresas promocionales para personas con discapacidad
· La designación de un Defensor Especializado en la defensa de los derechos de las personas con discapacidad, al interior de la Defensoría del Pueblo.

· El Presidente del Consejo Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS), que es designado por el Presidente de la República, otorgándole la facultad de asistir a las sesiones del Consejo de ministros con voz, pero sin voto.

· El CONADIS está conformado, entre otros, por Viceministros de Estado en las carteras de Mujer, Salud, Trabajo, Educación, Defensa e Interior, así como por representantes de las organizaciones de personas con discapacidad y sus familiares.

· La obligación de los Gobiernos Regionales y Locales de crear Oficinas Municipales de Atención a las Personas con Discapacidad (OMAPED).

· La obligación de los centros de estudio de cualquier nivel de adecuar los procesos de admisión a fin de permitir el ingreso de personas con discapacidad. Asimismo, el deber de las universidades públicas y privadas y las escuelas superiores de reservar del 5% de las vacantes en sus procesos de admisión para ser ocupadas por personas con discapacidad. 

· El derecho de las personas con discapacidad a gozar de un descuento del 50% sobre el valor de la entrada a espectáculos culturales, deportivos o recreativos organizados por las Entidades del Estado, aplicable hasta un máximo del 25% del número total de entradas.

· La obligación del Ministerio de Trabajo de crear la Oficina Nacional de Promoción Laboral para Personas con Discapacidad, como órgano dependiente de dicho Ministerio, encargada de promover el ejercicio de los derechos de los trabajadores con discapacidad, brindándoles servicios de asesoría, defensa legal, mediación y conciliación gratuitos.

· La obligación de todas las entidades del sector público, así de los Gobiernos Regionales y las Municipalidades, de contratar a personas con discapacidad en una proporción no inferior al 3% de la totalidad de su personal.

· El derecho de las personas con discapacidad a gozar de una bonificación del 15% en los concursos públicos de méritos en la Administración Pública sobre el puntaje final obtenido, siempre que cumplan con los requisitos para el cargo y hayan obtenido un puntaje aprobatorio.

La Ley instituye como órgano ejecutor de las políticas públicas en temas de discapacidad al Consejo Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS)
, entidad de carácter descentralizado del Ministerio de la Mujer y del Desarrollo Social (MIMDES). Sus objetivos principales son: (i) Elaborar políticas públicas, coordinar con los demás sectores de la comunidad acciones de atención, prevención e integración de las personas con discapacidad para así elevar su calidad de vida; y (ii) ejecutar e impulsar investigaciones sobre el área de discapacidades y canalizar recursos nacionales e internacionales en este campo.

Capítulo II
SITUACIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (PCDs)
1. Información general 
El presente capitulo ha sido desarrollado en base a seis fuentes: (i) El Censo Nacional de Población llevado a cabo el año 1993; (ii) El estudio sobre “Prevalencia de las Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías en el Perú” elaborado por el Instituto Nacional de Rehabilitación (INR) el año 1993;(iii)  La Encuesta de Hogares con Discapacidad (EHODIS) 2005 elaborada por Instituto Nacional de Información y Estadísticas (INEI) en Lima Metropolitana; las 2 Encuestas Continuas (ENCO) llevadas a cabo por el INEI el año 2006; el censo nacional de población efectuado el año 2007; el Registro Nacional de Discapacidad (RND) del Consejo Nacional de la Discapacidad (CONADIS) y el Resumen Ejecutivo de Plan Alternativo de Igualdad de Oportunidades para personas con discapacidad” elaborado por la CONFENADIP el año 2008. 
1.1 
Número y porcentaje de PCDs sobre la población total

Para la preparación de sus informes ante el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, los Estados se encuentran obligados a contar con datos estadísticos sobre la realización de cada uno de los derechos reconocidos en la Convención, desglosados por sexo, edad, tipo de discapacidad (física, sensorial, intelectual y mental), origen étnico, población urbana o rural y otras categorías pertinentes, de modo que puedan ser presentados en forma comparativa anual durante los últimos cuatro años
. No obstante, tal como reconoció expresamente el Plan Nacional sobre Igualdad de Oportunidades 2003-2007, oficialmente, no existe una estadística cierta sobre el número de personas con discapacidad que habitan en el Perú, ni sobre el tipo de discapacidad que tienen, ni sobre su condición socio económica y laboral
. Es más, la información estadística relativa a la situación de las personas con discapacidad y al grado de cumplimiento de sus derechos es extremadamente escasa, y en no pocos casos de muy difícil acceso. 
A lo anterior se suma el hecho de que, además de ser escaza la información disponible, se advierte con frecuencia en ella graves incongruencias que tienen su origen, en buena medida, en los diferentes conceptos utilizados, la diversidad de metodologías empleadas y el alcance de la muestra de personas empleada como referencia en cada caso. 
La ausencia de estadísticas serias es reflejo de la poca importancia que el Estado otorga a la construcción de instrumentos de medición necesarios para la elaboración de políticas de desarrollo para el sector. Como consecuencia de ello, hasta el año 2006 la principal fuente de información fue el perfil socio-demográfico de la población con discapacidad realizado en base a las estadísticas del Censo Nacional de Población que se llevo a cabo el año 1993
, el cual reporto que apenas el 1,3% de la población censada había declarado tener alguna limitación. El censo de 1993 tomo en cuenta la clasificación internacional de deficiencia, discapacidad y minusvalía. 

El mismo año, no obstante, se llevo a cabo el estudio titulado “Prevalencia de las Deficiencias, Discapacidades y Minusvalías en el Perú. 1993”, del Instituto Nacional de Rehabilitación (INR) con el apoyo técnico del Instituto Nacional de Información y Estadísticas (INEI) y la Organización Panamericana de la Salud (OPS), que dio cifras totalmente opuestas: el 31,28% de la población nacional tenía algún tipo de discapacidad tomando en cuenta 630 viviendas a nivel nacional y la evaluación clínica de 2,791 personas. 
Doce años más tarde, el 2005, se implementó la “Encuesta de Hogares de Lima Metropolitana sobre Discapacidad” (EHODIS 2005) que incorporó la clasificación internacional CIF de la Organización Mundial de la Salud (OMS)
 y que arrojó una tasa de prevalencia en Lima Metropolitana y la Provincia Constitucional de El Callao de 5.7% (alrededor de medio millón de personas). 
Posteriormente, el año 2006, se llevó a cabo la “Encuesta Continua” (ENCO), a cargo del INEI, que señaló que un 8,4% del total de la población peruana de entonces, es decir 2’343,398 personas, reportaban tener algún tipo de discapacidad. En Lima, la prevalencia sería de 11,7% y en El Callao 8,5%; evidenciándose una gran diferencia con los resultados derivados de la EHODIS 2005.
De acuerdo con el último Censo Nacional de Población llevado a cabo el año 2007, existen en el país un total de 735,334 hogares con al menos una persona con discapacidad física o mental, los cuales representan un 10.9 % del total de la población del Perú
. No obstante, esta afirmación también debe matizarse en la medida en que en dicho censo no se incluyeron preguntas que pudieran determinar cifras basadas en un número de personas, sino que estas estuvieron enfocadas en números de familias con personas con discapacidad (ver más adelante Cuadro de Hogares y Población con algún tipo de discapacidad)
En el cuadro mencionado se puede observar, de acuerdo al procesamiento de la información disponible en formato REDATAM, que en el Perú habita un total de 
3, 208,309 personas que presentan una o más discapacidades.
Mediante la Ley General de la Persona con Discapacidad, se instituyó el Registro Nacional de la Persona con Discapacidad (RNPD)
, que quedó a cargo del Consejo Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS)
, cuyo carácter es gratuito y contiene los siguientes aspectos y registros especiales: a) La filiación de las personas con discapacidad y sus familiares; b) las entidades públicas y privadas que brinden atención, servicios y programas en beneficio de las personas con discapacidad; c) las instituciones voluntarias sin fines de lucro que trabajen con o para las personas con discapacidad; y d) las organizaciones industriales, importadoras o comercializadoras de bienes y servicios especiales y compensatorios para personas con discapacidad. De acuerdo con el RND, a setiembre de 2009  se encontraban registradas voluntariamente 68,125 personas naturales con discapacidad y 289 asociaciones de personas con discapacidad
.

Con respecto al Plan de Igualdad de Oportunidades (PIO) 2009-2018, aprobado por el gobierno mediante el Decreto Supremo Nº 007-2008-MIMDES, cabe mencionar que la información que brinda es el resultado de procesos de integración de las fuentes ya mencionadas, pudiendo existir un alto margen de error al respecto. Aun así, y las dificultades que esto representa, la CONFENADIP formuló hace un año varias recomendaciones relativas al PIO 2009-2018, cuyos aportes debieron tomar como fuente la información estadística derivada de la información disponible ya acotada. Lo más resaltante de las observaciones de la CONFENADIP sobre el PIO en vigor es que, como ocurrió con el anterior PIO- 2003-2007, este adolece de indicadores que permitan medir el impacto, eficacia y eficiencia de las medidas propuestas; así como también que carece de un presupuesto asignado específicamente para su cumplimiento y seguimiento correspondientes.

Se inserta a continuación un cuadro incluido en el informe presentado que destaca la evolución del curso oficial de levantamiento de cifras estadísticas relativas a la población con discapacidad durante las últimas tres décadas.
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1.2 
Distribución por sexo
Según el RND, del total de personas con discapacidad voluntariamente inscritas en su registro, 60% son hombres y el 39% restante mujeres. La ENCO, por su parte,  señaló que, del total de 2’343,398 personas identificadas como afectadas por algún tipo de discapacidad, el 44.5% eran hombres y el 55.50% mujeres. 
1.3 Especificidad e incidencia por discapacidad
El siguiente cuadro, tomado del Censo  Nacional de Población del 2007 refleja los tipos de discapacidad existentes en el Perú hasta el momento de realizarse el censo.
	TOTAL DE HOGARES EN VIVIENDAS PARTICULARES CON OCUPANTES PRESENTES, POR PADECIMIENTO DE ALGUNA DIFICULTAD O LIMITACIÓN FÍSICA O MENTAL PERMANENTE DE ALGÚN MIEMBRO DEL HOGAR, SEGÚN DEPARTAMENTO, PROVINCIA, DISTRITO, ÁREA URBANA Y RURAL, TIPO DE VIVIENDA Y TOTAL DE OCUPANTES PRESENTES
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	PERÚ


	TOTAL


	DISCAPACIDAD FÍSICA O MENTAL
	NINGUNA PERSONA CON DISCAPACIDAD


	 HOGARES CON MIEMBROS CON DISCAPACIDAD Y PERSONAS CON DISCAPACIDAD PRESENTES


	%



	
	
	PARA VER, AÚN USANDO LENTES


	PARA OÍR, AÚN USANDO AUDÍ-FONOS PARA SORDERA


	PARA HABLAR (ENTONAR / VOCALIZAR)


	PARA USAR BRAZOS Y MANOS / PIERNAS Y PIES


	ALGUNA OTRA DIFICULTAD O LIMITACIÓN


	
	
	

	Hogares
	6754074
	352982
	81396
	66117
	135663
	178941
	6018740
	735,334
	10.9

	Ocupantes presentes
	27057199
	1484266
	329695
	322874
	606596
	822286
	23848890
	3,208,309
	11.86

	Fuente: INEI - Censos Nacionales 2007 - XI de Población y Vivienda
	
	
	
	


Existe sin embargo un alto número de discapacidades no precisadas, diferentes a las anteriores, que asciende a un 25.63%. Porcentaje que es bastante elevado y abarca a 822,286 personas probablemente afectadas por discapacidades intelectuales, psicosociales y de otra naturaleza. 
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Fuente: Diagnóstico de la situación laboral de personas con discapacidad en el Perú–2010–Trust for the Americas/BID/FOMIN/POETA/CEDAL. Elaboración en base a la data del Censo Nacional de Población y Vivienda 2007-INEI
1.4 Distribución territorial

1.4.1 Población con discapacidad en el ámbito urbano y rural

De acuerdo con el censo llevado a cabo el 2007, existen en el Perú 609,972 hogares dentro del área urbana que conviven con al menos una persona con discapacidad, mientras que en el área rural el número registrado es de 125,362 hogares.  

PERÚ: HOGARES CON O SIN MIEMBROS CON DISCAPACIDAD,
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SEGÚN ÁREA DE RESIDENCIA, 2007

1.4.2 Población con discapacidad por Departamento 

De acuerdo con la información registrada en dicho censo, la población peruana con discapacidad se distribuye departamentalmente de conformidad con el siguiente cuadro:
PERÚ: HOGARES CON O SIN MIEMBROS CON DISCAPACIDAD,

SEGÚN DEPARTAMENTO, 2007
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Tal como se mencionó antes, el Registro Nacional de Discapacidad del CONADIS, por su parte, presenta en su página web a 68,125 personas naturales y 289 asociaciones inscritas, como se puede apreciar en los siguientes cuadros:
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1.5 Participación de las personas con discapacidad en la definición de las normas y políticas que las afectan (CDPD, artículos 4 y 33) 

De acuerdo con el artículo 4 de la Convención, relativo a las Obligaciones General de los Estados partes de esta, “En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones que las representan”
.

El numeral 3 del artículo 33 de la CDPD, relativo a la aplicación y seguimiento de la Convención, indica, por su parte, que “La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan, estarán integradas y participarán plenamente en todos los niveles del proceso de seguimiento”.
Estas reglas, no obstante, no son fielmente observadas en el Perú, donde las autoridades suelen ignorar a las personas con discapacidad y las organizaciones que las representan a la hora de definir las cosas que les conciernen. 

Un 88.7% de los 218 representantes de organizaciones de PCDs encuestados por la CONFENADIP opinó  que las autoridades peruanas NO consultan, ni a las PCD ni a sus organizaciones, el diseño de leyes o programas relacionados con los derechos reconocidos en la Convención. Un ejemplo de ello es la aprobación de la Ley que reconoce la sordoceguera como discapacidad única, Ley Nº 29524, por la cual el Estado reconoció el lenguaje de señas, la dactilología y el Braille como sistemas de comunicación oficial. Dicha Ley estableció, asimismo, que las entidades e instituciones públicas y privadas que brinden, servicios públicos o de atención al público, deben proveer a las personas sordociegas, de manera gratuita y en forma progresiva, el servicio de guía intérprete cuando lo requieran. 
A pesar de esto, la norma beneficiará a aproximadamente 15 mil personas que son sordociegas en el país; sin embargo, los colectivos de personas sordociegas manifiestan no haber sido consultadas para la elaboración de la misma, y de adolecer – más allá de lo que digan las normas - de una ausencia efectiva de apoyos para el ejercicio de otros derechos inherentes e igualmente cruciales para sus existencias, como son sus derechos al trabajo, la salud, los deportes o la cultura. Acusan, asimismo, que la propuesta inicial contenida en el proyecto de ley sobre lenguaje de señas fue mutilada dejando fuera del texto aprobado la creación de una academia o instituto de lenguaje de señas, con el argumento de que, de aprobarse, ello iba a generar egresos presupuestales. De otra parte, la ley aprobada indica que el Ministerio de Educación es el encargado de establecer los requisitos y el perfil para la formación y acreditación de los intérpretes de señas, dejando de lado la participación en esta función de las personas sordas interesadas, por ejemplo, a través de una Comisión que suponga la participación de estas, que son las destinatarias directas de la ley.
Las PCDs dejaron de  participar en el Consejo Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS) el 2007 al redefinirse peyorativamente el papel de este organismo. Y aunque después el mismo fue restituido como ente rector para el sector, integrándolo en la estructura del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES), su participación fue severamente menoscabada desde entonces. Su composición formal adolece de serias deficiencias, como lo muestra el hecho que esta se refiera a los familiares de las personas con discapacidad mental o intelectual, pero no a ellas.

La Comisión Multisectorial de seguimiento y monitoreo del Plan de Igualdad de Oportunidades (PIO) de las PCDs tampoco  contempla la participación de las PCDs, pues de acuerdo a su norma de creación sus aportes deben canalizarse por el CONADIS pero no directamente
. Y otro tanto ocurre con la Comisión Multisectorial Permanente (CMP) integrada por representantes del Poder Ejecutivo y del Congreso de la República cuyo objeto es implementar la Convención. Dicha comisión fue instituida por el Decreto Supremo N° 080-2008-PCM, publicado el 4 de diciembre del 2008, sin considerar la participación de las personas con discapacidad. Empero, gracias a la presión pública de las organizaciones de PCDs, y por Resolución de Presidencia de CONADIS publicada el 14 de julio del 2009, se logró que se convoque a las organizaciones del sector. Sin embargo, la elección de varios de estos representantes se llevó a cabo con candidatos únicos como consecuencia de las barreras burocráticas impuestas
. 
La Defensoría del Pueblo remitió al respecto un  informe a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas confirmando que el Estado peruano no ha implementado las medidas necesarias para procurar la participación de las personas con discapacidad en las instancias de planificación, ejecución y seguimiento del cumplimiento de la Convención, pero tales observaciones tampoco han sido atendidas.

2. LOGROS Y DIFICULTADES EN LA REALIZACION DE LOS DERECHOS HUMANOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL PERU
2.1 
El derecho a la vida y a la protección de su dignidad (CDPD, artículo 10)
El derecho a la vida se encuentra reconocido en el numeral 1 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú. Toma como base el marco general del artículo 1 que reconoce que “la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado”. Tal como está consignado en una amplia variedad de tratados internacionales de derechos humanos que han sido ratificados por el Perú, este derecho abarca dos planos: el primero se encuentra referido al derecho a no ser privado de la vida de manera arbitraria (derecho a la existencia), mientras que el segundo guarda relación con el derecho a desarrollar una vida plena y digna. Las vulneraciones a este derecho – como en relación con los demás derechos fundamentales con que se encuentra indisolublemente relacionado - pueden provenir del Estado o de actores no estatales. 

El artículo 10 de la CDPD, por su parte, reafirma el derecho inherente a la vida de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás, y obliga a los Estados a informar si su legislación reconoce y protege el derecho a la vida y a la supervivencia de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás; además de si las personas con discapacidad son objeto de privación arbitraria de la vida.

Como ha sido mencionado supra, el 10% de la población peruana presenta algún tipo de discapacidad, lo que supone que existen casi tres millones de personas con discapacidad en el Perú que, si bien no son privadas arbitrariamente de su vida, sufren si sistemáticas violaciones a su derecho a vivir una vida digna, así como al libre desarrollo de su personalidad. 
Esta situación se refleja en la falta de mecanismos implementados por las autoridades públicas para que este colectivo humano pueda ejercer sus derechos de manera efectiva, dado que, con no poca frecuencia, sus derechos se quedan en los cuerpos normativos, mas no llegan a plasmarse en la realidad. 
Las principales vulneraciones que ocurren en relación al derecho a la vida de las personas con discapacidad son aquellas asociadas a su baja calidad de vida, como se mostrará ampliamente a lo largo de este informe. A lo anterior puede sumarse, además, la distinta consideración que merece la protección de su vida. Así, por ejemplo, el aborto eugenésico en el Perú tiene una pena menor que otros abortos, lo cual supone un trato distinto
.

2.2 
Derecho a la libertad (CDPD, articulo 14)
El artículo 2º inciso 24 de la Constitución peruana de 1993 recoge el derecho de todas las personas a la libertad personal
. “La libertad de movimiento es una condición indispensable para el libre desarrollo de una persona”, ha dicho en su oportunidad el Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas
. Y el derecho a la libertad personal comprende la capacidad de desplazarse libremente dentro de un Estado. La accesibilidad debe entenderse, en este contexto, como el derecho de todas las personas al uso de la ciudad y sus servicios sin restricción alguna por todos sus habitantes.
 
El artículo 14 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad instruye que las personas con discapacidad deben disfrutar del derecho a la libertad y la seguridad personal, y a no ser privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente, en razón de la existencia de una discapacidad. Para ello los Estados deben adoptar medidas para asegurar que todas las personas con cualquier tipo de discapacidad disfruten del derecho a la libertad y la seguridad de la persona y que nadie sea privado de su libertad en razón de su discapacidad; deroguen toda legislación que permita la institucionalización o privación de la libertad de todas las personas con cualquier tipo de discapacidad; adopten todas las medidas legislativas y de otra índole que se requieran para asegurar que se ofrezca a las personas con discapacidad que han sido privadas de su libertad los ajustes razonables necesarios, y se beneficien de las mismas garantías procesales que el resto de las personas para que puedan disfrutar plenamente de los demás derechos humanos.

La Convención señala que las personas con discapacidad que se vean privadas de su libertad en virtud de un proceso tengan garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas de conformidad con los principios de respeto de su dignidad, incluyendo el respeto de los principios de no discriminación y accesibilidad. Ninguno de los principios señalados en el artículo 14 de la Convención, sin embargo, se cumplen en el Perú en la medida en que la situación es denigrante al interior de los centros de reclusión. 

Mediante su Informe Defensorial 140, la Defensoría del Pueblo ha documentado ampliamente la situación del internamiento de personas con discapacidad mental, muchas de ellas internadas contra su voluntad en albergues y centros de salud mental
.
El Tribunal Constitucional, por su parte, ha expedido varias sentencias pronunciándose a favor del internamiento permanente de personas con discapacidad mental
, o de personas declaradas inimputables las mismas que han  debido permanecer en los penales por falta de camas en los centros hospitalarios respectivos. Situación que se complica cuando el Código Civil peruano, por su parte, otorga amplias facultades al curador para internar a las personas con discapacidad mental a su cargo de manera permanente
.

2.3 
Derecho al voto (CDPD, articulo 29)
Según el artículo 2, numeral 14 de la Constitución peruana, todas las personas tienen derecho a

“A participar, en forma individual o asociada, en la vida política, económica, social y cultural de la Nación. Los ciudadanos tienen,  conforme a ley,  los derechos de elección, de remoción o revocación de autoridades, de iniciativa legislativa y de referéndum”.

Su artículo 31 agrega que:
“Los ciudadanos tienen derecho a participar en los asuntos públicos mediante referéndum; iniciativa legislativa; remoción o revocación de autoridades y demanda de rendición de cuentas. Tienen también el derecho de ser elegidos y de elegir libremente a sus representantes, de acuerdo con las condiciones y procedimientos determinados por ley orgánica.
Es derecho y deber de los vecinos participar en el gobierno municipal de su jurisdicción. La ley norma y promueve los mecanismos directos e indirectos de su participación.

Tienen derecho al voto los ciudadanos en goce de su capacidad civil. Para el ejercicio de este derecho se requiere estar inscrito en el registro correspondiente.

El voto es personal, igual, libre, secreto y obligatorio hasta los setenta años.  Es facultativo después de esa edad.

La ley establece los mecanismos para garantizar la neutralidad estatal durante los procesos electorales y de participación ciudadana.

Es nulo y punible todo acto que prohíba o limite al ciudadano el ejercicio de sus derechos”. [Énfasis agregado]
El artículo 29 de la CDPD, que está referido al derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida política y pública, garantiza los derechos políticos de las personas con discapacidad; e impone a los Estados que son parte de la Convención la obligación de adoptar la legislación y medidas de otra índole que sean necesarias para garantizar a las personas con discapacidad, en particular las personas con discapacidad mental o intelectual, derechos políticos, incluyendo, si procede, las limitaciones existentes y las medidas adoptadas para superarlas. Asimismo, los obliga a adoptar medidas para asegurar el derecho a votar de todas las personas con discapacidad, por sí mismas o acompañadas por una persona de su elección; asegurar la plena accesibilidad de los procedimientos, instalaciones y materiales de la votación; emplear indicadores para medir el pleno disfrute del derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida política y pública; y brindar apoyo a las personas con discapacidad para la creación y mantenimiento de organizaciones que representen sus derechos e intereses en los planos local, regional y nacional.

A pesar de la claridad y el carácter perentorio de estas obligaciones, son poco respetadas en el Perú. En efecto, como indico la Defensoría del Pueblo en marzo del año 2000 mediante su Informe Defensorial No 37, (informe denominado “El derecho al sufragio en las personas con discapacidad”
), las personas con discapacidad en nuestro país encaran graves barreras que impiden el normal ejercicio de su derecho al voto. Barreras que pueden resumirse del siguiente modo:
1. Un importante número de personas con discapacidad no están inscritas en el registro electoral y, por tanto, no pueden ejercer su derecho al voto.

2. Predomina una infraestructura inadecuada para que las personas con discapacidad, que impide que:

a) Puedan acceder a los centros de votación (trayecto previo, relativo a la libertad de movimiento)

b) Puedan acceder a los centros de votación (ingreso mismo, relativo a la accesibilidad)

c) Puedan acceder a las mesas de votación (ausencia de rampas)

3. La existencia de largas colas durante los actos electorales sin que existan facilidades especiales para las PCDs.
4. Mala atención y falta de conocimiento de las autoridades y de los miembros de mesa en los locales de votación con respecto de los derechos de las PCDs.
Como la Defensoría del Pueblo ha recordado en dicho informe, “El derecho al voto es una manifestación de los derechos políticos, los cuales son entendidos como “aquellos que les dan a las personas la potestad de elegir a sus gobernantes, presentar iniciativas legislativas y opinar sobre las que presenten sus conciudadanos, participar de la remoción o revocación de autoridades, ser elegidos en cargos públicos o afiliarse a partidos políticos. En resumen, podemos señalar que son todos aquéllos que hacen posible la participación en la vida política de la sociedad”
. 
Como mencionamos preliminarmente, la Constitución Política del Perú consagra en su artículo 31 el derecho universal al voto; y este derecho debe interpretarse en concordancia con el derecho de igualdad y no discriminación, que demanda que no se restrinja el derecho al voto a ningún ciudadano, incluyendo a las personas con alguna discapacidad. Además, de acuerdo con el mismo artículo, el acto de votar no sólo debe ser interpretado como un derecho sino también como un deber, en tanto es obligatorio en el Perú y su no ejercicio acarrea sanciones como multas o la inhabilitación para el ejercicio de determinados derechos civiles (tales como el de contratar, por ejemplo).
Aunque mediante la Ley N° 29478, publicada el 18 de diciembre de 2009, se modificó la Ley Orgánica de Elecciones para permitir facilidades de voto
; al mismo tiempo se excluyó a las personas con discapacidad mental e intelectual del padrón electoral que confecciona el Registro Nacional de Identificación e Identidad Civil (RENIEC). 

Las propias organizaciones de personas con discapacidad consultadas por la CONFENADIP en el taller de validación del presente informe han destacado, además, que existe una notoria falta de accesibilidad y facilidades en las mesas de votación para PCDs; así como que los funcionarios de la RENIEC encargados de llenar los datos en los Documentos Nacionales de Identidad (DNI) de las personas con discapacidad mental e intelectual no les otorgan un número de Grupo de Votación, dejándolos así arbitrariamente sin posibilidades de ejercer su derecho al sufragio. Reportaron también la escasez de mesas especiales de votación para las PCDs y la ausencia de campañas públicas dirigidas a favorecer la expedición de documentos nacionales de identidad para las PCDs. 
Lo anterior hace imperativo el establecimiento de mecanismos que hagan viable el ejercicio del derecho al voto para las PCDs. Pero esos mecanismos no existen en el Perú. Por ello, la Defensoría del Pueblo propuso en el informe antes mencionado las siguientes recomendaciones en aras de garantizar el ejercicio del derecho al voto de las PCDs:

1. Que la Oficina nacional de Procesos Electorales (ONPE) elaborara plantillas y cédulas de votación
 en formato braille para las personas invidentes y establezcan mecanismos para facilitar la comunicación con personas que presenten alguna discapacidad auditiva.

2. Que la ONPE realizara campañas de educación electoral para que las PCDs ejerzan su derecho al voto. 

3. Que se permita el acceso a la cámara de votación de una persona de confianza que acompañe a las personas que sufran de dedos anquilosados, de discapacidad en la parte superior de sus cuerpos o  cuadripléjicas, para que las asistan en la emisión de su voto. 

4. Que la ONPE difunda información relativa a los procesos electorales en formatos accesibles a las PCDs.  

5. Que el Registro Nacional de Identidad y Estado Civil (RENIEC) adopte acciones destinadas a registrar a las PCDs. 

6. Que las autoridades públicas remuevan las barreras arquitectónicas que impiden a las PCDs acceder a los centros de votación.

2.4 
Igualdad y no discriminación (CDPD, artículo 5)
La discriminación contra cualquier persona por razón de su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser humano
. El artículo 2, literales 1 y 2 de la Constitución peruana, establece que toda persona tiene derecho a la vida e integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar, así como a la igualdad ante la ley, por lo que nadie en el Perú debería ser discriminado por razón de su origen, raza o sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole, lo que incluye, entre otros, la existencia de una limitación o discapacidad.
El artículo 5 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, relativo a los derechos a la igualdad y no discriminación, reconoce, por su parte, que todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin discriminación alguna. De acuerdo con las definiciones contenidas en el artículo 2 de la Convención, Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier distinción, exclusión o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la denegación de ajustes razonables.
Para asegurar este derecho, los Estados parte de la Convención deben garantizar que las personas con discapacidad puedan ampararse en la ley para proteger o dedicarse a sus intereses en pie de igualdad con las demás; garantizar a las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva contra todo tipo de discriminación, incluyendo la previsión de los ajustes razonables que ello demande; así como la implementación de políticas y programas, incluidas medidas de acción afirmativa, para lograr la igualdad de facto de las personas con discapacidad, teniendo en cuenta su diversidad.
Entendiendo por discriminación el trato diferenciado que se basa en determinados motivos prohibidos por el ordenamiento jurídico que tiene por objeto, o por resultado, la anulación o menoscabo en el ejercicio o goce de derechos y libertades fundamentales de una persona o de un grupo de personas, se advierte que, en la sociedad peruana persisten aun estereotipos muy marcados que afectan a las personas con discapacidad asociando la idea de discapacidad con las ideas de enfermedad y contagio, con las de castigo o pecado, así como con las de invalidez y mendicidad; prejuicios y estereotipos que inducen el desarrollo de conductas y/o actitudes que producen y perennizan la discriminación que sufren las personas con discapacidad. 
Lo anterior trae como resultado una masiva y persistente marginación social contra las personas con discapacidad, que se traduce directa y cotidianamente en una sistemática exclusión y falta de oportunidades que cierra el círculo de la pobreza que las abate mayoritariamente.
Por si lo anterior no fuera suficiente, el Estado actúa discriminatoriamente contra las personas con discapacidad en cuanto concierne al diseño y ejecución de las políticas públicas que tienen honda repercusión en sus existencias. Un ejemplo de ello es la ínfima inversión que este realiza en favor del órgano rector de las políticas públicas para las personas con discapacidad, el Consejo Nacional de la persona con discapacidad (CONADIS), que resulta increíblemente bajo si se lo compara con el que el Estado asigna a otros sectores. 

En efecto, tal como se observa en el cuadro que se incluye a continuación, el aporte presupuestal para el CONADIS durante el presente año de 2010 es de apenas 5 millones 640 mil 794 soles, lo que representa apenas el 0.37% del total de la inversión que el Estado deposita en el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES); el ente público al cual se encuentra adscrito el CONADIS. 
Peor aún, tanto el CONADIS como la Comisión de Discapacidad del Congreso de la República han presentado múltiples propuestas al respecto que, sin embargo, no han sido atendidas por las instancias gubernamentales que tienen la potestad para su aprobación. 

Otro ejemplo lo constituye el hecho de que en febrero de este año el Ministerio de Economía y Finanzas dispusiera la creación de un clasificador programático que permita distinguir aquellas inversiones relacionadas con temas de discapacidad que realizan los diferentes sectores de los tres niveles de gobierno (gobiernos locales, gobiernos regionales e instituciones del gobierno central) - cosa que no existía antes y que impedía conocer y fiscalizar las inversiones que los diferentes niveles de gobierno han venido realizando con relación al tema de la discapacidad – pero que, a la vez, no existan asignaciones presupuestales para apoyar el cumplimiento de los mandatos de la CDPD y su seguimiento correspondiente.

CONSEJO NACIONAL PARA LA INTEGRACION DE LA PERSONA CON DISCAPACIDAD (CONADIS): 

EVOLUCION DE LOS PRESUPUESTOS ANUALES 2005-2010
MINISTERIO DE LA MUJER Y DESARROLLO SOCIAL (MIMDES)

	 

AÑOS
	MIMDES
	 

CONADIS
	 

%
	% EJECUCIÓN 

CONADIS

	2010
	1,528,966,915
	5,640,794
	0.37
	 

	2009
	1,267,705,459
	3,886,594
	0.31
	91.9

	2008
	986,417,426
	2,476,746
	0.25
	66.2

	2007
	1,232,000,488
	1,089,329
	0.09
	99.5

	2006
	1,279,911,413
	3,998,691
	0.31
	91.3

	2005
	1,292,353,579
	4,060,893
	0.31
	 86.7


Fuente: Cuadro elaborado en base al Portal de Transparencia Económica del Ministerio de Economía y Finanzas

El informe oficial presentado por el Estado al Comité, refiere que: 
“Se implementan planes específicos dentro de la programación de actividades de las entidades públicas, incidiendo en su transversalidad y la adopción de compromisos presupuestales verificables. [Y que s]e tiene la Ley de Igualdad de Oportunidades, Plan contra la Violencia hacia la Mujer, Plan de Acción por la Infancia y Adolescencia, Plan del Adulto Mayor, Plan Nacional de Apoyo a la Familia, Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, entre otros, y todos vigentes y definidos para hacerles seguimiento durante un horizonte temporal promedio de cinco años; son encargados su monitoreo a los ministerios  según corresponda a sus competencias…”
.  .

Y agrega, además, que 

“El Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social es el Ministerio rector de políticas públicas en materia de equidad de género, protección y desarrollo social de poblaciones vulnerables y que sufren exclusión, garantizando el ejercicio de sus derechos a fin de ampliar sus oportunidades, mejorar su calidad de vida y promover su realización personal y social. Entre los programas que administra , se tiene al Fondo de Cooperación para el Desarrollo Social – FONCODES (para el período julio-2006 a febrero 2010, reporta una inversión de 56 353 860 millones de nuevos soles –unos 19,499’000 millones de dólares- priorizando su inversión en proyectos de infraestructura social -49%- y proyectos de desarrollo de capacidades -51%-); el Programa Nacional Wawa Wasi (PNWW) que tiene entre sus beneficiarios directos a niñas y niños menores de cuatro años, que requieren de cuidado y protección en razón de que sus padres trabajan o buscan trabajo y no cuentan con una persona adulta que pueda dedicarse a su cuidado y que garantice una atención integral…”

Empero, de los programas sociales mencionados, según el “Informe sobre la aplicación de la Convención Internacional sobre los derechos de los niños, niñas y adolecentes en el Perú” presentado al Comité de Derechos del Niño en 2005 por el Grupo de Iniciativa Nacional (GIN), apenas en uno – el Programa Wawa Wasi (programa de implementación de servicio de cuidado diurno para niños en situación de pobreza cuyos padres trabajan fuera de casa) - se detectó beneficiarios con discapacidad. Una presencia por lo demás marginal en la medida en que sólo están registrados 882 niños con discapacidad en el Programa Wawa Wasi, sobre un total de 40 mil niños atendidos.

De otra parte, ninguno de los planes de acción de los programas mencionados en el informe oficial incluye indicadores específicos de atención a las personas con discapacidad y mucho menos los presupuestos que corresponderían para su cumplimiento correspondiente. 

No existen tampoco en los planes gubernamentales de las diversas políticas públicas indicadores de resultado o impacto que sean aplicables a la población con discapacidad; o datos estadísticos serios que permitan establecer líneas de base a partir de las cuales medir los avances del cumplimiento de metas e indicadores de avance, impacto y resultados. 

La inversión en Salud del presente año 2010
 dice más de lo mismo: el total del presupuesto asciende a S/ 3,672 millones 534,167, de los cuales apenas el 2.1% de los recursos presupuestados se destina al Instituto Nacional de Rehabilitación (INR); el único del país, que además, está situado en la ciudad capital. Aun más, el Ministerio de Salud dedica apenas el 1.76% de su presupuesto a los institutos destinados a la atención de la salud mental.
El principio de Igualdad y no discriminación a las personas con discapacidad no está considerado de manera expresa en la Ley General de las Personas con Discapacidad. Tampoco está reflejado en la elaboración de las políticas sociales o en la aprobación de presupuestos dirigidos a promover de manera específica su acceso a las medidas que se requieren teniendo en cuenta la necesidad de equiparar sus oportunidades. Como dijimos previamente, la ausencia de indicadores sobre discapacidad en los planes de desarrollo social del gobierno y los presupuestos correspondientes, en todos sus niveles, perenniza la invisibilidad de la atención de estas medidas exigidas por la Convención.  

Cabe recordar, asimismo, que han sido varias las oportunidades en que la Defensoría del Pueblo ha expuesto casos de discriminación contra personas con discapacidad. Por ejemplo en su Informe de Adjuntía N° 005-2009-DP/ADHPD y  en el Documento Defensorial N° 002
.

Dicho lo anterior, hay que reconocer, no obstante, que se han producido algunos avances, al menos en el plano de la normatividad relativa a la equiparación de oportunidades. Concretamente al contemplarse como infracción algunos actos que la impiden a través de la Ley Nº 29392, (Ley que establece infracciones y sanciones por incumplimiento de la Ley General de la Persona con Discapacidad y su reglamento), aprobada en agosto del 2009
. O por medio de las leyes de presupuesto público de los ejercicios fiscales 2009 y 2010, que incluyeron dos artículos cruciales para que los gobiernos locales y regionales puedan orientar presupuestos al tema de la discapacidad. Artículos que autorizan la dedicación del 0,5% de sus presupuestos para mejorar o proveer de accesibilidad a la infraestructura urbana de las ciudades, así como a los palacios municipales que están al servicio de todos los ciudadanos y en especial a la población con discapacidad y los adultos mayores. Dichas normas autorizan también el gasto mensual de hasta una Unidad Impositiva Tributaria (UIT) para la apertura y puesta en funcionamiento de las oficinas municipales y regionales de atención a la persona con discapacidad
. Más allá de si los porcentajes previstos son o no proporcionados o ínfimos en relación al propósito que enuncian, se desconoce los logros alcanzados con las indicadas medidas de disposición presupuestal.
En referencia al cumplimiento de los Objetivos del  Milenio, no existe en los planes nacionales sobre ODM,  indicadores sobre atención a niño, jóvenes, adultos y mujeres con discapacidad.

2.5 
Accesibilidad (CDPD, artículo 9) 
Las "Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad"
, elaboradas en el marco del “Programa de Acción Mundial para los Impedidos” implementado por las Naciones Unidas en 1982, convoca a los Estados en su artículo 5 a adoptar medidas para lograr la igualdad de oportunidades, reconociendo “la importancia global de las posibilidades de acceso dentro del proceso de lograr la igualdad de oportunidades en todas las esferas de la sociedad”; señalando, en particular el deber de 
“a) 
Establecer programas de acción para que el entorno físico sea accesible, y 

b) 
Adoptar medidas para garantizar el acceso a la información y la comunicación.”Por su parte, el artículo 9 de la Convención sobre los derechos de las Personas con Discapacidad establece la obligación que tienen los Estados partes de la misma de adoptar medidas apropiadas para que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida. En particular, adoptar medidas legislativas y de otra índole para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico (incluido el uso de señales indicadoras y señalización en las calles), al transporte, la información y las comunicaciones (con inclusión de las tecnologías y sistemas de información y comunicaciones) y a otras instalaciones y servicios proporcionados al público, por entidades privadas inclusive, en zonas urbanas y rurales; adoptar normas y directrices técnicas sobre accesibilidad, así como auditorías sobre su cumplimiento y sanciones en caso de que no se cumplan, aplicando los recursos obtenidos mediante las sanciones monetarias a promover medidas de accesibilidad; usar disposiciones sobre adquisición pública y otras medidas que establezcan requisitos obligatorios en materia de accesibilidad; así como identificar y eliminar los obstáculos y barreras a la accesibilidad, inclusive en los sectores privado y público, y la existencia de planes nacionales de accesibilidad con metas y plazos claros.
En nuestro ámbito interno, el artículo 43 de la Ley General de la Persona con Discapacidad establece que el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento y las Municipalidades deben coordinar la adecuación progresiva del diseño urbano de las ciudades, adaptándolas y dotándolas de los elementos técnicos modernos para el uso y fácil desplazamiento de las personas con discapacidad.
Los numerales 1 y 2 del artículo 44 de la misma ley establecieron, asimismo, que a partir de diciembre de 1998 toda infraestructura de uso comunitario, público y privado construida debería estar dotada de acceso, ambientes, corredores de circulación, e instalaciones adecuadas para personas con discapacidad; y, además, que los propietarios y administradores de establecimientos, locales y escenarios donde se realicen actividades y/o espectáculos públicos, así como los organizadores de dichas actividades y/o espectáculos tienen la obligación de habilitar y acondicionar para la realización de cada evento, acceso, áreas, ambientes, señalizaciones pertinentes para el desplazamiento de personas con discapacidad.

Mediante otro numeral, el 44.3, se indicó, de igual forma, que la infraestructura de uso comunitario, público y privado construida con anterioridad a la promulgación de la Ley tenía un plazo máximo de dos años para acondicionar los accesos, ambientes, corredores de circulación, para el desplazamiento y uso de personas con discapacidad. Felizmente, dicho numeral fue derogado por la Segunda Disposición Modificatoria y Complementaria de la Ley N° 27920, que se publicó el 14 de enero de 2003.
Los artículos 61 y 62 del Reglamento de la Ley
 indican, por su parte, que “el diseño de los elementos comunes de urbanización y de mobiliario urbano, así como las edificaciones que se realicen en las ciudades del país deben ceñirse a la norma técnica de adecuación arquitectónica y urbanística vigente, imponiendo a los Gobiernos Locales la obligación de cuidar que sus ciudades tengan las facilidades para la movilidad y desplazamiento para las personas con discapacidad”; correspondiendo al CONADIS coordinar con los Ministerios de Transportes y Comunicaciones y de Vivienda, Construcción y Saneamiento, así como con los mismos Gobiernos Locales “para que las ciudades cuenten con infraestructura de uso comunitario, público y privado, que brinde facilidades de movilidad, desplazamiento y servicios para las personas con discapacidad”.
De acuerdo con el informe sobre “Discapacidad y Accesibilidad” elaborado por la Comisión Especial de Estudios sobre Discapacidad del Congreso de la República, la accesibilidad debe ser entendida como una “(…condición necesaria para permitir a las personas participar en las actividades sociales y económicas para las que la infraestructura construida ha sido concebida.”
 
Esa accesibilidad, indispensable para lograr la integración social de las personas con discapacidad, sin embargo, no llega a las personas con discapacidad como debiera. Como las demás personas, las PCDs requieren de adecuadas infraestructuras, ya sea en transportes, comunicaciones, tecnología, construcción, vivienda, etc. No obstante, según la Encuesta Nacional de Hogares – EHODIS 2005, el 57% de las personas con discapacidad en el Perú tienen problemas para conectarse con la sociedad. Lo mismo ocurre con las personas que sufren de limitación en el habla y en la audición, que también declaran en altos porcentajes no relacionarse con otros fácilmente
.

Es extremadamente común presenciar a personas con discapacidad lidiando con  barreras físicas al momento de ingresar a supermercados, centros educativos o lugares públicos en general; enfrentando inadecuadas estructuras urbanísticas y arquitectónicas que impiden que puedan integrarse en su totalidad. Eventos que ponen de relieve como es la sociedad y no la discapacidad por sí misma la que excluye y discrimina a  las PCDs. Un contexto en que las mujeres con discapacidad son, además, las más vulnerables, tal como se aprecia en el cuadro siguiente:[image: image22.png]Perd: Poblacion con algin tipo de discapacidad por
sexo, 2006

Fisente: INEL Resultados de la ENCO 2006, Elaboraciéa propis.




Entre las principales barreras urbanísticas y arquitectónicas que se advierten con extremada frecuencia en el Perú figuran la ausencia de rampas y accesos adecuados, la inexistencia de servicios higiénicos adaptados a lugares públicos, la carencia de transporte públicos para personas con discapacidad, la falta de asfaltado adecuado a las pistas y veredas, entre otras
. 

La indolencia de las autoridades frente a las dificultades extremas que encaran cotidianamente las personas con discapacidad permite el predominio de estas barreras, y prevalece no obstante haberse aprobado un destacado número de normas dirigidas a limitar el impacto que estas imponen en materia de accesibilidad física. Tal es el caso de las normas técnicas contenidas en dispositivos como la ya mencionada Ley General de la Persona con Discapacidad) y su reglamento, la Ley No 27920 que estableció sanciones al incumplimiento de las normas técnicas sobre adecuación urbanística y arquitectónica
; la Ley No 28084 que reguló el parqueo especial para vehículos ocupados por personas con discapacidad
; la Ley No 27408 referida al trato preferente que debe concederse a las mujeres embarazadas, adultos mayores y personas con discapacidad
; la Ley No 28735 sobre atención a personas con discapacidad, mujeres embarazadas y adultos mayores en aeropuertos, aeródromos, terminales terrestres, ferroviarios, marítimos, fluviales y medios de transporte
; la Ley No 27157 de regulación de edificaciones
; o el Reglamento Nacional de Construcciones
, entre otras como la Ley No 23347 conforme a la cual debe existir al menos una rampa de fácil acceso para las personas que utilicen sillas de ruedas de modo que puedan acceder sin dificultades a escuelas, iglesias, bibliotecas, universidades y edificios públicos
. 

El problema estriba, empero, no en la falta de normativa correspondiente, sino en la falta de fiscalización y la impunidad que impera ante las violaciones e incumplimientos de las normas señaladas. Las municipalidades, lamentablemente, no verifican la concordancia de las solicitudes de licencia con las normas, ni sancionan su incumplimiento. 
Situación general de la que la Defensoría del Pueblo ha dado cuenta en su Informe Defensorial 114 sobre accesibilidad
.

En lo relativo al transporte aéreo, la situación no parece mejor. Algunos ejemplos ilustran esta situación. Veamos. De acuerdo con la Guía de Seguridad del Pasajero, publicada por la Dirección General de Aeronáutica Civil del Ministerio de Transportes del Perú, los pasajeros – sin excepción – están prohibidos de llevar a sus mascotas en la cabina de pasajeros. Sin embargo, las personas que sufren de discapacidad cuentan con animales de servicios que necesitan y los ayudan en sus actividades. Esto manifiesta una vulneración a sus derechos, puesto que estos animales ayudan a las personas con discapacidad a desplazarse o a realizar ciertas labores.  

Otro ejemplo es el de la Directiva Técnica Extraordinaria No 4, aprobada por Resolución Directoral 218-2003-MTC-12 del 30 de agosto de 2003, que indica que se deben adoptar las medidas necesarias para garantizar el acceso de todas las personas con discapacidad a los servicios de transporte aéreo, desde su llegada al aeropuerto de salida hasta que abandonen el aeropuerto de destino. Según el estudio sobre accesibilidad elaborado por la Comisión de Estudios sobre Discapacidad del Congreso peruano el 2006
, las líneas aéreas que prestan servicios en rutas internas no cuentan con personal entrenado ni con el equipo necesario para el embarque y desembarque de personas que viajan en sillas de ruedas. Tampoco cuentan con información en Braille para personas invidentes ni el personal abordo conoce como comunicarse con una persona sorda o con dificultades de audición.

El problema de la falta de información para personas con discapacidad no se presenta exclusivamente a bordo del avión; también se manifiesta en las instalaciones de los aeropuertos. Así, en los aeropuertos nacionales no existen módulos de información para personas ciegas o sordas, lo que las coloca en una situación de vulnerabilidad. 

La contravención de las disposiciones urbanísticas y arquitectónicas que permiten la accesibilidad a las personas con discapacidad física, es la única infracción relativa a este aspecto señalada en la ley de Infracciones y Sanciones
.

En lo que al acceso a la información concierne, mediante la Ley No 27471
, se ha dispuesto que los programas informativos educativos y culturales de producción nacional, transmitidos por el Instituto de Radio y Televisión (INRT) del Perú, incorporen medios de comunicación visual adicional en los que se utilice el lenguaje de señas o manual y textos, para la comunicación y lectura de personas con discapacidad por deficiencia auditiva; y de manera progresiva en la TV de carácter privada y por cable.

El Reglamento Nacional de Edificaciones, por su parte, contiene la Norma A.120 “Accesibilidad para Personas con Discapacidad, la cual recopila lo establecido en la NTE A.060 y NTE U. 190 Norma técnica que establece condiciones y especificaciones técnicas  de diseño para la elaboración de proyectos y ejecución de obras de edificación y para la adecuación de las existentes donde sea posible, con el fin de hacerlas accesibles a las personas con discapacidad; pero que, sin embargo, debe ser revisada ya que existen aspectos de las anteriores normas que no están incluidas en la nueva norma sobre accesibilidad.

El Reglamento Nacional de Edificaciones establece también el incumplimiento de esta Norma como infracción sancionable, de acuerdo con el mandato de la Ley Nº 27920 de Infracciones y sanciones por incumplimiento de normas de accesibilidad. Esta ultima norma indica que son las municipalidades las designadas para aplicar las sanciones establecidas; debiéndose destinar los montos que se recaude por concepto de la aplicación de las multas, exclusivamente a proyectos o programas municipales de apoyo social, laboral y educativo a favor de las personas con discapacidad; así como a programas que aseguren el cumplimiento de la presente de la normatividad sobre accesibilidad. El CONADIS es el órgano encargado de fiscalizar el cumplimiento de la Ley e informar oportunamente a la municipalidad correspondiente sobre la comisión de infracciones dentro de su jurisdicción.

La nueva Ley Nº 29392, sobre infracciones y sanciones sobre incumplimiento de algunos artículos de la Ley General de la Persona con Discapacidad, (algunos de ellos relacionados a cuestiones de no accesibilidad), dispone que será el Ministerio de la Mujer quien se encargará de ejecutar las sanciones, en vez de las municipalidades, lo que será de muy difícil ejecución a nivel nacional. Los ingresos recaudados por concepto de multas son destinados al CONADIS exclusivamente para la promoción de los derechos de las personas con discapacidad en el ámbito nacional. Lo más acertado, no obstante, sería que las municipalidades apliquen la multa, y que la fiscalización se realice de manera conjunta entre las municipalidades y el MIMDES-CONADIS. 

Existen varias razones para ello: es necesario descentralizar las funciones del Estado; es necesario fortalecer las funciones y recursos de las Oficinas Municipales de Atención a las Personas con Discapacidad (OMAPEDs), que se encuentran en todas las localidades del país, lo que no ocurre con las oficinas de CONADIS. Los ingresos recaudados de las multas por no accesibilidad podían apoyar económicamente el desarrollo de sus funciones. Otra razón es que deben ser las instancias encargadas de otorgar las licencias de construcción (municipalidades) las que supervisen el cumplimiento de las Normas Técnicas en las nuevas construcciones, antes de que estas sean edificadas.
En forma paralela a las mencionadas normas sobre accesibilidad, se ha instalado el Comité Técnico de Normalización de Accesibilidad al Medio Físico de INDECOPI. Este comité, conformado por diversas instituciones, tanto del sector público como privado, elaborará nuevas normas técnicas de accesibilidad para personas con discapacidad en edificaciones arquitectónicas y urbanísticas tomando como referencia normativas internacionales. En ese sentido, su tarea será la de establecer los requisitos mínimos de diseño universal que deben cumplir los ambientes, equipamientos y medios de transporte para que sean aptos y ser usados por las personas con discapacidad y no tengan dificultades u obstáculos cuando realicen sus actividades individuales o colectivas. Actividad relacionada con la adquisición de la norma ISO para las edificaciones.

Como se dijo previamente, no obstante, no se  cuenta con información relativa al cumplimiento de la disposición normativa de los presupuestos 2008 y 2009 referida al uso del 0.5% del presupuesto de cada municipalidad para la ejecución de obras, reparaciones o modificaciones dirigidas a mejorar o proveer de accesibilidad a la infraestructura urbana. 

Con respecto a la accesibilidad en transporte aéreo, el 18 de mayo del 2006 se publicó la Ley N° 28735
 que regula la atención de las personas con discapacidad, mujeres embarazadas y adultos mayores en los aeropuertos, aeródromos, terminales terrestres, ferroviarios, marítimos y fluviales y medios de transporte), y  establece sanciones de hasta de 50 UITs, según la gravedad de la falta en este ámbito. 

.

En sus Disposiciones Transitorias y Finales, la ley aprobada el 16 de mayo del 2006 indicaba que las empresas debían adecuarse a la Ley en el plazo de un año y que el Poder Ejecutivo dictaría en 60 días las normas reglamentarias y demás acciones administrativas. No obstante, hasta el momento las empresas no se han adecuado a sus mandatos, ni el reglamento ha sido dictado, a pesar de que connotados expertos con discapacidad apoyaron la elaboración del reglamento.

Cabe señalar, de otra parte, que aun cuando existe legislación reglamentada sobre la incorporación de opciones de acceso en las páginas web de las entidades públicas y universidades y organizaciones privadas que prestan servicios a través de internet, para que las personas con discapacidad visual puedan acceder a la información, sin embargo, existen importantes páginas oficiales de web de instituciones estatales que no cumplen con la  normatividad de proporcionar accesibilidad, como son  Despacho del Presidente de la República, Superintendencia de Administración Tributaria (SUNAT), la Superintendencia de Registros Públicos, Ministerio de Relaciones Exteriores, Ministerio de Vivienda, Ministerio de Transportes, entre otros.

Otras  páginas web de carácter oficial, además, no permiten bajar importante documentación adjunta en versión accesible; como son los casos del diario oficial “El Peruano”, que publica  las normas legales emitidas por el Estado; así como las páginas web del MINDES, del Ministerio de Trabajo, del Ministerio de Salud, del Ministerio de Comercio, del de Energía y Minas o el de la Producción.   

No existen, tampoco, servicios públicos de transporte accesibles; esto es, conformado por autobuses adaptados con plataformas para el ingreso de sillas de ruedas, y los semáforos sonoros son absolutamente excepcionales en nuestro medio urbano.
2.8 
Toma de conciencia (CDPD, artículo 8) 
El artículo 8 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad establece la obligación de los Estados partes de aplicar políticas eficaces en favor de una toma de conciencia sobre este sector de la población, promoviendo una imagen positiva de las personas con discapacidad; una mayor conciencia de estas sobre su propio valor; el fomento del respeto de sus derechos y de su dignidad; el reconocimiento de sus capacidades y contribuciones; así como el combate a los estereotipos y los prejuicios enarbolados contra ellas. 
Los Estados deben, asimismo, implementar campañas de concientización dirigidas a la sociedad en general, dentro del sistema educativo, y a través de los principales medios de difusión. Deben, igualmente, dar a conocer la Convención y los derechos que reconoce, informando al respecto a las personas con discapacidad y otros sectores de la sociedad.

En el Perú, sin embargo, las personas con discapacidad afrontan muchos tipos de obstáculos que dificultan su plena participación en la sociedad. Y muchos de estos obstáculos surgen porque no se tiene suficientemente en cuenta a las personas con discapacidad.

Los factores básicos que generan estos obstáculos son producto de un acceso restringido, o nulo, al entorno social y a los servicios; del desempleo; de la falta de una enseñanza adecuada; de la estigmatización que sufren habitualmente las personas con discapacidad y de la compensación insuficiente de los costos adicionales derivados de la discapacidad. Por si lo anterior no fuera suficiente, la discriminación que sufren las personas con discapacidad las conduce con demasiada frecuencia a la pobreza y la exclusión social. 

Algunas de estas barreras, como las del entorno o las de comunicación podrían eliminarse con medidas jurídicas adecuadas; mientras que otras, basadas en la actitud, requerirían de permanentes campañas de sensibilización. Campañas que, lamentablemente, son extrañas en nuestro medio: El Estado dispone de un canal de televisión (el Canal 7) y una radio de alcance nacional (Radio Nacional del Perú), pero estos rara vez dedican un espacio de su programación para promover una imagen positiva de las personas con discapacidad o una mayor conciencia de estas sobre su propio valor.

Los representantes de las organizaciones de personas con discapacidad convocados por la CONFENADIP para debatir el presente informe sostuvieron al respecto que el Estado no promueve la difusión de la Convención que bien podría hacerlo a través del Diario El Peruano, Canal 7 o Radio Nacional del Perú. Y esta falta de difusión se da también en los Gobiernos regionales y locales. 
Así pues, el Estado peruano viene incumpliendo con su deber de llevar a cabo actividades de capacitación y difusión de la Convención entre los propios funcionarios estatales, la población en general o entre las propias personas con discapacidad. Y como consecuencia de ello, la insensibilidad estatal y social, aunada a la dispersión organizativa de las personas con discapacidad, permite en algunos casos serios retrocesos en materia legislativa o una precariedad total de los mecanismos de exigibilidad previstos para garantizar sus derechos.

La difusión que el Estado peruano brinda a la CDPD es proporcional a los escasos recursos que dedica al sector. Un ámbito en el que, sin embargo, es menester destacar los esfuerzos que llevan a cabo entidades como la Comisión Especial de Discapacidad del Congreso de la República, que ha publicado y difundido alrededor de 1,550 ejemplares impresos de la Convención en texto y 500 en sistema braille, o el CONADIS, que ha publicado alrededor de 5,0000 ejemplares impresos de la Convención. Por su parte, el Congreso de la República ha llevado a cabo en fechas recientes una audiencia pública en Lima y catorce en el interior del país, con el fin de capacitar sobre el contenido de la Convención; audiencias en las que se reporta han participado alrededor de 1500 personas con discapacidad y sus familiares. 
A pesar de estos avances, no se ha realizado ninguna campaña notoria de diseminación de la Convención o de información contra los estereotipos, prejuicios y prácticas discriminatorias, que persisten y afectan a las personas con discapacidad, en otros escenarios sociales tales como los colegios o en los medios privados de comunicación. Excepción hecha del programa semanal de radio del CONADIS que, contrariando la tendencia general, si ha promovido la Convención.
2.9
Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias (CDPD, artículo 11) 
El artículo 11 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad obliga a los Estados partes de la misma a garantizar la protección y la seguridad de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales. Para satisfacer esta obligación, los Estados deben adoptar medidas para garantizar la protección y la seguridad de las personas con discapacidad, incluirlas en los protocolos de emergencia nacionales así como asegurar que la asistencia humanitaria de socorro se distribuya en forma accesible a las personas con discapacidad que se encuentren en una situación de emergencia humanitaria, en particular las medidas adoptadas para asegurar que en los alojamientos de emergencia y los campamentos de refugiados haya letrinas y servicios sanitarios accesibles para las personas con discapacidad.

No obstante, en el Perú existe una acusada falta de medidas de prevención y atención de personas con discapacidad en situaciones de desastres naturales, siendo el Perú – paradójicamente - una zona con características históricamente sísmicas. En efecto, geográficamente, el Perú forma parte del denominado Cinturón de Fuego del Pacífico y por lo tanto, presenta un alto potencial sísmico. 

Entre las estrategias incluidas en el Plan Nacional de Prevención y Atención en Desastres Naturales
 no se incluye un tratamiento específico para las personas con discapacidad y poblaciones más vulnerables; a pesar de que, como destaca el mismo Informe, el Perú está ubicado en una zona muy activa de interacción tectónica y volcánica que genera condiciones de alta sismicidad. La alteración de las condiciones océano-atmosféricas ocasiona, además, fenómenos recurrentes muy destructivos; y la existencia de la Cordillera de los Andes determina una variada fenomenología de geodinámica externa que amenaza permanentemente al país.

A las amenazas naturales descritas se suman también las generadas por el hombre: por una inadecuada ocupación del territorio, que contamina el aire, suelo, mar y aguas continentales y, además, en muchos casos, agravan los efectos de los desastres de origen natural. A lo largo de nuestra historia, las consecuencias de estas manifestaciones de la naturaleza han conducido a ingentes pérdidas económicas, de vidas, miles de damnificados y el deterioro en nuestra calidad de vida.

El terremoto de Ancash del 31 de mayo de 1970, por ejemplo, tuvo una magnitud 7.8 grados en la escala de Richter y ocasionó 67,000 muertos; 150,000 heridos;  dejó 800,000 personas sin hogar y 2’000,000 de personas afectadas; además de 95% viviendas de adobe destruidas.

El terremoto de Nazca, del 12 de noviembre de 1996, con una magnitud de  6.4 grados en la escala de Richter, ocasionó más de 100 mil damnificados, 624 heridos, 14 muertos, 4 mil viviendas destruidas, 11,071 viviendas afectadas y el 80% viviendas de adobe destruidas.

El terremoto de Arequipa del 23 de junio 2001, con magnitud de 8.4 en la escala de Richter, afectó los departamentos de Arequipa, Moquegua, Tacna, Ayacucho y Apurímac; produjo el colapso de los sistemas de saneamiento de las ciudades mencionadas, 66 personas desaparecidas, la mayoría de la zona costera de Camaná por el tsunami ocurrido, 1,565 heridos; 17,584 viviendas destruidas; 35,601 viviendas afectadas.

El último sismo ocurrido en nuestro país fue en Ica el 15 de agosto 2007, que tuvo una magnitud de 7,9 grados en la escala de Richter, cuyo hipocentro se ubicó en las costas de la región Ica, zona suroeste del Perú, a 30.2km. de profundidad y ocasionó 519 muertos, 1,366 heridos y 56,363 viviendas totalmente destruidas.

Además de sismos, ocurren en el Perú maremotos o tsunamis, inundaciones, sequías, fenómeno del Niño y aluviones. No obstante, no existen disposiciones en la legislación nacional, ni actividades desarrolladas por la institución nacional de Defensa Civil sobre prevención y atención que de manera específica y prioritaria estén enfocadas a favor de las personas con discapacidad en situaciones de desastres naturales, dada su situación más vulnerable.  Tampoco se visibiliza la atención de personas con discapacidad en las actividades de simulacros.

No existe tampoco la Directiva Nº 002-2010-INDECI (“Disposiciones del INDECI para las Personas con Discapacidad”) que ha sido mencionada en el Informe Oficial del Estado sobre el cumplimiento de la Convención.

2.10
Igual reconocimiento como persona ante la ley (CDPD, artículo 12)
El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reafirma que las personas con discapacidad tienen derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica. Para garantizar la realización de este derecho, los Estados deben adoptar medidas para asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer su capacidad jurídica en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida, en particular las medidas para garantizar el derecho de las personas con discapacidad a mantener su integridad física y mental, a la plena participación como ciudadanos, a ser propietarias y heredar bienes, a controlar sus propios asuntos económicos y a acceder en igualdad de condiciones a préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y su derecho a no ser privadas de sus bienes de manera arbitraria. Deben, asimismo, asegurar que su legislación no restrinja la plena capacidad jurídica por razón de discapacidad, así como velar por la existencia de apoyos a las personas con discapacidad para que puedan ejercer su capacidad jurídica y manejar sus finanzas; garantizar que estas dispongan de salvaguardias contra el abuso de modelos asistidos de adopción de decisiones; fomentar la concienciación e implementar campañas educativas sobre el reconocimiento de la igualdad ante la ley de todas las personas con discapacidad.

El Código Civil peruano niega la capacidad de ejercicio de derechos civiles a sordomudos, ciego sordos y ciego mudos que no pueden expresar su voluntad de manera indubitable, los retrasados mentales o que adolecen de deterioro mental. Dictamina asimismo que no pueden contraer matrimonio. Los que padecieren crónicamente de enfermedad mental, aunque tengan intervalos lúcidos, los sordomudos, los ciego sordos y los ciego mudos que no supieren expresar su voluntad de manera indubitable.
2.11 
Acceso a la justicia (CDPD, artículo 13) 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece en su artículo 14.1 que toda persona tiene derecho a ser oída públicamente y con las garantías debidas, en la sustentación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. Por su parte, la Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 8.1 contiene una disposición similar, aunque en ésta se amplía el ámbito del derecho y la aplicación de estas garantías a todo proceso, indicando que:
“Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”.      

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado a este respecto que 
“cuando la Convención se refiere al derecho de toda persona a ser oída por un juez o tribunal competente para la determinación de sus derechos, esta expresión se refiere a cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que a través de sus resoluciones determine derechos y obligaciones de las personas”
. 

El artículo 13 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reconoce, por su parte, el derecho de las personas con discapacidad a tener acceso efectivo a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, sin ser excluidas de los procedimientos judiciales. Para garantizar este derecho, los Estados deben adoptar medidas para asegurar a todas las personas con discapacidad el acceso efectivo a la justicia en todas las etapas de los procedimientos judiciales, incluyendo las fases de instrucción y otras etapas preliminares. Deben, asimismo, asegurar que se capacite efectivamente al personal del poder judicial y el sistema penitenciario nacionales sobre el respeto de los derechos de las personas con discapacidad; garantizar la existencia de ajustes razonables, incluso ajustes de procedimiento en los procesos judiciales para asegurar la participación efectiva de las personas con todo tipo de discapacidad en el sistema de justicia, independientemente de la situación en que se encuentren (por ejemplo, como víctimas, acusados, testigos, miembros del jurado, etc.); lo mismo que ajustes relacionados con la edad para garantizar la participación efectiva de niños y jóvenes con discapacidad.

Nuestra Constitución reconoce también el derecho de toda persona a acceder a la justicia, lo que por extensión incluye a todas las personas con discapacidad. Y, en el ámbito legal, la Ley No 28983, (“Ley de igualdad de oportunidades entre la mujer y el hombre”), al hablar de los Lineamientos del Poder Judicial y del Sistema de Administración de Justicia, precisa que para los efectos del cumplimiento de la Ley se debe garantizar “el acceso a la justicia en igualdad de condiciones, impulsándose la modificación de concepciones, actitudes y valores discriminatorios de los operadores de justicia”. Principio que, por extensión alcanza a las mujeres y hombres con discapacidad, de modo que tanto constitucional como legalmente, las personas con discapacidad tienen derecho a acceder de manera efectiva a la justicia en igualdad de condiciones con las demás, sin ser excluidas de los procedimientos judiciales. 
No obstante lo anterior, las personas con discapacidad encaran graves dificultades para poder acceder a la justicia. Entre otras razones, (i) porque su acceso a las instalaciones físicas de los establecimientos donde se imparte justicia, sobre todo en las provincias del interior del país, y para las personas con limitaciones de orden físico, no siempre es factible dada la inexistencia de rampas adecuadas o ascensores, amén de las dificultades que cotidianamente les suscita un sistema de transporte ajeno a las necesidades de las PCDs; (ii) porque, en el caso de las personas con limitaciones visuales o auditivas, los juzgados y/o tribunales que pueden llegar a conocer sus pretensiones carecen de interpretes; o (iii) porque las limitaciones económicas que tradicionalmente signan su existencia les impide costear los trámites y asistencia legal que se requieren para procesar una acción en la justicia.

La Ley General de la Persona con Discapacidad” otorga en su artículo 8 inciso i) facultades al CONADIS para interponer demandas de Cumplimiento
 a favor de las personas con discapacidad. Empero los doce años transcurridos desde la aprobación de dicha ley, y la existencia de un notorio incumplimiento de las normas que reconocen los derechos de las personas con discapacidad, dicho órgano no ha ejercido dicha facultad hasta hoy.
 
Diferente es el caso de la Defensoría del Pueblo, cuya actuación en defensa de los derechos de las personas con discapacidad ha sido más notoria. Tal es el caso de su intervención, por ejemplo, a favor de los derechos del ciudadano Edwin Romel Béjar Rojas, afectado por actos de discriminación en el acceso a la función pública
. En el caso citado, el ciudadano Edwin Romel Béjar Rojas presentó una queja contra el Consejo Nacional de la Magistratura (CNM), por haber sido excluido del proceso de selección y nombramiento para el cargo de Fiscal Provincial Adjunto del pool de fiscales del Cusco debido a su discapacidad visual (ceguera bifocal). Ante esta situación, y ante la negativa del CNM de aceptar las recomendaciones de la Defensoría de incluirlo en el proceso ya mencionado, la Defensoría del Pueblo acompañó la ejecución de la sentencia con el objeto de velar por el respeto de los derechos del ciudadano Edwin Romel Béjar Rojas.

En su Informe Defensorial Nº 140 sobre “Salud mental y Derechos Humanos”, referido a la dramática situación que sufren las personas internadas en establecimientos de salud mental, la misma Defensoría del Pueblo ha sido enfática al recordar a las autoridades del sector que los “Principios para la protección de los enfermos mentales y el mejoramiento de la atención de la salud mental” establecen la necesidad de implementar mecanismos específicos que tengan por objeto la protección de sus derechos. Con arreglo a ello, todo paciente debe tener la posibilidad de presentar una queja frente a la vulneración de sus derechos, la misma debe ser tramitada de conformidad con las garantías del debido proceso. Obligación a la que se agrega la de velar porque existan mecanismos para inspeccionar las instituciones psiquiátricas, investigar y resolver quejas, y establecer procedimientos disciplinarios o judiciales apropiados para los casos de conducta profesional indebida o de violación de los derechos de los pacientes. Un campo en el que los Directores de los centros de salud mental tienen la obligación de ofrecer a los pacientes todas las facilidades para no violentar el ejercicio de su derecho
. 
Las organizaciones de personas con discapacidad llamadas a validar este informe subrayaron la enorme dificultad que representa el acceso a la justicia por parte de las personas con alguna discapacidad mental o psicosocial, pues ellas muchas veces se ven impedidas de denunciar o litigar por sus derechos, ya que el marco jurídico peruano las trata como personas descalificadas para realizar denuncias, no obstante que muchas de ellas sientan que viven injusticias, abusos y quieran defender sus derechos. Como consecuencia de ello muchas de estas personas están invisibilizadas ante la ley. 

Las personas con discapacidad psicosocial son frecuente llevadas a las comisarias de la policía por encontrarse “mal vestidas” o “no hablar claro”. De hecho, muchos funcionarios de seguridad interpretan que estas personas son delincuentes o drogadictas, y las golpean, sin darles la oportunidad de defenderse.

2.12
Libertad y seguridad (CDPD, artículo 14) 
El artículo 2.24 de la Constitución Política del Perú establece que toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Derecho que es recogido también por el artículo 14 de la Convención que establece el deber de asegurar que las personas con discapacidad disfruten de su derecho a la libertad y a la seguridad personales, así como que no sean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente, en razón de la existencia de una discapacidad. 
Para concretar este propósito, los Estados tienen que adoptar medidas en orden a garantizar este derecho; incluso abolir toda legislación que permita la institucionalización o privación de la libertad de todas las personas con cualquier tipo de discapacidad y la adopción de medidas legislativas y de otra índole que sean necesarias para asegurar que se ofrezca a las personas con discapacidad privadas de su libertad los ajustes razonables necesarios, y se beneficien de las mismas garantías procesales que el resto de las personas para que puedan disfrutar plenamente de los demás derechos humanos.

Aunque la Ley General de la Persona con Discapacidad no contempla expresamente estos derechos, puede decirse que la expresión constitucional “toda persona” las pone a cubierto de toda intención de excluirlos del goce de este. Lo mismo puede decirse de normas como el Código de los Niños y Adolescentes
 que señala que todo niño tiene derecho a la libertad, lo que naturalmente incluye, por extensión, a las y los niños con discapacidad.
2.13
Protección contra la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes (CDPD, artículo 15) 
El artículo 15 de la Convención establece la obligación de proteger a las personas con discapacidad contra la tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. Para ello, los Estados partes de la Convención deben adoptar medidas de protección adoptadas para que las personas con discapacidad, incluidas las que necesitan apoyo para ejercer su capacidad jurídica, no sean sometidas a experimentación médica o científica sin su consentimiento libre e informado; y deben incluir a de las personas con discapacidad en las estrategias y mecanismos nacionales para prevenir la tortura.

La tortura y los tratos crueles, inhumanos o degradantes son recusados como prácticas en la Constitución del Perú, cuyo artículo 2, inciso 24, literal H refiere que toda persona  tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. En consecuencia:

“Nadie debe ser víctima de violencia psíquica o física, ni sometido a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquella imposibilitada  de recurrir por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad”.

Del mismo modo, garantiza el derecho de toda persona a la integridad personal (ver Pto. 2.12 supra), por lo que nadie puede ser sometido a tratos crueles ni torturas o procedimientos inhumanos. 

El Estado peruano ha ratificado además la “Convención contra la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanas o degradantes”
 que establece que se considerara tortura todo acto por el cual se inflija intencionadamente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, de castigarla por un acto que haya cometido, o se sospeche que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras, o por cualquier razón basada en cualquier tipo de discriminación, cuando dichos dolores o sufrimientos sean infringidos por un funcionario público u otra persona en el ejercito de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o aquiescencia
. La misma Convención indica que no se podrán invocar circunstancias excepcionales para hacer validos dichos actos.

A pesar de la importancia que lo anterior tiene para salvaguardar su dignidad, la Ley General de la Persona con Discapacidad no contempla de manera explícita protección alguna sobre estos actos. Por el contrario, como lo demuestran varios de los Informes que la Defensoría del Pueblo ha producido al respecto, la situación que se confronta en este ámbito dista mucho de considerarse acorde con las prescripciones convencionales y constitucionales  antes anotadas. 

Pueden citarse, en este sentido, los Informes Defensoriales N° 63 y 127
, sobre el derecho a la educación de personas con discapacidad; y también los Informes Defensoriales N°102 y 140
, sobre la salud mental y los derechos de las personas con trastornos mentales. Estos informes ilustran la precaria situación de los derechos de las personas con discapacidad que reciben atención en establecimientos educativos y de salud mental en el Perú.

Los informes Nums. 63 y 127, referidos al ámbito de la educación, relacionan directamente los maltratos o tratos degradantes infringidos a los niños con discapacidad como un abuso a su derecho a la vida e integridad. En estos informes se precisa el elevado número de casos de maltratos registrados en los centros educativos especiales durante el año 2000, brindando referencias como las siguientes: 
“Si tomamos sólo los centros educativos que registran algún tipo de maltrato, que son 38, tenemos que en el 53% de ellos se habla con los padres (y en algunos casos denuncian el hecho) y el 45% denuncia además el caso a la DEMUNA o a la Policía”
.

El Informe Nº 127 recuerda la obligación de los centros educativos de  proteger a los estudiantes con discapacidad contra actos de discriminación y violencia, y constata el mismo tiempo que un 15.6% de los maestros entrevistados reportó haber tenido alguno de estos casos; porcentaje similar al que los alumnos entrevistados acusó al respecto (15.7%).
  

En relación con los establecimientos de salud mental, a través de sus Informe Nums. 102 y 140, la Defensoría del Pueblo ha recordado a las autoridades que estos tienen la obligación de ofrecer un trato digno y respetar la integridad de los pacientes atendidos dentro de dichos establecimientos, proveyéndolos de servicios básicos adecuados de agua y luz, además de una buena alimentación, una adecuada limpieza y espacio suficiente para atención de los mismos
. 
Las organizaciones de personas con discapacidad de todo el país convocadas para validar el presente informe, por su parte, fueron enfáticas al indicar la notoria prevalencia de situaciones en las que en el seno de las familias, los centros educativos y entre las autoridades se maltrata a los niños (as) con discapacidad. Destacaron también, como una forma de maltrato, el que no existan medicamentos disponibles para los pacientes que sufren de esquizofrenia, o que haya una gran carencia de especialistas para las PCDs en las regiones (en particular psicólogos, psiquiatras y médicos rehabilitadores). 

Las organizaciones de PCDs han subrayado, también, la frecuente violación de niñas y niños con discapacidad en los centros educativos (especialmente las y los que sufren retardo mental); situaciones en las que usualmente se impone a los infractores  penas leves. Destacaron, asimismo, el maltrato que supone la omisión del registro en la Municipalidad de los niños y niñas con discapacidad. Y denunciaron, igualmente, la esterilización de mujeres con discapacidad sin consulta a las perjudicadas.
2.14
Protección contra la explotación, la violencia y el abuso (CDPD, artículo 16) 
El artículo 16 de la Convención protege a todas las personas con discapacidad, y especialmente a los niños y a las mujeres con discapacidad, de todas las formas de explotación, violencia y abuso, tanto en el seno del hogar como fuera de el. Para garantizar el ejercicio de este derecho los Estados deben adoptar medidas de carácter legislativo, administrativo, social, educativo y de otra índole para proteger a las personas con discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de explotación, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género y con la infancia. 
Las medidas de protección social deben estar dirigidas a apoyar a las personas con discapacidad, incluyendo a sus familias y cuidadores, y a prevenir, reconocer e informar casos de explotación, violencia y abusos, inclusive los aspectos relativos al género y basados en la edad. Todos los servicios y programas destinados a servir a las personas con discapacidad deben ser, además, supervisados efectivamente por autoridades independientes. 

Los Estados tienen la obligación de asegurar que todas las personas con discapacidad que sean víctimas de la violencia tengan acceso a servicios y programas efectivos de recuperación, rehabilitación y reintegración social. Deben adoptar medidas, asimismo, para que todos los servicios y recursos disponibles para prevenir la violencia y apoyar y asistir a las víctimas sean accesibles para las personas con discapacidad. Su legislación y políticas, incluidas la legislación y políticas centradas en la mujer y el niño, deben garantizar que se reconozca, investigue y, cuando proceda, se someta a la justicia todos los casos de explotación, violencia y abuso contra personas con discapacidad.

En cuanto refiere a los parámetros que las autoridades peruanas deben seguir al respecto, la Séptima Política de Estado del Acuerdo Nacional denominada “Erradicación de la Violencia y Fortalecimiento del Civismo y de la Seguridad Ciudadana” recoge el compromiso del Estado peruano de poner especial énfasis en extender los mecanismos legales para combatir prácticas violentas arraigadas en nuestra sociedad, como son el maltrato familiar y la violación contra la integridad física y mental de niños, ancianos y mujeres; así como consolidar políticas orientadas a prevenir, disuadir, sancionar y eliminar aquellas conductas y prácticas sociales que pongan en peligro la tranquilidad, integridad o libertad de las personas.

A su vez, la Décimo Sexta Política de Estado del Acuerdo Nacional denominada “Fortalecimiento de la Familia, Protección y Promoción de la Niñez, la Adolescencia y la Juventud”, establece el compromiso del Estado de promover una comunidad familiar respetuosa de la dignidad y de los derechos de todos sus integrantes y establece que es política de Estado prevenir, sancionar y erradicar las diversas manifestaciones de violencia que se producen en las relaciones familiares.
A través de la Ley Nº 27337 de julio 2000, se aprobó en el Código de los Niños y Adolescentes, el mismo que considera niño a todo ser humano desde su concepción y hasta cumplir los doce años de edad; y adolescentes a los que se ubican en el rango de entre los doce y dieciocho años de edad. Tres de sus 252 artículos contienen referencias explicitas en relación con el tema de la discapacidad y los derechos de los niños con discapacidad: 

“Artículo 14: El niño y el adolescente tienen derecho a la educación. El Estado asegura la gratuidad pública de la enseñanza para quienes tienen limitaciones económicas. Ningún niño o adolescente debe ser discriminado en un centro educativo, por su condición de discapacidad ni por causa del estado civil de sus padres. La niña o la adolescente, embarazada o madre, no debe ser impedida de iniciar o proseguir sus estudios”.

“Artículo 23: Además de los derechos consagrados en la Convención sobre los Derechos del Niño y en este Código, los niños y adolescentes discapacitados gozan y ejercen los derechos inherentes a su propia condición. El Estado, preferentemente a través de los Ministerios comprendidos en el Consejo Nacional de la Persona con Discapacidad, y la sociedad asegurarán la igualdad de oportunidades para acceder a condiciones adecuadas a su situación con material y servicios adaptados, como salud, educación, deporte, cultura y capacitación laboral. Asimismo, se asegura el pleno desarrollo de su personalidad hasta el máximo de sus potencialidades, así como el goce de una vida plena y digna, facilitando su participación activa, igualdad y oportunidades en la comunidad”.

“Artículo 36.- Programas para niños y adolescentes discapacitados.- El niño y el adolescente discapacitados, temporal o definitivamente, tienen derecho a recibir atención asistida y permanente, bajo responsabilidad del Sector Salud. Tienen derecho a una educación especializada y a la capacitación laboral bajo responsabilidad de los Sectores Educación y Trabajo. 

El discapacitado abandonado tiene derecho a una atención asistida permanente bajo responsabilidad del PROMUDEH”. 

No obstante, al referirse a su ámbito de aplicación, el Código precisa que “se aplicará a todos los niños y adolescentes del territorio peruano, sin ninguna distinción por motivo de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política, nacionalidad, origen social, posición económica, etnia, impedimento físico o mental, o cualquier otra condición, sea propia o de sus padres”
, por lo que la totalidad de sus normas les son aplicables a las y los niños y adolescentes con discapacidad.

A pesar de la amplitud del ámbito de protección que ofrece, el Código de los Niños y Adolescentes en vigor no dispone de medidas de protección que garanticen los derechos de importantes colectivos de niños, niñas y adolescentes en situación de vulnerabilidad, como es el caso de los afectados con Infecciones de Transmisión Sexual (ITS), VIH/SIDA o cáncer. Igualmente el Código muestra vacíos en el caso de los programas específicos dirigidos a niños, niñas y adolescentes víctimas de explotación sexual. Lo que afecta, también por extensión, a las garantías de protección que demandan los niños y niñas con discapacidad.  

El Código prevé la existencia de las Defensorías Municipales del Niño y del Adolescente (DEMUNAS), encargadas de promover y proteger los derechos que la legislación reconoce a las niñas, niños y adolescentes, y por extensión a sus familias; velar por el interés superior del niño y el adolescente; intervenir cuando se afecten sus derechos; promover conciliaciones extrajudiciales en materias de alimentos, tenencia y régimen de visitas siempre que no existan procesos judiciales sobre estas materias; conocer de la colocación familiar; fomentar el reconocimiento voluntario de la filiación; coordinar programas de atención en beneficio de los niños y adolescentes que trabajan; brindar orientación multidisciplinaria a la familia para prevenir situaciones críticas, siempre que no exista procesos judiciales previos; denunciar ante las autoridades competentes las faltas y delitos cometidos en agravio de los niños y adolescentes; y brindar apoyo integral en casos de violencia familiar ((legal, psicológico, orientación,  etc.)
. 

El Texto Único Ordenado de la Ley Nº 26260 (Ley de Protección frente a la Violencia Familiar)
, aprobado por Decreto Supremo Nº 006-97-JUS, señala como política permanente del Estado la lucha contra toda forma de violencia familiar y establece como mandato fortalecer en todos los niveles educativos el respeto a la dignidad de la persona y derechos de la mujer, niño, niña, adolescente y de la familia.
El Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009 - 2015
, por su parte, ha sido expedido para garantizar la adopción e implementación de políticas públicas orientadas a enfrentar la violencia hacia las mujeres; garantizar el acceso de las mujeres afectadas por la violencia a servicios públicos de calidad; así como identificar y promover la transformación de los patrones socioculturales que legitiman, toleran y exacerban la violencia hacia las mujeres. El Plan, que está dirigido a la promoción de los derechos de todas las mujeres, incluyendo a las personas con discapacidad, encara situaciones como la violación y el abuso sexual de niñas y mujeres en situación de conflicto; la trata con fines de explotación o venta de niños para que ejerzan la prostitución, su sometimiento a esclavitud sexual u otras formas de explotación sexual, obligarlos a mendigar, a realizar trabajos o servicios forzados, a la servidumbre, la esclavitud o práctica análogas a la esclavitud u otras formas de explotación laboral, así como la extracción o tráfico de órganos o tejidos humanos.
La violencia familiar es, no obstante lo anterior, y como consecuencia de la ausencia de voluntad política para implementar de manera efectiva las normas y planes existentes, un rasgo predominante de la sociedad peruana. Según diversos estudios, existe un subregistro de este fenómeno en la medida en que los casos registrados de violencia familiar representan aproximadamente un 20% de los casos reales. Fundamentalmente, porque muchas mujeres no se atreven a denunciar o acudir a las instancias respectivas cuando son víctimas de violencia. 

Según datos del Ministerio del Interior
, durante el primer semestre del 2009 (enero-junio), el Ministerio del Interior registró 48,602 denuncias por violencia familiar en todo el país, de las cuáles 5156 (10.61%) fueron a varones y 43,446 (89.39%) a mujeres, ignorándose cuántas de estas víctimas de la violencia fueron personas con discapacidad.
El 83.03% (36,077) de denuncias fueron efectuadas por mujeres de 18 a 50 años de edad. El motivo de la agresión en el 52.82% (255,671) de los casos fue por problemas conyugales y/o familiares. En el 64.04 % (31,125) de los casos el agresor se encontraba en estado ecuánime. Asimismo en el 84.44% (41,054) de casos denunciados, el agresor era la pareja o ex pareja de la víctima (esposo/ conviviente/ ex esposo/ ex conviviente). 

Los departamentos que registran mayor cantidad de denuncias por violencia familiar son: Lima 43.08% (20,940 casos), Arequipa 11.87% (5770 casos) y Cusco 6.15% (2991 casos). De otro lado, se recibieron en el mismo periodo 15,090 denuncias por violencia psicológica (31.04%), 27,891 denuncias por violencia física (57.38%) y otros casos 5621 denuncias (11.56%).
Según datos del Instituto de Medicina Legal (IML), durante el año 2009 se presentaron 97,768 lesiones por violencia familiar a nivel nacional. El 79% (77,238) corresponde a mujeres. El porcentaje de mujeres que presentan casos de lesiones por violencia familiar según rango de edad  son: entre 0 a 5 años el 1.57%, entre 6 a 17 años el 7.65%, entre 18 a 40 años el 70.91% y entre 41-más años 19.87%
. 

Un año antes, durante el 2008, el mismo IML realizó 34,994 exámenes de integridad sexual. El 78.75% (27,559) fueron hechos a mujeres. Reportó, además, un promedio de 75 mujeres atendidas diariamente por casos de violencia sexual. El mismo año el Ministerio del Interior atendió 7,560 denuncias de violación sexual de las cuales 6,932 (91.7%) correspondió a víctimas mujeres. Del total de denuncias recibidas en la Policía Nacional del Perú ese año por delito de violencia sexual, un 44% correspondió a jóvenes entre los 14 y 17 años de edad.  El Ministerio de Salud, por su parte, reportó 116,032 casos de embarazo adolescente en el 2007 y 123, 077 durante el 2008. 14% de las mujeres atendidas en establecimientos de salud por complicaciones de aborto tenían menos de 20 años. Lima (con 3,646 casos), Arequipa (con 521 casos), Loreto y Lambayeque (con 381 casos) son las regiones del Perú donde se registra la mayor cantidad de denuncias por violencia sexual a mujeres
.

2.15
Protección de la integridad personal (CDPD, artículo 17) 
El artículo 17 de la Convención establece el derecho de toda persona con discapacidad a que se respete su integridad física y mental. Para asegurar este derecho los Estados deben adoptar medidas para proteger a las personas con discapacidad de tratamientos médicos (o de otra índole) administrados sin el consentimiento pleno e informado de la persona discapacitada; proteger a las niñas y mujeres de la esterilización o aborto forzados; garantizar la existencia, composición y funcionamiento de organizaciones de exámenes independientes que se encarguen de garantizar el cumplimiento de este derecho, a través de diversos programas y medidas.

Las disposiciones señaladas en los artículos 14 al 18 de la Convención, leídas de manera articulada, se relacionan de manera especial con el trato a las personas con discapacidad psicosocial e intelectual. Por ello, constituye un gran reto para el Perú el reconocimiento y ejercicio pleno de sus derechos civiles. 

A este respecto, la Defensoría del Pueblo realizó una supervisión el año 2004, orientada a determinar la situación de las personas con discapacidad psicosocial, internadas en los establecimientos de salud mental
. Mediante ella se constato que los servicios de salud mental en nuestro país responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizado. Modelo que restringe la atención de los problemas psíquicos de un modo aislado del entorno socio ambiental. Se trata de un modelo médico, no social; y, en esa medida, constituye un modelo contrario al enfoque de derechos de las personas con discapacidad psicosocial puesto que se trata de un modelo que pretende rehabilitar aislando a las personas de su propio entorno familiar y comunal. No existiendo en la actualidad voluntad política para disponer recursos alternativos extra hospitalarios insertos en la comunidad, que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria.

Al respecto, la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo de mayo a diciembre de 2004, aplicada en seis establecimientos del Ministerio de Salud (MINSA) y dos de ESSALUD, le permitió constatar la existencia de los siguientes problemas:

a) La ausencia del consentimiento de los/las pacientes para su internamiento y la inexistencia de formatos de hospitalización. Algunos ni siquiera cuentan con formatos de hospitalización que puedan ser utilizados por los familiares. 

b) La falta de verificación sobre la existencia de un/a curador/a al momento del internamiento

c) La carencia de un órgano de revisión de las órdenes de internamiento

En relación al derecho a un trato digno, el informe observó que las instalaciones de tres de los seis establecimientos del MINSA supervisados (Hospital Hipólito Unanue, Hospital Víctor Larco Herrera y CREMI) eran bastante deficientes y se encontraron  en mal estado.

De otro lado, la Defensoría del Pueblo detectó un considerable número de pacientes institucionalizados/as en situación de “N.N.” o que carecía de documento nacional de identidad; y que la evaluación médica de los pacientes se realizaba de manera irregular. En cuanto al personal que quedaba a cargo de los servicios después de las dos de la tarde (turnos de tarde y noche), por lo general, éste resultaba insuficiente. En el momento de la supervisión de la Defensoría del Pueblo, sólo el Instituto Honorio Delgado–Hideyo Noguchi, el Hospital Valdizán, el Hospital Rebagliati y el servicio de pacientes agudos del Hospital Larco Herrera, contaban con un número de auxiliares de enfermería que permitía cubrir las necesidades del servicio.

En general, los protocolos de atención prevén únicamente la necesidad de solicitar el consentimiento informado de los/las familiares de los/las pacientes, que no se cumplen; y pocas veces se considera el derecho de los/las pacientes a recibir información y a dar su propio consentimiento. Tampoco se alude a la necesidad de respetar su privacidad y admitir los pedidos que pudieran formular para someter las decisiones médicas a una segunda opinión, entre otros derechos. 
Ninguno de los hospitales que emplea la terapia electro convulsiva (ECT) la practica con anestesiólogos y relajantes musculares, salvo en casos excepcionales, sobre todo, cuando se trata de ancianos o personas con riesgo de fracturas y/o de hemorragia endocraneana. De los seis establecimientos donde se practica la ECT, únicamente el Instituto Honorio Delgado–Hideyo Noguchi y el Hospital Valdizán poseen equipos modernos, abastecidos con mecanismos que permiten controlar la intensidad y el tiempo de las descargas de corriente alterna, y controlar sus efectos electroencefalográficos. Los demás hospitales practican dicha terapia con equipos antiguos, de más 20 años, e incluso con equipos “artesanales”, los que ofrecen mayores probabilidades de fallas en el procedimiento y de efectos adversos en los/las pacientes.

Con relación al respeto  al derecho a la privacidad, la Defensoría del Pueblo tomó conocimiento que en el Hospital Honorio Delgado el personal de enfermería permanece presente durante las visitas de los/las familiares. Ello, según explicó el personal de salud, tiene por objeto tomar conocimiento del tipo de relación que existe entre los/las pacientes y sus familiares. Según se señaló, luego de la visita se explica a los/las familiares cómo deben hacer para relacionarse con los/las pacientes; y se les informa sobre los motivos por los cuales éstos/as adoptan determinadas conductas.

Respecto a la posibilidad que tienen los/las pacientes de mantener comunicaciones privadas mediante los servicios de correspondencia, la Defensoría del Pueblo pudo constatar que en ninguno de los hospitales supervisados los/las pacientes pueden enviar cartas.

Mental Disability Rights International (MDRI) y la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) realizaron una investigación entre  octubre del 2002 y febrero del 2003 sobre la situación de la salud mental en el Perú
, encontrando varias violaciones graves a los derechos humanos de las personas con discapacidad mental; entre ellas, trato inhumano y degradante al interior de las instituciones; discriminación en la provisión de los servicios sociales y de salud; incumplimiento del consentimiento informado; y violaciones al derecho a la integración comunitaria, entre otras. 

La investigación mencionada señala que las familias pueden jugar un rol importante en lograr la integración comunitaria, sin embargo, sin los servicios y el apoyo apropiados, las familias serán incapaces de facilitar la integración comunitaria real de sus familiares con discapacidad. 

En su “Informe Adición, Misión al Perú” (E/CN.4/2005/51/Add.3)
 presentado por el Sr. Paul Hunt, Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, acuso, en referencia a la Salud Mental en nuestro país, la existencia de importantes disparidades entre los objetivos oficiales y las obligaciones nacionales e internacionales de nuestro país en materia de derechos humanos, por un lado, y la realidad de los servicios sanitarios que se prestan a las personas con discapacidad sicosocial, por otro. Observó, asimismo, que la prestación de servicios de salud mental está muy centralizada, de modo que es inaccesible para una gran parte de la población, proporcionada mayoritariamente en grandes instituciones psiquiátricas, lo que deniega a las personas con discapacidad sicosocial los derechos a ser tratados y atendidos en comunidad en la que viven, así como de vivir y trabajar en ella, en la medida de lo posible.
El Relator Especial también mostró preocupación por la vulnerabilidad de los usuarios de los servicios psiquiátricos; en particular, los que están internados en grandes hospitales psiquiátricos, que sufren la violación de varios de sus derechos humanos al ser atendidos en ellos. Al visitar el Hospital Víctor Larco Herrera y presenció algunos de estos problemas; asimismo, obtuvo información sobre prácticas y condiciones en otras instituciones que, al parecer, están reñidas con el derecho a la salud y otros derechos humanos.
Una situación especialmente grave en este campo se ha presentado al promulgarse la Ley Nro. 29737 que, a través de una modificación a la Ley General de Salud introducida por su artículo 1
, permite el internamiento involuntario de personas con trastornos mentales, sin fijar los supuestos en que esto se podría dar, delegando tales precisiones a lo que diga un reglamento que aun no ha sido aprobado.  Dicha disposición contraviene frontalmente lo establecido por la Convención de los Derechos de las Personas con Discapacidad en sus artículos 12 y 17 referidos al derecho de las personas con discapacidad a la igualdad ante la ley y a que se respete su integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas, respectivamente. 
2.16
Libertad de desplazamiento y nacionalidad CDPD, artículo 18) 
El inciso 1) del artículo 2 de la Constitución peruana reconoce el derecho de toda persona a su identidad. El inciso 11 del mismo artículo, el derecho “a elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o por aplicación de la ley de extranjería”; y el 21, el derecho a la nacionalidad, agregando que “Nadie puede ser despojado de ella. Tampoco puede ser privado del derecho de obtener o de renovar su pasaporte dentro o fuera del territorio de la República”.

El artículo 18 de la Convención de los Derechos de la Persona con Discapacidad, por su parte, reconoce el derecho de las personas con discapacidad a la libertad de circulación y de elección del lugar de residencia, así como a una nacionalidad. Para garantizar este derecho los Estados deben adoptar medidas legislativas o administrativas para asegurar el derecho de las personas con discapacidad a adquirir una nacionalidad y a no ser privadas de ella, así como su derecho a entrar o salir del país según su propio deseo; asegurar que todos los niños y las niñas con discapacidad recién nacidos sean inscritos inmediatamente después de su nacimiento y se les dé un nombre y una nacionalidad.

El Estado peruano, mediante el Registro Nacional de Identificación y Registro Civil (RENIEC), dispuso la emisión gratuita del Documento Nacional de Identidad (DNI), así como de todos los procedimientos registrales previstos en el Texto Único de la Ley del Procedimiento Administrativo General (Ley Nº 27444), relacionados con la emisión del DNI, que invoquen las personas con discapacidad, en virtud de la Resolución Jefatural N° 599-2004-JEF/RENIEC publicada en el diario oficial el 02 de octubre del 2004, precisada luego por la Resolución Jefatural Nº 183-2006-JEF/RENIEC publicada en el mismo diario el 29 de marzo 2006. 

Para tal fin, las personas con discapacidad deben acreditar su condición a través del certificado de discapacidad, copia certificada de la Resolución de Inscripción en el CONADIS, constancia emitida por el Colegio de Educación Especial o Constancia Médica de Discapacidad. 
Los registros civiles no tienen ninguna restricción en inscribir, darle un nombre y nacionalidad a todos los recién nacidos, incluidos los recién nacidos portadores de alguna limitación o discapacidad. No obstante, en la medida en que estos registros carecen de un ítem en el que se pueda poner el tipo de discapacidad que afecta al niño inscrito, no es posible obtener datos agregados sobre la prevalencia de discapacidades en nuestra sociedad. Además, cabe hacer notar que a las personas con discapacidad intelectual se les excluye del padrón electoral.
En materia de migraciones, las personas con discapacidad no tienen formalmente ninguna restricción para trasladarse de un lugar a otro, siempre que tenga todos sus documentos en regla. Del mismo modo, tampoco existe ningún tipo de restricción para que puedan adquirir la nacionalidad peruana; ni impedimentos para  salir o entrar del país. 

Empero, las principales limitaciones a la libertad de circulación que sufren las personas con discapacidad provienen de las abundantes barreras existentes en materia de accesibilidad en los ámbitos urbanístico, arquitectónico y de transporte. Y tal como se ha sido señalado  anteriormente, todavía son muchas las personas con discapacidad del país que carecen de la posibilidad de circular libremente por las calles, o de ingresar a oficinas públicas, privadas, instituciones culturales y religiosas.   
El desplazamiento de las PCDs en medios de transporte interprovincial y local es extremadamente complejo dado que se carece de vehículos adaptados o simplemente los transportistas urbanos no recogen PCDs; las rampas, cuando existen, no son adecuadas y pocas; y son extraordinariamente escasos los semáforos sensoriales. Las PCDs y sus familias se ven usualmente obligados, además, a desplazarse de su tierra para acceder a servicios públicos esenciales.

Cabe señalar, asimismo, que la Ley de Extranjería (Decreto Legislativo N° 703) y el Reglamento de la Ley de Nacionalidad (Decreto Supremo N° 004-97-IN) imponen requisitos discriminatorios que afectan a las personas con discapacidad. Así por ejemplo, el artículo 28 del Decreto Legislativo N° 703 establece que “Los extranjeros que padezcan alienación mental, parálisis, ceguera, sordomudez, que no puedan valerse por sí mismos podrán ingresar al país si son acompañados o recibidos por personas que se responsabilicen por ellos (…)
. Y el articulo 20.d del Reglamento de la Ley de Nacionalidad, por su parte, dispone que para adquirir la nacionalidad peruana por matrimonio, ejerciendo el derecho de opción, se requiere, entre otros requisitos, “[…] No tener enfermedades infectocontagiosas, y estar en pleno uso de sus facultades mentales”
.
2.17
Derecho a vivir en forma independiente y a ser incluido en la comunidad (CDPD, artículo 19) 
El artículo 19 de la Convención reconoce el derecho de las personas con discapacidad a vivir en forma independiente y a participar en la comunidad. Para garantizar este derecho los Estados deben promover la existencia de sistemas de vida independiente, incluida la posibilidad de disponer de asistentes personales, en el caso de quienes los requieran; la existencia de servicios de apoyo domiciliarios que permitan a las personas con discapacidad poder vivir en su comunidad; la existencia y diversidad de opciones en materia de servicios residenciales que permitan diversas fórmulas de vida, incluyendo viviendas compartidas y protegidas que tengan en cuenta el tipo de discapacidad; y la promoción de la máxima accesibilidad de las personas con discapacidad a los servicios e instalaciones comunitarias de que dispone la población en general.

No obstante, debido a sus condiciones socioeconómicas, la mayor parte de las personas con discapacidad en el Perú no acceden a los servicios básicos que necesitan en igualdad de condiciones que las demás personas sin discapacidad, lo que aumenta la precariedad de su nivel de vida. 
Un ejemplo de lo anterior fue puesto en evidencia en la información contenida en el “Reporte Estadístico de la Discapacidad en el Perú 1999-2000”, MINSA, abril del año 2003
 que puso en evidencia cómo los servicios existentes en materia de atención a la salud de las personas con discapacidad son manifiestamente insuficientes, lo que redunda en la exclusión de estos en el acceso a tales servicios. Servicios que, además, son de carácter institucionalizado, y tienen un enfoque individual y médico, en contraposición a la moderna manera del enfoque social y de promoción de su inclusión social. El carácter limitado de este tipo de atención puede advertirse en el registro de 951 personas con discapacidad mental institucionalizadas que la Defensoría del Pueblo consigno en su Informe Defensorial 140 sobre Salud Mental
. 
Infortunadamente pues, no se diseñan ni implementan masivamente en el Sector Salud programas comunitarios para la atención personalizada y domiciliaria que permitan a las personas con discapacidad incluirse en sus propias comunidades. Como consecuencia de ello se invisibiliza a estas personas dentro de sus propias comunidades, y no se fomenta su participación en el desarrollo concertado del desarrollo local. 
Como se sabe, la rehabilitación basada en la comunidad es una estrategia de desarrollo comunitario dirigida a la rehabilitación, el fomento de la igualdad de oportunidades y la integración social de todas las personas con discapacidad. Y ella viene aplicándose en nuestro país, gracias al esfuerzo conjunto de las propias personas con discapacidad, de sus familias, organizaciones y comunidades, así como – cuando ello ocurre - de los pertinentes servicios gubernamentales y no gubernamentales que desarrollan su labor en los ámbitos de la salud, la educación, el trabajo social, etc.
Esta estrategia comunitaria, sin embargo, bien podría ser una de las alternativas a aplicar a fin de dar cumplimiento a la Convención en la medida en que sus objetivos son los de asegurar que las personas con discapacidad puedan desarrollar al máximo sus capacidades físicas y mentales, tener acceso a los servicios y a las oportunidades ordinarios, y ser colaboradores activos dentro de la comunidad y de la sociedad en general. Permitiría, además, impulsar a las comunidades a promover y proteger los derechos de las personas con discapacidad mediante transformaciones en ella misma a través, por ejemplo, de la eliminación de barreras para la participación.

Aunque en el seno del Estado, especialmente a través del Instituto Nacional de Rehabilitación del Ministerio de Salud y también de ESSALUD, se llevan a cabo algunos programas de rehabilitación basada en la comunidad que significan un servicio para las personas con discapacidad, estos no se desarrollan necesariamente de acuerdo con las características que son propias del modelo de rehabilitación basada en la comunidad, las mismas que incluyen la capacitación y transferencia de capacidades a promotores propios de la comunidad; el empoderamiento y participación de las propias personas con discapacidad y de sus familiares en la conducción y evaluación de las actividades, etc.
Las organizaciones de personas con discapacidad han sido enfáticas en señalar que no se garantiza en general el derecho de las PCDs a tener vida independiente: por ejemplo, muchas instituciones públicas y no pocas privadas carecen de rampas y otros medios de acceso; las PCDs casi no acceden al mercado de trabajo y, como consecuencia de ello, tampoco pueden acceder con base a sus ingresos a una vivienda por no cumplir con los requisitos que usualmente se requieren para ello. Los servicios de salud domiciliaria se otorgan sólo a asegurados, lo que excluye a muchas personas con discapacidad que no han podido acceder al seguro.
Entre las razones para sostener esto, se ha referido que en los casos en que puede hablarse de una cierta independencia, esta es sólo parcial porque depende de la discapacidad y el recurso económico disponible por el interesado. Además, en muchos casos la mayoría de PCDs depende del apoyo de los familiares cercanos; los que, usualmente, carecen de recursos económicos suficientes para contratar un asistente para ellas. Y en el caso de las PCDs que consumen medicamentos, muchas veces estos son comprados por sus familiares, de modo que por esta vía se refuerza una condición concreta de dependencia económica.

2.18 Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información (CDPD, artículo 21) 
Los numerales 4 y 5 del artículo 2 de la Constitución del Perú amparan las libertades de información, opinión, expresión y difusión del pensamiento, así como el derecho de toda persona, incluyendo las personas con discapacidad, a solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido
.  

Por su parte, el artículo 21 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reconoce el derecho a las personas con discapacidad a la libertad de expresión y opinión, incluida la libertad de recabar, recibir y facilitar información e ideas mediante cualquier forma de comunicación que elijan. Para asegurar este derecho, los Estados partes deben adoptar medidas legislativas y de otra índole para asegurar que la información dirigida al público en general sea accesible a las personas con discapacidad de manera oportuna y sin un costo adicional, así como para que, en todas las interacciones oficiales y para acceder a la información, las personas con discapacidad puedan utilizar su medio preferido de comunicación, por ejemplo, el lenguaje de signos, el Braille, formas aumentativas y alternativas de comunicación y otros formatos accesibles. 
Los Estados deben asegurar que las entidades privadas y los medios de difusión proporcionen información y servicios en formatos accesibles para las personas con discapacidad evitando que el sector privado bloquee o restrinja el acceso a la información en formatos alternativos; así como que el grado de accesibilidad de los medios de difusión y los sitios web públicos que cumplan las normas de la Web Accessibility Initiative (WAI) (Incitativa sobre accesibilidad de la Web). Deben, asimismo, adoptar medidas legislativas y de otra índole en relación con el reconocimiento oficial del(los) lenguaje(s) de signos.

El Estado peruano ha dado algunos pasos importantes en esta dirección. Por ejemplo, mediante la aprobación de la Ley Nº 274715 del 5 de junio de 2001, Ley de uso de Medios Visuales Adicionales en Programas de Televisión y de Servicio Público por Cable para personas con Discapacidad por Deficiencia Auditiva, por medio de la cual se dispuso que los programas informativos educativos y culturales de producción nacional, transmitidos por el Instituto de Radio y Televisión del Perú (IRTP), incorporaran medios de comunicación visual adicional en los que se utilice lenguaje de señas o manual y textos, para la comunicación y lectura de personas con discapacidad por deficiencia auditiva. Dispuso, asimismo, que los programas informativos, educativos y culturales de producción nacional, transmitidos mediante radiodifusión por televisión y de servicio público por cable, incorporen optativa y progresivamente el uso de medios visuales adicionales.

Por medio de la Ley Nº 28530 (Ley de Promoción de Acceso a Internet para PCDs y de adecuación del espacio físico en cabinas públicas de Internet), del 24 de mayo del 2005, se declaró de interés social la promoción del acceso al uso de internet y de las
tecnologías de la información a las personas con discapacidad y la progresiva eliminación de las barreras físicas y tecnológicas que impidan su integración a la Sociedad de la Información y su reinserción al mercado laboral
, quedando la Asamblea Nacional de Rectores (ANR), el Consejo Nacional para la Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS) y los Gobiernos Locales, de manera coordinada, encargados de adoptar las políticas necesarias para promover, fomentar, capacitar y educar a la población con discapacidad en materias y actividades relacionadas con el acceso y uso de internet
.

Dicha norma dispuso que las entidades públicas y las universidades incorporaran en sus páginas web o portales de internet opciones de acceso para que las personas con discapacidad visual puedan acceder a la información que contienen; y que las personas naturales o jurídicas privadas que presten servicios de información al consumidor y otros servicios a través de páginas web o portales de internet incorporen en los mismos opciones de acceso para personas con discapacidad visual
.
El Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento queó encargado de adecuar las normas técnicas NTE U.190 “Adecuación urbanística para personas con discapacidad” y NTE A.060 “Adecuación arquitectónica para personas con discapacidad”
, a lo que disponían los artículos 43
 y 44
 de la Ley Nº 27050, Ley General de la Persona con Discapacidad, incorporando las medidas de adecuación progresiva del espacio físico que deben cumplir todos los proveedores de servicio de acceso a internet, sean personas naturales o jurídicas, para el acceso de personas con discapacidad. Adecuación que se estableció seria progresiva y proporcional en función a las posibilidades económicas de los proveedores. 
Los artículos 5 y 6 de la norma acotada, dispusieron igualmente que el Instituto Nacional de Investigación y Capacitación de Telecomunicaciones - INICTEL, en coordinación con el CONADIS y otras entidades públicas o privadas, se encargará de capacitar a personas con discapacidad, así como a las personas encargadas de administrar cabinas públicas de servicio de acceso a internet en el uso de programas o software especiales; y, asimismo, que el Ministerio de Educación, en coordinación con CONADIS, con el objeto de lograr el acceso universal de los estudiantes con discapacidad de los diferentes niveles de educación, promueva la celebración de convenios institucionales con entidades públicas o privadas, a fin de incentivar el desarrollo de políticas favorables que faciliten su acceso universal a internet.
A través la Resolución Ministerial Nº 126-2009-PCM de la Presidencia del Consejo de Ministros se aprobaron un conjunto de lineamientos para la accesibilidad de las PCDs a las páginas web y aplicaciones para telefonía móvil para las instituciones públicas del Sistema Nacional de Informática. 

El 21 de mayo del 2010 se introdujo en la normatividad peruana la Ley Nº 29535, mediante la cual se dio reconocimiento oficial y regular a la lengua de señas peruanas para las personas con discapacidad auditiva. Iniciativa legislativa que facilitará el aprendizaje del lenguaje de señas y la promoción de la identidad lingüística de las personas sordas
. 

Mediante la Ley N° 29524, del 9 de mayo del 2010, se reconoció a la sordoceguera como una discapacidad única y regular y establecieron disposiciones para su atención en todo el territorio nacional. Cabe anotar que con la aprobación de la referida ley, las empresas que contraten personas sordociegas se encontraran inmersas en los beneficios contenidos en el Decreto Supremo Nº 001-2003-TR, (Creación de Registros de Empresas Promocionales para Personas con discapacidad) y en la Ley General de la Persona con Discapacidad y su reglamento el Decreto Supremo Nº 003-2000-PROMUDEH. 
No obstante estos esfuerzos, el Estado vienen fallando en su obligación de promover una extensión de estos avances en las entidades privadas que están sometidas a su jurisdicción; tal como ocurre, por ejemplo, en los aeropuertos, donde no existen medios alternativos de comunicación que permitan a las PCDs acceder a la información que les permita utilizar adecuadamente los servicios aeroportuarios o viajar solas. 

Las organizaciones de personas con discapacidad refieren que la información pública no es difundida en lenguajes alternativos; que la Ley Nro. 29535 no se implementa y que las solicitudes de información por parte de las PCDs a las instituciones públicas no son atendidas.
2.19 Respeto a la privacidad (CDPD, artículo 22) 
El numeral 7 del artículo 2 de la Constitución peruana reconoce el derecho de toda persona al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar así como a la voz y a la imagen propias. La Convención, por su parte, reconoce en su artículo 22 el derecho de todas las personas con discapacidad a la protección de su vida privada, honor y reputación. Con arreglo a esta disposición, los Estados deben adoptar medidas para proteger la confidencialidad de la información personal, médica y relacionada con la rehabilitación de las personas con discapacidad, así como para que las personas con discapacidad no sean ocultadas so pretexto de estar defendiendo su privacidad. No obstante este derecho confronta múltiples limitaciones como da cuenta de ello, por ejemplo, la amplia información contenida en el Informe Defensorial 140 sobre Salud Mental elaborado por la Defensoría del Pueblo
.

2.20 Respeto del hogar y la familia (CDPD, artículo 23) 
El artículo 23 de la Convención reconoce el derecho de las personas con discapacidad a casarse y fundar una familia, a decidir libremente el número de hijos que quieren tener y a mantener su fertilidad en igualdad de condiciones con las demás. Para garantizar este derecho, los Estados deben adoptar medidas para asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer su derecho a casarse y a fundar una familia sobre la base del consentimiento libre y pleno; para que las personas con discapacidad tengan acceso a la planificación familiar, la reproducción asistida y a programas de adopción o de acogida de niños en guarda; para que los padres con discapacidad que lo requieran dispongan de la asistencia apropiada para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de los hijos, asegurando así la relación padre-hijo; para asegurar que ningún niño sea separado de sus padres en razón de una discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos; para apoyar a los padres y madres, y a las familias de niños y niñas con discapacidad, a fin de evitar el ocultamiento, el abandono, el descuido o la segregación del niño o la niña con discapacidad; para evitar la institucionalización de los niños y niñas con discapacidad cuyos padres no puedan cuidarlos y para asegurar que se les proporcione atención alternativa dentro de la familia extensa o, de no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar; y para evitar la esterilización forzada de personas con discapacidad, especialmente de mujeres y niñas. 

La Constitución peruana señala en su artículo 4 que “La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la sociedad”. No obstante, son muchas las personas con discapacidad que encaran severas dificultades para hacer efectivo un derecho tan básico como es el de conformar una familia.

El Código Civil peruano en vigor, por ejemplo, limita el ejercicio de los derechos civiles de las PCDs cuando señala que son absolutamente incapaces (art.43)
 o relativamente incapaces (art. 44)
, los que se encuentren privados de discernimiento: los sordomudos, ciegosordos y ciegomudos que no puedan expresar su voluntad en el primer caso, o los retardados mentales y los que adolecen de deterioro mental, en el segundo caso. Tipificación que, por vía de interpretaciones legales restrictivas, acarrea, por ejemplo, la negativa del derecho de estas personas a formalizar un matrimonio. Con referencia a ello, debería tenerse en cuenta, no obstante, que dichas personas tienen otras formas de manifestar su voluntad. Por ejemplo a través del braille (los ciegos) o mediante el lenguaje de señas (los sordomudos). 
De igual forma, al referirse a los Impedimentos Absolutos que constriñen la posibilidad de consumar la unión del vinculo matrimonial, el artículo 241 del Código Civil dispone que “No pueden contraer matrimonio: […] 3. Los que padecieren crónicamente de enfermedad mental, aunque tengan intervalos lúcidos y 4. Los sordomudos, los ciegosordos y los ciegomudos que no supieren expresar su voluntad de manera indubitable”.

La Defensoría del Pueblo ha documentado, por su parte, casos de esterilización y separación de hijos de madres con trastornos mentales en su Informe Defensorial 102
.

El Estado peruano no ha previsto medios en el Perú para que las personas con discapacidad tengan acceso a la planificación familiar, la reproducción asistida y/o a programas de adopción o de acogida de niños en guarda. Tampoco existen medidas para que los padres con discapacidad que lo requieran puedan disponer de una asistencia apropiada para el desempeño de sus responsabilidades en la crianza de sus hijos, asegurando así la relación padre-hijo; ni medidas para asegurar que ningún niño sea separado de sus padres en razón de una discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos, entre otras. 

Los representantes de las organizaciones de personas con discapacidad consultados sobre este aspecto pusieron de relieve que el respeto del hogar y la familia de las personas con discapacidad es relativo en la medida en que, aunque cuentan con autonomía formal para formar una familia, esta capacidad se ve limitada de hecho en la medida en que es insuficiente la asesoría de que disponen para su planificación y el cuidado/crianza de sus hijos, así como por la casi inexistentes medidas de protección contra la separación padre-hijo.

2.21 
Derecho a la salud (CDPD, artículo 25) 
El artículo 25 de la Convención sobre los Derechos de la Persona con Discapacidad reconoce que estas tienen derecho a gozar del más alto nivel posible de salud y dispone que se asegurará el acceso de las personas con discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida la rehabilitación relacionada con la salud, en su comunidad y en forma gratuita. Para hacer efectivo este derecho, los Estados tienen el deber de adoptar medidas legislativas y de otra índole que protegen a las personas con discapacidad contra la discriminación, asegurando que accedan en condiciones de igualdad a servicios de salud de calidad, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva. Deben adoptar medidas para que las personas con discapacidad tengan acceso a la rehabilitación relacionada con la salud en su comunidad, libremente y en forma gratuita; y contar con servicios de salud y programas de detección temprana e intervención, según el caso, que contribuyan a evitar y reducir al máximo la aparición de nuevas discapacidades, prestando atención a los niños, las mujeres y los ancianos, especialmente en zonas rurales.

Están obligados, asimismo, a adoptar medidas legislativas y de otra índole velando porque las campañas de salud pública sean accesibles a las personas con discapacidad; a informar a los médicos y otros profesionales de la salud sobre los derechos de las personas con discapacidad, inclusive en las zonas rurales; asegurar el consentimiento libre e informado de las personas con discapacidad durante la administración de cualquier tratamiento; asegurar protección a las personas con discapacidad contra la discriminación en el acceso al seguro médico y otros tipos de seguro, cuando estos sean obligatorios por ley; garantizar que los servicios sanitarios no sólo existan sino que sean plenamente accesibles; y mejorar la sensibilización y la información en diversos formatos accesibles, incluido el Braille, respecto de la prevención del VIH/SIDA y la malaria.

El artículo 7º de la Constitución Política del Perú establece que “todos tienen derecho a la protección de su salud, del medio familiar y la comunidad, así como el deber de contribuir a su promoción y defensa”, y agrega que “La persona incapacitada para velar por sí misma a causa de una deficiencia física o mental tiene derecho al respeto de su dignidad y a un régimen legal de protección, atención, readaptación y seguridad”. Por su parte, los artículos 9 y 11 indican que el Estado determina la política nacional de salud y garantiza el libre acceso a las prestaciones de salud. 
De acuerdo con lo señalado en el artículo VII del Título Preliminar de la Ley Nº 26842, Ley General de Salud, el Estado tiene el deber de promover el aseguramiento universal y progresivo de la población, incluyendo la población con discapacidad, para la protección de las contingencias que pueden afectar su salud y garantiza la libre elección de sistemas previsionales, sin perjuicio de un sistema obligatoriamente impuesto por el Estado para que nadie quede desprotegido.

El estudio de dotación de profesionales de salud hecho por el Ministerio de Salud (MINSA) el año 2007 mostró que existía una brecha en este ámbito que oscilaba entre los 8,446 y los 15,363 médicos según los estándares clásicos.
 Asimismo, mostró que persiste un centralismo duro en la distribución de profesionales de salud, concentrándose la mayor parte de éstos en Lima y en la costa urbana del país, dejando desguarnecida la salud de la población del resto del país. 

En el caso de los médicos, Lima tenía hasta hace poco una tasa de médicos por 10,000 habitantes 5.4 veces mayor que Huancavelica (17.7 versus 3.3), y casi el doble que el promedio nacional, que era 11,5. Además de Lima, sólo Arequipa, Tacna e Ica alcanzaban o superaban la tasa de 10 médicos por 10,000 habitantes. 

Del total de médicos existentes en el Perú, Lima concentra el 53.19 % de estos. En lo que concierne a enfermeras, ocho departamentos tienen una tasa por 10,000 habitantes superior al promedio nacional, evidenciándose una mayor concentración de éstas en la costa urbana, aunque con presencia importante en algunos departamentos de mayor pobreza. Del total de enfermeras existentes en el país, el 40.23% se encuentra en Lima.
En el caso de la medicina de rehabilitación, la situación es peor, porque son pocos los profesionales especializados en rehabilitación y en las especialidades afines a las discapacidades, y su distribución es más centralizada aún. Del total de 243 neurólogos registrados en el Colegio Médico, 160 se ubican en Lima; de los 468 psiquiatras, 381 están en Lima; de los 223 especialistas en medicina física y rehabilitación, 150 están en Lima. Hay 8 regiones del Colegio Médico sin médicos especializados en medicina física y rehabilitación y en neurología, 7 regiones sin psiquiatras y 19 sin geriatras.

El siguiente cuadro es ilustrativo de las condiciones de atención en salud para las personas con discapacidad en el Perú:
MINISTERIO DE SALUD

INVERSION DEL MINSA EN LA REHABILITACION – 2010
	MINISTERIO DE SALUD
	2010
	%

	TOTAL Presupuesto MINSA
	3,672,534,167
	100

	INSTITUTO NACIONAL DE REHABILITACIÓN
	76,776,906
	2.1

	INSTITUTO DE SALUD MENTAL 
	26,092,882
	0.71

	HOSPITAL DE SALUD MENTAL LARCO HERRERA
	39,001,416
	1.06


Fuente: Cuadro elaborado en base al Portal de Transparencia Económica del Ministerio de Economía y Finanzas

Sólo el 5% de las personas con discapacidad recibe atención especializada. El Ministerio de Salud la brinda a través del Instituto Nacional de Rehabilitación (INR), ubicado en El Callao, y el Seguro Social en Salud (ESSALUD) a través de los Centros de Rehabilitación Profesional; según los cuadros de atención del INR y ESSALUD.
Lo más grave es que la rehabilitación – de por si hoy escaza - podría reducirse a cero, como consecuencia de dos normas emitidas por los mencionados Ministerio de Salud y ESSALUD. Se trata de la Resolución Ministerial 616-2003-SA/DM
, que omitió consignar como órgano de línea a la medicina de rehabilitación dentro de la estructura orgánica de los establecimientos de salud; y de la Resolución de Presidencia Ejecutiva Nº 258-PE-ESSALUD-2003
, que suprimió la Subgerencia de Rehabilitación Profesional del Reglamento de Organización y Funciones de la División de Prestaciones de ESSALUD. 
Se suma a lo anterior el hecho de que tampoco se desarrollan en el país programas preventivos. Por ejemplo, en una entrevista llevada a cabo en la Comisión de Estudios sobre Discapacidad del Congreso de la República, el Presidente Ejecutivo de ESSALUD, indico que “(…) Actualmente tenemos identificados 25 mil empresas, obligadas a pagar el Seguro Complementario de Trabajo a Riesgo (…) que es un seguro que lo puede dar ESSALUD y (…) las Empresas Prestadoras de Salud (EPS). En conjunto, entre ESSALUD y EPS, solamente pagan 6 mil empresas y habiendo 25 mil inscritos, significa que hay 19 mil que no pagan; y eso es simplemente el incumplimiento de una obligación legal (…). Se trata de empresas constructoras (…) sobre todo constructoras del sector electricidad donde hay alta probabilidad de accidentes, eso principalmente.” 

Existe una notoria insuficiencia en materia de infraestructura y equipamiento en los servicios de rehabilitación. La red nacional de servicios de rehabilitación comprende apenas a 75 establecimientos con servicios especializados, de los cuales 38 corresponden al MINSA, 26 pertenecen a ESSALUD y 7 a las dependencias de sanidad de las Fuerzas Armadas y policiales. 

Como se puede observar en el siguiente cuadro, la mayor carencia de estos servicios se concentra en los hospitales del Sector Salud y ESSALUD. De 485 hospitales existentes, apenas 75 cuenta con servicios de rehabilitación
.
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La lista anterior incluye a establecimientos del MINSA y EsSALUD

En el cuadro que se incluye a continuación se muestra el número de médicos y especialidad distribuidos por regiones. Lamentablemente no se pudo acceder a la información relativa al número existente de médicos rehabilitadores.
Fuente: Ministerio de Salud - Oficina General de Estadística e Informática

	

	PERSONAL DEL MINISTERIO DE SALUD POR GRUPOS OCUPACIONALES

	PERU - AÑO 2007

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	DEPARTAMENTO
	TOTAL
	MEDICOS
	ENFERMERAS
	ODONTOLOGOS
	OBSTETRIZ
	PSICOLOGO
	NUTRICIONISTA
	QUIMICO FARMAC
	OTROS PROF SALUD

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL
	87,588
	12,087
	11,826
	1,898
	6,379
	634
	622
	652
	3,066

	AMAZONAS
	1,143
	153
	124
	31
	139
	6
	6
	3
	22

	ANCASH
	3,762
	450
	482
	62
	322
	18
	49
	33
	72

	APURIMAC
	1,719
	185
	309
	56
	173
	6
	6
	13
	26

	AREQUIPA
	3,789
	664
	801
	136
	319
	27
	35
	54
	91

	AYACUCHO
	2,661
	272
	410
	66
	303
	10
	14
	28
	107

	CAJAMARCA
	3,142
	328
	540
	47
	378
	5
	18
	22
	76

	CALLAO
	3,675
	579
	408
	73
	146
	57
	20
	23
	271

	CUSCO
	3,517
	539
	663
	82
	341
	14
	13
	25
	101

	HUANCAVELICA
	1,796
	327
	296
	102
	294
	39
	7
	4
	23

	HUANUCO
	2,438
	317
	450
	50
	359
	10
	12
	8
	99

	ICA
	2,947
	481
	422
	106
	173
	10
	8
	92
	19

	JUNIN
	3,830
	338
	627
	63
	231
	8
	13
	21
	198

	LA LIBERTAD
	3,771
	670
	495
	51
	260
	24
	69
	53
	133

	LAMBAYEQUE
	2,558
	380
	365
	58
	314
	14
	24
	6
	67

	LIMA
	30,306
	4,615
	3,445
	582
	1,302
	328
	158
	201
	1,366

	LORETO
	2,680
	259
	316
	43
	180
	5
	36
	13
	77

	MADRE DE DIOS
	622
	72
	79
	25
	49
	5
	1
	2
	12

	MOQUEGUA
	933
	119
	159
	44
	94
	12
	10
	5
	21

	PASCO
	493
	45
	75
	9
	43
	2
	2
	2
	20

	PIURA
	3,382
	394
	232
	46
	246
	8
	94
	7
	26

	PUNO
	3,478
	324
	511
	51
	224
	8
	9
	18
	133

	SAN MARTIN
	2,249
	221
	187
	37
	227
	7
	4
	11
	30

	TACNA
	728
	99
	147
	39
	91
	2
	1
	1
	17

	TUMBES
	663
	92
	79
	17
	59
	7
	6
	1
	37

	UCAYALI
	1,306
	164
	204
	22
	112
	2
	7
	6
	22

	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	


En lo referente a la atención a través del Seguro Integral de Salud (SIS), que es un seguro estatal destinado a personas de bajos recursos, mediante el Decreto Supremo N° 004-2007-SA se dispuso que la cobertura brindada por el servicio abarcara solamente la detección y recuperación de trastornos de la agudeza visual y ceguera en niños (solamente relacionados estrabismo y cataratas); y atención quirúrgica e intervenciones de rehabilitación exclusivamente en las instalaciones de salud de primer nivel. El tope máximo de inversión anual por persona es de S/12,000.00.

La norma antes mencionada sindica en su capítulo denominado “Exclusiones Específicas” de atención a varios de los daños propios de las personas con discapacidad, como es el caso de la parálisis cerebral y otros síndromes paralíticos, las secuelas de traumatismo, los envenenamientos y otras consecuencias de causas externas, así como las lesiones auto-infligidas (muy propias y consecuentes de discapacidad psicosocial

Cabe destacar, en este contexto, el significativo peso del centralismo en cuanto a la distribución de establecimientos de mayor complejidad en las ciudades de Lima y El Callao y en algunas capitales de departamento, lo que hace que en cuatro departamentos se concentren el 50% del total de hospitales disponibles (Lima, Lambayeque, Junín y La Libertad). 
Lima concentra el 35.3% de los hospitales y el 34.9% de los centros de salud. Pero cuando se trata de los servicios especializados de rehabilitación, esta cifra, expresiva del centralismo, aumenta: Lima concentra el 50,6% de los mismos y sólo 18 regiones tienen estos servicios, mientras que el resto del país no los tiene. 

Por otra parte, el Estado peruano aún no asume el enfoque comunitario para la rehabilitación de las personas con discapacidad. Dispone de un proyecto así denominado desde el INR, pero este carece de las características básicas comunitarias, consistentes en la participación de las propias personas con discapacidad en la gestión y ejecución de estos proyectos; la capacitación en atención de los promotores comunales y voluntarios; y, el enfoque de atención social e integral, con reconocimiento de los derechos de la población con discapacidad, lo que significa apoyar su empoderamiento social, económico, organizativo y social de modo que los visibilice frente a los elaboradores de políticas de modo que se produzcan reales avances hacia su efectiva y real inclusión social.
Como el enfoque de atención integral no se plasma adecuadamente, los pocos servicios de salud, educación, accesibilidad que existen se ofrecen de manera compartimentada y sin una coordinación intersectorial que permita, a través de la optimización de los recursos disponibles, concretar el ejercicio del derecho de las PCDs a participar y gozar del desarrollo económico y social del país, y de sus propias localidades.

En lo que a Salud Mental se refiere, las personas con enfermedades mentales hospitalizadas en establecimientos de salud mental, afrontan una situación de mayor indefensión por estar especialmente expuestas a la vulneración de sus derechos. Esto es así, debido a su elevado grado de dependencia respecto a quienes les brindan tratamiento y cuidados; a la falta de valoración que se da a su palabra; y a sus escasas posibilidades de acceder a los mecanismos regulares de protección de derechos. 
El año 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emitió una recomendación general sobre la Promoción y Protección de los Derechos de las Personas con Discapacidad Mental
. En la misma se recomienda a los Estados que, como el Perú, son parte del sistema interamericano:

a) Reformar las leyes existentes en materia de salud mental o discapacidad en general.

b) Adoptar medidas de carácter legislativo, judicial, administrativo, educativo y de otra índole para diseminar por medios apropiados y dinámicos los estándares internacionales y normas convencionales de derechos humanos que protegen las libertades fundamentales y los derechos de las personas con discapacidad mental.

c) Promover e implementar a través de legislación y planes nacionales de salud mental la organización de servicios comunitarios de salud mental cuyos objetivos sean la plena integración y participación de las personas con discapacidad mental en la sociedad.

d) Promover a nivel de sus Defensorías de los Habitantes u Ombudsman la creación de iniciativas específicas para la defensa de los derechos humanos de las personas con discapacidad mental. 

La recomendación de la CIDH hizo énfasis en la protección de los derechos de las personas que tienen un tipo especial de discapacidad, como es la discapacidad mental, porque son un grupo especialmente vulnerable dada las continuas violaciones a sus derechos humanos en los hospitales psiquiátricos y en los centros de reclusión. Es el motivo por el cual se recuerda enfáticamente a los Estados la necesidad de que adopten medidas con el fin de alcanzar un adecuado respeto de los derechos de las personas con discapacidad mental y lograr su integración a la sociedad. 

Haciendo eco de esta recomendación, la Defensoría del Pueblo del Perú realizó una supervisión de establecimientos de salud mental el año 2004 que estuvo orientada a determinar la situación de las personas con discapacidad psicosocial, internadas en los establecimientos de salud mental. Supervisión que se llevo a cabo en seis establecimientos de salud del Ministerio de Salud y en dos establecimientos del Seguro Social de Salud (ESSALUD) y produjo el Informe Defensorial Nº 102.
 Ese mismo año, además, el Ministerio de Salud (MINSA) aprobó los Lineamientos para la Acción en Salud Mental
.
No prosperaron en el Congreso de la República, sin embargo, varios proyectos de ley presentados a favor de modificaciones a la Ley General de Salud; especialmente para producir la incorporación de diversos artículos referentes a la atención de la salud mental. Tal es el caso de los Proyectos de Ley Nº 12669 del 30 de marzo de 2005, y el Proyecto de Ley Nº 11885/2004-CR del 8 de noviembre de 2004. Del mismo modo, se encuentra paralizada la aprobación de un Proyecto de Ley referido específicamente al ámbito de la Salud Mental: el proyecto de ley 2465/2007.
En el informe de la Defensoría del Pueblo, se señala respecto a los hospitales generales, que son pocos los que ofrecen la posibilidad de internamiento para el tratamiento de una enfermedad mental. Incluso, hospitales generales que cuentan con médicos psiquiatras, con frecuencia derivan a los/las pacientes que requieren ser hospitalizados/as a establecimientos especializados o de cuarto nivel. Además, la mayor parte de las camas registradas para psiquiatría se ubican en los hospitales especializados en salud mental de Lima.
El 8 de mayo del 2002 se dicto la Ley Nº 27751 para eliminar la discriminación por límite de edad para las personas con discapacidad física y mental en los programas de salud y alimentación del Estado. Asimismo, el 27 de julio del 2004, por Resolución del Ministerio de Salud Nº 771-2004/MINSA se estableció la Estrategia Sanitaria Nacional de Salud Mental y Cultura de Paz, junto a otras nueve estrategias, para lograr objetivos funcionales como son la cultura de salud para el desarrollo físico, mental y social de la población; el entorno saludable para toda la población; la protección y recuperación de la salud y la rehabilitación de las capacidades de las personas en condiciones de equidad y plena accesibilidad. Un año después, se implementó el Plan Operativo Estratégico Nacional de Salud Mental, considerando como líneas de acción: (i) el fortalecimiento de la capacidad rectora del Ministerio de Salud; (ii) la integración de la salud mental en la atención integral de salud; (iii) la reorientación de los servicios de salud mental garantizando el acceso a la atención y priorizando la intervención comunitaria; así como (iv) el impulso a las medidas de promoción y prevención de la salud mental fomentando la participación ciudadana y la concertación intersectorial.

A pesar de este esfuerzo, la oferta de servicios del MINSA sigue siendo manifiestamente inadecuada para cubrir la demanda de atención en salud mental a nivel nacional. Tampoco permite garantizar los derechos de las personas con enfermedades mentales a recibir la atención sanitaria y social que corresponde a sus necesidades de salud y a ser tratados en un ambiente lo menos restrictivo posible y, en la medida de lo posible, en la comunidad en la que viven. 
El Ministerio de Salud cuenta con 472 hospitales, de los cuales sólo 10 brindan atención en materia de salud mental. Ver el cuadro siguiente.
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De los 10 establecimientos del MINSA que brindan atención psiquiátrica, tres se encuentran en Lima, dos en Iquitos (Loreto) y los demás en las ciudades de Arequipa,Ica, Jauja (Junín), Tacna y Trujillo (La Libertad). De las 1,019 personas con enfermedades mentales internadas en establecimientos del MINSA, 863 (85%) se encuentran en hospitales ubicados en Lima.

Debido al insuficiente número de establecimientos que brindan servicios por motivos de salud mental, es frecuente que éstos atiendan a pacientes provenientes de regiones distintas de donde se encuentran ubicados. Así, por ejemplo, el Hospital Hermilio Valdizán (Lima) tiene pacientes de los departamentos de Apurímac, de Ayacucho, de Huánuco, de Huancavelica, de Pasco y de la sierra de Lima. En el Hospital Hipólito Unanue de Tacna se atiende a pacientes de Moquegua y de Puno; y en el Centro de Rehabilitación del Enfermo Mental de Iquitos (CREMI) se encuentran pacientes procedentes de Arequipa, Lima, Piura, San Martín y Ucayali. La población internada en estos hospitales no recibe visitas familiares, ni amicales, por lo alejado que se encuentran de sus lugares de origen, ahondando así su situación de soledad, desarraigo y falta de calor familiar.

Esta situación contraria las atingencias que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) de las Naciones Unidas incluyó en su Observación General Nº 14 (relativa a los derechos de las personas con discapacidad), mediante la cual se señaló que “los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán estar al alcance geográfico de todos los sectores de la población, en especial los grupos vulnerables o marginados, como (...) las personas con discapacidad”
; lo que implica que el tratamiento de una discapacidad debe ser proporcionado preferiblemente en el nivel comunitario y sin discriminación alguna. 

Los Estados tienen la obligación de garantizar la plena efectividad del derecho a la salud creando condiciones para que todas las personas reciban asistencia médica y cuidados en caso de presentar algún trastorno mental. Sin embargo, la atención de la salud mental en el Perú no suele estar cubierta suficientemente por los seguros de salud, no obstante la significativa carga económica que puede representar el costo de los tratamientos para la mayoría de la población
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Mediante el Informe Defensorial 140, la Defensoría del Pueblo denunció que las estrategias de salud mental en nuestro país se encontraban ubicadas marginalmente en la jerarquía organizativa del MINSA y relegadas en sus planes y programas. Como consecuencia de lo anterior, no existen políticas que regulen el funcionamiento y desarrollo del sistema; y ni siquiera se cuenta con la información necesaria para ello.

Así, los Análisis de la Situación de Salud (ASIS) en el país, tanto nacional como regionalmente, no consideran el acopio y análisis de información relacionada con la salud mental. Más aún, no existe sistema alguno que centralice, analice y genere información epidemiológica (tales como las tasas de prevalencia o incidencia) de estas enfermedades.

Por otra parte, el tratamiento de la problemática de la salud mental por parte del ESSALUD no es muy distinto. Esta institución tampoco cuenta con un órgano que dirija y articule sus diversos servicios de salud mental; ni tiene una instancia que centralice su información. Adicionalmente, los temas de salud mental también tienen una ubicación marginal en los planes y programas de esta institución.

Existe asimismo un severo problema en el acceso a los medicamentos para tratamiento de trastornos psiquiátricos por sus costos altos y por la cronicidad del tratamiento; factores que se suman a la situación de pobreza en la que con frecuencia viven las personas afectadas por esta dolencia, debido a su condición de discapacidad y de marginación social y laboral. 
El costo promedio de los neurolépticos atípicos es mayor al doble o al triple del salario básico en el Perú; mientras que los costos de los medicamentos genéricos son de aproximadamente doce dólares estadounidenses al mes. 
La diferencia de precios entre los medicamentos atípicos y los genéricos también se debe a un impuesto de importación del 18%, además de las tarifas gubernamentales, lo cual comprende un 20-30% del costo global de los medicamentos en el momento en que llegan al usuario.
 
La calidad de los medicamentos psicotrópicos también varía ampliamente. Un destacado psiquiatra que labora en uno de los hospitales de la Seguridad Social, el Dr. José Cabrejos, comentó que existen varias marcas de Fluoxetina, pero que éstas variaban drásticamente en cuanto al costo y a su efectividad
. El Dr. Cabrejos explicó, asimismo, que él debía prescribir de tres a cuatro veces la cantidad de la medicina menos costosa para lograr el mismo grado de efectividad que las marcas más caras. Los medicamentos más económicos tienen también efectos secundarios más pronunciados que debilitaban al paciente y para los cuales tenían que prescribirse otras medicinas. Como resultado de esto, existe solamente una pequeña distancia entre el costo final de los medicamentos atípicos y de los medicamentos genéricos menos costosos
.

El MINSA no ha incluido los trastornos mentales dentro de la cobertura del Seguro Integral de Salud (SIS)
, y aunque el Congreso de la República aprobó el 21 de julio del 2005 la Ley Nº 28588 declarando “prioritaria” la implementación del componente de salud mental en el SIS
 los avances en este orden son apenas incipientes. Un ejemplo de ello es el Decreto Supremo N° 004-2007-SA del 17 de marzo del 2007, que estableció el Listado Priorizado de Intervenciones Sanitarias de Aplicación Obligatoria para todos los establecimientos que reciban financiamiento del SIS, que en lo referente a salud mental indicó que en este sistema solamente se atenderá la “Detección de problemas en salud mental”.
Los servicios de salud mental en el país responden prevalentemente a un modelo de atención intramural o ultra institucionalizado. Este modelo restringe la atención de los problemas psíquicos de modo aislado del entorno socio ambiental. Es un modelo médico, no social, por lo que resulta un modelo contrario al enfoque de derechos de las personas con discapacidad psicosocial ya que pretende rehabilitar aislando a las personas de su propio entorno familiar y comunal.
Lamentablemente no existe en la actualidad voluntad política para disponer de recursos alternativos extra hospitalarios que se encuentren insertos en la comunidad, de modo que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria.
Las organizaciones de derechos humanos Mental Disability Rights International (MDRI) y la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) llevaron a cabo entre  los meses de octubre del 2002 y febrero del 2003 una investigación sobre la situación de la salud mental
 que reportó varias violaciones graves a los derechos humanos de las personas con discapacidades mentales; entre ellas, un trato inhumano y degradante al interior de las instituciones; discriminación en la provisión de los servicios sociales y de salud; incumplimiento del consentimiento informado y violaciones al derecho a la integración comunitaria. 

La investigación mencionada indicó que las familias pueden jugar un rol importante en lograr la integración comunitaria; sin embargo, sin los servicios y el apoyo apropiados, serán incapaces de facilitar la integración comunitaria real de sus familiares con discapacidad. 

La Ley General de la Persona con Discapacidad compromete una serie de apoyos para las familias de las personas con discapacidades. Así, por ejemplo, el artículo 4 de la ley reconoce que la familia juega un rol esencial para lograr los objetivos de la ley, y establece que el Estado debe ofrecer, a los miembros de la familia, un entrenamiento integrado en educación, deportes, salud y en la incorporación de los miembros familiares que tengan discapacidades a la fuerza de trabajo. A pesar de ello las familias de las personas con discapacidades reciben poco o ningún apoyo estatal. Si este existiera, no sólo las familias podrían beneficiarse de un entrenamiento que facilite la rehabilitación y el cuidado de los miembros de sus familias con discapacidades, sino que se tomarían provisiones para habilitar el “cuidado sustituto” que permita que los familiares pudieran descansar de su rol en este y dedicarse a otras actividades y servicios, tal como establece la Convención.
Con ocasión de su revisión acerca de la situación de este derecho en el Perú, el Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de la Salud, Dr. Paul Hunt, el Relator Especial recomendó lo siguiente:

a) Que la sociedad civil, y en particular los impedidos mentales y sus familias, participen en todas las fases de la elaboración y aplicación de las estrategias, programas, leyes y políticas de salud mental;
b) Que el Gobierno adopte las medidas correspondientes para aplicar las nuevas políticas de salud mental del Ministerio de Salud, velando por que se disponga de suficientes recursos;
c) Que el Gobierno procure dispensar una atención adecuada de la salud mental, como la prestada por los servicios sanitarios generales o en la propia comunidad, servicios de rehabilitación y apoyo a la familia y que sea accesible a las personas con discapacidades mentales y problemas psicosociales en todo el país, incluidas las zonas rurales;
d) Que se pongan a disposición de los reclusos servicios adecuados de salud mental;
e) Que se respeten a cabalidad los derechos humanos de los impedidos mentales en los servicios y centros sanitarios; para lo cual se debería capacitar en materia de derechos humanos a todos los profesionales que trabajan de forma habitual con el sistema de salud mental. También, poner en marcha mecanismos independientes de supervisión y responsabilidad en los servicios de salud mental, como mecanismos de denuncia accesibles, transparentes y efectivos para los pacientes. Una junta de examen debería inspeccionar regularmente los servicios de salud mental, así como entrevistar a los pacientes. De igual forma y como mecanismo adicional de supervisión debería establecerse una revisión independiente, periódica y sistemática de la admisión o el tratamiento no deseados que se deberían someter, asimismo, a estrictas salvaguardias procedimentales y, finalmente, 
f) Que los donantes financien la aplicación del Plan Integral de Reparaciones (PIR) recomendado por la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR), en el área de salud mental inclusive, y presten asistencia técnica para ello.

La mayor parte de estas recomendaciones, como se aprecia del contenido de este informe, se encuentran aún pendientes de implementación, tal como lo demuestran los permanentes pedidos de la Defensoría del Pueblo reiterando la necesidad de contar con una ley que garantice el derecho a la salud mental, así como el respeto de los derechos de las personas en las intervenciones médicas dirigidas a la atención de la salud mental, recomendando para ello al Congreso de la República que apruebe una ley en dicho sentido.

Lo demuestra también la escandalosa prevalencia de accidentes de tránsito y otros eventos perfectamente prevenibles que cada año ocasionan aproximadamente 700 personas muertas por efecto de siniestros en la red vial nacional y más de 4,000 personas resulten heridas
. Cifras que se han convertido en un frío dato estadístico registrado diariamente por los medios de comunicación que no tiene mayores implicancias en la esfera gubernamental. 
El lado dramático de esta situación reposa en que, tanto la muerte de una persona, su invalidez permanente o temporal, como la afectación de su salud, constituyen daños severos que no sólo hacen víctimas a los pasajeros afectados por la ausencia de medidas que eviten estos percances, sino también a sus familias y a la comunidad en general. En nuestro país, las lesiones sufridas por accidentes de tránsito conducen a severos problemas de inequidad y afectan de una manera  desproporcionada a los más pobres. Lo que se pone en evidencia en la medida en que los accidentes de tránsito y el mayor número de víctimas por este motivo ocurre principalmente en las carreteras interprovinciales del interior del país. Inequidad que se traslada a la esfera de la atención de salud de las víctimas en la medida en que las poblaciones del interior del Perú, por su mayor exposición a la pobreza, tienen un menor acceso a la atención en el sector salud. 

Cabe destacar que la Defensoría del Pueblo se ha ocupado de esta problemática en varias oportunidades, como a través de la investigación cuyos resultados quedaron reflejados en el Informe Defensorial Nº 108 de octubre del 2006 y, posteriormente, la que llevó a cabo en noviembre del 2008 y dio lugar al Informe Nº 137.
Mediante sus investigaciones, la Defensoría del Pueblo ha seguido de cerca este fenómeno y ha podido constatar la profunda desatención de la seguridad en el transporte interprovincial por parte de todos los actores; en particular, y por lo relevante de sus obligaciones de cara a la garantía de los derechos humanos de la población, del Estado. 

En su Informe Defensorial Nº 137, la Defensoría del Pueblo señaló la inexistencia en el Perú de un sistema de transporte público urbano que sea adecuadamente regulado, racional, ordenado y de calidad.
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Durante el año 2007, de un total de 79,972 accidentes en todo el país, 47,941 tuvieron lugar en la ciudad de Lima, representando con ello el 59,9 % del total, con 653 muertos y 24,730 heridos, los que se convierten en personas con discapacidad. La cifra duplica a la registrada en el año 2003, cuando la cifra de heridos ascendió a 13,511 personas. 

En general, con respecto al tema de salud, la mayoría de las organizaciones de personas con discapacidad coincide en señalar, tal como consta en la encuesta anexa, que no existen medidas de acceso igualitario para la salud. Asimismo, que las autoridades no intervienen en los problemas de trato inadecuado o mal trato que existe hacia las personas que tienen limitaciones en su salud mental. Por otra parte, la mayoría considera que las mujeres tienen dificultades en el ámbito de salud sexual y reproductiva, dentro de las cuales en mayor medida la constituye la falta de  información/orientación.

Asimismo, se aprecia que la gran mayoría de las PCDs no goza de un acceso libre y gratuito a los espacios de rehabilitación en su propia comunidad; que no hay políticas de prevención ante nuevas discapacidades, lo que, a su vez,  debe relacionarse con la política de no prevención del Estado en general. Y esta situación se agrava ante la atención centralizada en las zonas costeñas y la capital, en desmedro de las zonas rurales. 

Por último, aunque las PCDs acceden a las campañas de salud, con frecuencia los profesionales de salud no conocen los derechos de las PCDs, lo que explica el mal trato hacia este tipo de pacientes; y esto se agudiza aún más debido a la ejecución de tales campañas sin el uso de los lenguajes especiales. Como consecuencia de ello, el derecho a la salud  de las PCDs se ve gravemente minado en la medida en que se constatan serias deficiencias tanto a nivel de cobertura como de calidad; más allá de la implementación de campañas que muchas veces no se adecúan a la realidad de las PCDs. 

2.22
Derecho a la educación (CDPD, artículo 24) 
El derecho a la educación representa un aspecto fundamental para el desarrollo de la persona humana. Aunque la Constitución peruana no reconoce explícitamente a la educación como un derecho, en su artículo 13 señala que la educación tiene como finalidad el desarrollo integral de la persona humana,  reconoce y garantiza la libertad de enseñanza y que los padres de familia tienen el deber de educar a sus hijos y el derecho de escoger los centros de educación y de participar en el proceso educativo. Su artículo 15 indica que “el educando tiene derecho a una formación que respete su  identidad, así como al buen trato psicológico y físico”, y el 16 que “es deber del Estado asegurar que nadie se vea impedido de  recibir educación adecuada por razón de su situación económica o de limitaciones mentales o físicas”.

El artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad reconoce el derecho de las personas con discapacidad a la educación sobre la base de la igualdad de oportunidades con un sistema de educación inclusivo a todos los niveles y la facilitación del acceso a la enseñanza a lo largo de la vida. Para efectivizar este derecho, los Estados deben adoptar medidas para asegurar que todo niño con discapacidad tenga acceso a una educación temprana y a la enseñanza primaria, secundaria y superior obligatorias; que los niños y niñas con discapacidad sean incluidos en programas de educación temprana; que no existan diferencias significativas en la educación de los niños y las niñas en los distintos niveles de enseñanza, y si las hay, adoptar políticas y legislación para eliminar esas diferencias; asegurar que las escuelas y materiales sean accesibles y que se proporcionen ajustes razonables individualizados y el apoyo que requieran las personas con discapacidad para asegurar una educación efectiva y la plena inclusión. 
Los Estados deben garantizar la disponibilidad de servicios de capacitación en Braille, lenguaje de signos, formas de comunicación aumentativas y alternativas, movilidad y otros aspectos para los niños, adultos o maestros que así lo requieran; promover la identidad lingüística de las personas sordas; asegurar que la educación se proporcione en las lenguas, modos, medios de comunicación y entornos más apropiados para cada uno; asegurar que los profesionales del sistema educativo estén adecuadamente formados en cuestiones de discapacidad, así como las medidas para incorporar personas con discapacidad en el equipo educativo. Deben cuidar que las y los estudiantes con discapacidad no se vean excluidos de la enseñanza terciaria; que existan ajustes razonables y se implementen otras medidas para garantizar el acceso de estas a la educación para toda la vida, así como identificar tempranamente a las personas con discapacidad y determinar sus necesidades educativas.

De acuerdo con los criterios definidos por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas, en materia de educación se debe incluir el derecho de acceso a instituciones y programas educativos públicos con carácter no discriminatorio
. Criterio que ha sido desarrollado por las Normas Uniformes en su artículo 6 al señalar que “los Estados deben reconocer el principio de la igualdad de oportunidades de educación en los niveles primario, secundario y superior para los niños, los jóvenes y los adultos con discapacidad en entornos integrados, y deben velar porque la educación de las personas con discapacidad constituya una parte integrante del sistema de enseñanza”.

El año 2003, el Ministerio de Educación adoptó un Plan Estratégico de Educación Especial 2003-2007 contemplando, entre otras cosas, la institución de la Dirección Nacional de Educación Especial (DNEE), para la atención de educandos con necesidades educativas especiales asociadas al talento y a la discapacidad, además de  impulsar el desarrollo de políticas educativas  inclusivas, que regulen el proceso de aprendizaje de los alumnos con necesidades educativas especiales de todos los niveles y modalidades del sistema. Asimismo, para garantizar la atención educativa de calidad para los niños (as) y jóvenes con necesidades educativas especiales por discapacidad, en todos los niveles y modalidades, mediante el fortalecimiento de los procesos y servicios de educación especial en el ámbito urbano y rural. 

No obstante la importancia de estas normas e iniciativas, la distancia entre ellas y la realidad parece ser todavía muy importante. Ejemplos de ello son el que el Ministerio de Educación siga hasta la actualidad sin reportar de manera pública estadísticas sobre inclusión escolar, o, como se dijo preliminarmente, que el último Censo Nacional de Población (2007) no permitiera observar las características de la población con discapacidad existente en el Perú debido a que la encuesta aplicada estuvo centrada en el registro de “hogares” y no de personas. La inexistencia de datos, o el desconocimiento de las particularidades que informan las características de este sector poblacional, dificultan la posibilidad de formular políticas públicas adecuadas y con ellas implementar de manera efectiva los mandatos de la Convención.
De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI), las personas con discapacidad en el Perú representan el 8.9% de la población general.  De ellas, 325,471 (12.9%)  tienen entre 6 y 18 años, es decir, se encuentran dentro de la edad escolar.  En ese sentido, teniendo en cuenta que en el año 2006 se matricularon 42,132 personas con discapacidad en las distintas modalidades y niveles del sistema educativo,  habría un 87.1% de niños, niñas y jóvenes en edad escolar que se encontraría fuera del sistema. Asimismo, el número de alumnos con discapacidad matriculado en los diferentes niveles de la educación especial es todavía mayor al de estudiantes incluidos en las demás modalidades del sistema.

El Ministerio de Educación, de conformidad con el principio de inclusión recogido en la Ley General de Educación
, ha declarado la “Década de la Educación Inclusiva 2003–2012” y, dentro de este marco, se ha comprometido a llevar a cabo planes pilotos, programas, proyectos y convenios que garanticen la ejecución de acciones para la realización del derecho a la educación inclusiva de los estudiantes con necesidades educativas especiales.
Por su parte, el Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad PIO 2003–2007
, aprobado en mayo del 2003 con el objeto de articular y afianzar las diversas políticas públicas en temas de discapacidad, estableció como objetivo específico en materia de educación “garantizar el acceso, la gratuidad y la calidad en un marco de carácter inclusivo”. Entre las acciones y medidas propuestas en el referido plan se encuentra la de impulsar el desarrollo de políticas educativas inclusivas que regulen el proceso de aprendizaje de los alumnos con necesidades educativas especiales de todos los niveles y modalidades del sistema.

Se diseñó para ello un Plan Piloto de Educación Inclusiva con cobertura geográfica, en su primera fase, en cuatro regiones del país: Junín, Lambayeque, Lima y Loreto. El Plan prevé la participación de 632 instituciones de todos los niveles y modalidades del sistema educativo, ubicadas en dichas regiones. Por otro lado, según lo previsto en la fase de consolidación, la cobertura del Plan Piloto deberá ser ampliada a otras seis regiones entre los años 2007 y 2008
.

El año 2007 la Defensoría del Pueblo realizó una supervisión en 82 instituciones educativas públicas regulares del nivel primario en todos los departamentos del país. El objetivo de dicha supervisión fue evaluar la implementación de la política educativa inclusiva de niños y niñas con discapacidad, diseñada por el Ministerio de Educación, a fin de determinar el grado de cumplimiento por parte del Estado peruano de las obligaciones referidas a garantizar la realización  de su derecho a la educación inclusiva en escuelas regulares públicas.

En base a la investigación realizada, la Defensoría del Pueblo presentó el Informe Defensorial Nº 127
 observando el casi nulo avance del Plan Piloto de Educación Inclusiva, proponiendo recomendaciones para su implementación. Entre otras situaciones problemáticas, la Defensoría encontró que las instituciones educativas supervisadas no cumplen con las normas sobre accesibilidad física (urbanística y arquitectónica) para personas con discapacidad, impidiendo a los estudiantes con discapacidad acceder y disfrutar de los ambientes y servicios que en ellas se brindan.
De acuerdo con el Ministerio de Educación, la ejecución del Plan Piloto requería un presupuesto de S/.14´747,000. No obstante, ha informado que viene siendo ejecutado con cargo al presupuesto institucional de apertura de la Dirección Nacional de Educación Básica del Ministerio de Educación Especial (DINEBE), el mismo que asciende a S/. 2´683,800
. Por otro lado, el Estado no destina los recursos suficientes para garantizar que las instituciones educativas inclusivas cuenten con una infraestructura y mobiliario accesible, con docentes debidamente calificados, con equipos de apoyo al docente de aula y con textos y materiales educativos adecuados.
En la gran mayoría de las instituciones educativas supervisadas por la Defensoría del Pueblo, el proceso de inclusión educativa se ha limitado a una mera integración de estudiantes con discapacidad en escuelas regulares. Y la inclusión educativa de los estudiantes con discapacidad viene siendo ejecutada sin la existencia de un número suficiente de docentes debidamente calificados, cuya capacitación corresponde a las Dirección Regionales de Educación (DRE) y a sus respectivos Servicios de atención a las necesidades especiales (SAANEE). Solamente se han incrementado 10 Centros de Recursos para necesidades especiales (CRANEs), que deben estar a disposición de los docentes, con el consecuente problema de que no se ha garantizado la distribución de materiales para la enseñanza y aprendizaje en la mayoría de las instituciones supervisadas
.

Respecto a los niveles de inversión que el Estado deposita para la educación de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad, como puede apreciarse en el siguiente cuadro, para el presente año 2010 esta ascendió a sólo S.2 104,648 de soles, lo que representa apenas el 0.005% del presupuesto total invertido en el sector Educación.
MINISTERIO DE EDUCACIÓN

INVERSIÓN DEL MINEDU EN EDUCACIÓN BÁSICA ESPECIAL – 2010

	MINISTERIO DE EDUCACION
	PRESUPUESTO
	%

	TOTAL 
	4,111,262,739
	100

	EDUCACION BASICA ESPECIAL
	2,104,648
	0.05


Fuente: Cuadro elaborado en base a la información contenida en el Portal de Transparencia Económica del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF)

En el Presupuesto Nacional del año 2010 no figura cifra alguna para actividades de educación inclusiva; destinándose S/ 2, 104,648.00  para las escuelas de educación especial, lo que representa el  0.05% del presupuesto total del Ministerio de Educación, ascendiente a  S/4, 111,262,739.00. Y la poca inversión en la educación  de los niños y jóvenes con discapacidad grafica de manera concreta la exclusión del sistema educativo.

2.23 
Derecho al trabajo (CDPD, artículo 24)
El derecho al trabajo es uno de los derechos que mayor demanda de cumplimiento suscita por las personas con discapacidad en nuestro país. Así en efecto lo indican las diversas encuestas, entrevistas y cuestionarios aplicados
.

El artículo 22 de la Constitución peruana reconoce a trabajo como un deber y un derecho, base del bienestar social y medio de realización de la persona. Su artículo 23, por su parte señala que el trabajo, en sus diversas modalidades, es objeto de atención prioritaria del Estado, el cual protege especialmente a la madre, al menor de edad y al impedido que trabajan; que el Estado promueve condiciones para el progreso social y económico, en especial mediante políticas de fomento del empleo productivo y de educación para el trabajo; y que ninguna relación laboral puede limitar el ejercicio de los derechos constitucionales, ni desconocer o rebajar la dignidad del trabajador. Otros artículos constitucionales, como los que van del 24 al 29 se extienden en el reconocimiento de derechos, libertades y garantías que, en el plano constitucional reúnen la condición de fundamentales. 
El artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad es aún más amplio y generoso al reconocer los derechos y libertades que deben presidir la inserción de las personas con discapacidad en el mundo del Trabajo. Concretamente este artículo reconoce el derecho de las personas con discapacidad a trabajar y ganarse la vida en un mercado de trabajo y un entorno laboral abiertos, inclusivos y accesibles, incluso en el caso de las personas que adquieran una discapacidad en el desempeño de su empleo.

Para hacer efectivo el derecho, los Estados partes de la Convención se encuentran obligados a adoptar medidas legislativas para proteger contra la discriminación en todas las etapas del empleo y en todo tipo de empleo y para reconocer los derechos de las personas con discapacidad a trabajar sobre la base de la igualdad con los demás, en particular el derecho a igualdad de remuneración por trabajo de igual valor; implementar programas y políticas especiales de empleo encaminados a lograr el empleo pleno y productivo de las personas con discapacidad; facilitar el reempleo de personas con discapacidad que pasan a ser redundantes como resultado de la privatización, redimensionamiento a la baja y reestructuración económica de empresas públicas y privadas; asegurar la disponibilidad de asistencia técnica y financiera para proporcionar ajustes razonables, incluida la promoción de la creación de cooperativas y empresas embrionarias a fin de alentar el espíritu empresarial; implementar medidas de acción afirmativa y efectiva para el empleo de personas con discapacidad en el mercado de trabajo ordinario, y medidas de acción positiva y efectiva para prevenir el hostigamiento de las personas con discapacidad en el lugar de trabajo. Debe asegurar el acceso de las personas con discapacidad al empleo abierto y los servicios de formación profesional, incluidos los que promueven el empleo por cuenta propia; eliminar las diferencias significativas que existan en el empleo de hombres y mujeres con discapacidad y asegurarse de que existan políticas y legislación para eliminarlas a fin de promover el adelanto de la mujer con discapacidad. Deben identificar los grupos más vulnerables entre las personas con discapacidad y adoptar políticas y medidas legislativas para incluirlos en el mercado de trabajo; implementar medidas para promover los derechos sindicales de las personas con discapacidad; y para retener y reciclar a los trabajadores que, como consecuencia de un accidente de trabajo, queden con una discapacidad que les impida continuar realizando sus anteriores tareas. 
Los Estados deben velar por el trabajo de las personas con discapacidad en el sector informal de la economía del Estado y adoptar medidas para que puedan salir de ese sector, así como acceder a los servicios básicos y la protección social. Deben, igualmente, proteger a los trabajadores con discapacidad de despidos injustos y de trabajos forzosos u obligatorios; velar por que las personas con discapacidad que tienen conocimientos profesionales y formación técnica sean provistas del apoyo necesario para que puedan ingresar y reingresar en el mercado de trabajo; así como velar para que los estudiantes con discapacidad tengan el mismo acceso al mercado ordinario de trabajo y para garantizar la existencia de distintas modalidades de empleo, como el trabajo presencial, el teletrabajo (fuera de la ubicación o en el hogar) y la subcontrata, y las oportunidades laborales que ofrecen las nuevas tecnologías de la comunicación. 

El artículo 7 de las Normas Uniformes refiere que “los Estados deben reconocer el principio de que las personas con discapacidad deben estar facultadas para ejercer sus derechos humanos, en particular en materia de empleo. Tanto en las zonas rurales como en las urbanas debe haber igualdad de oportunidades para obtener un empleo productivo y remunerado en el mercado de trabajo”. Asimismo la Observación General Nº 5 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de Naciones Unidas
 señala que el disfrute efectivo del derecho a trabajar de las personas con discapacidad exige la eliminación de la discriminación “preeminente y persistente” así como las barreras materiales que la sociedad ha erigido en esferas como el transporte, la vivienda y el puesto de trabajo las que se citan como justificación para no emplear a las personas con discapacidad
.

Así pues, de acuerdo con las normas y estándares instituidos para garantizar los derechos humanos de las personas con discapacidad, no basta con hacer frente a la discriminación, sino que también es imprescindible combatir otras barreras al trabajo, por lo que los Estados deben apoyar activamente la integración de personas con discapacidad en el mercado laboral ordinario y desarrollar también políticas que promuevan y regulen disposiciones laborales flexibles y alternativas que permitan atender razonablemente las necesidades de los trabajadores con discapacidad
.

Aunque en nuestro medio, el Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo (MTPE), en coordinación con los Centros Especializados de Rehabilitación (CER), ha venido desarrollando programas de sensibilización sobre la reincorporación de las personas con discapacidad al sistema laboral a fin de sensibilizar a funcionarios, inspectores y supervisores del trabajo, consultores, liquidadores, conciliadores y personal administrativo sobre la problemática de las personas con discapacidad. Pero ello dista mucho del marco integral de políticas públicas en este campo que se requieren para abordar adecuadamente esta problemática. Carecemos de políticas y normas interrelacionadas entre sí que prevean estrategias concretas para promover el respeto a la diversidad y la equiparación de oportunidades para las personas con discapacidad en el mundo del trabajo tal y como lo señala las “Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad”
.

Del mismo modo que en otros temas relativos al desarrollo humano, en nuestro país no existen aún cifras claras sobre estadísticas de personas con discapacidad empleada. Y aunque se conoce bien que una de las características principales de las personas con discapacidad es la pobreza y pobreza extrema, los programas públicos dirigidos a promover de empleo para el sector son extremadamente precarios, cuando no apenas testimoniales. 

La Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley No 27050, establece en su artículo 33º (modificado por la Ley No 28164) que “El Poder Ejecutivo, sus órganos desconcentrados y descentralizados, las instituciones constitucionalmente autónomas, las empresas del Estado, los Gobiernos Regionales  y las  Municipalidades, están obligados a contratar personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para el cargo, en una proporción no inferior al tres por ciento (3%) de la totalidad de su personal”. Y aunque existen muchas instituciones que efectivamente cumplen lo previsto en la ley, al mismo tiempo muchas otras entidades la incumplen y no son sancionadas por esta conducta tal como lo dispone expresamente la Ley No 29392
 (Infracciones y Sanciones  por incumplimiento de algunos artículos de la Ley General de la Persona con Discapacidad). Para empeorar las cosas, el Estado carece de un programa o plan de carácter transversal dirigido a la inclusión laboral de las personas con discapacidad.
Según el estudio sobre Trabajo y Discapacidad que llevó a cabo la Comisión Especial de Estudios sobre Discapacidad del Congreso peruano el año 2005
, las condiciones de acceso al mercado de trabajo de las personas con discapacidad en el Perú son particularmente precarias. En efecto, alrededor del 76% de las PCDs se encuentran en condición de inactivas, y cuando participan en el mercado laboral se enfrentan a una tasa de desempleo que es 70% más alta que para el caso de las personas sin discapacidad. 
Un contexto en el que, además, las diferencias de género son particularmente notorias: la brecha en términos de tasa de participación entre la población con y sin discapacidad es cerca del 50% para el caso de los hombres y de 34% para el caso de las mujeres con discapacidad en el año 2002. Para el 2003, dicha brecha era de 44% y 38% respectivamente. Asimismo, la tasa de desempleo de las mujeres con discapacidad es consistentemente más alta que la de las mujeres sin discapacidad, siendo de 17% para el 2002 y 28% para el 2003, tasa 7% y 26% más alta que la de las mujeres sin dicha condición en los mismos años. 

En cuanto a sus condiciones de empleo, el artículo 31 de la Ley General de la Persona con Discapacidad establece que la persona con discapacidad gozará de todos los beneficios y derechos que dispone la legislación laboral para los trabajadores y que nadie puede ser discriminado por ser persona con discapacidad, agregando que “es nulo el acto que basado en motivos discriminatorios afecte el acceso, la permanencia y/o en general las condiciones en el empleo de la persona con discapacidad”. 
No obstante, además de que esta protección no siempre opera en la realidad, las propias autoridades judiciales carecen de criterios uniformes a la hora de aplicar la ley, lo que incrementa aun más los niveles de incertidumbre e inseguridad que las personas con discapacidad deben sufrir respecto al goce (y protección) de sus derechos. Esto es consecuencia de que, en lo relativo al derecho al trabajo, nuestros tribunales vienen pronunciándose en sentidos contradictorios. Un ejemplo de ello es el caso Vilma Palma Calle
, mediante la cual – de manera positiva - se sancionó que no puede negarse un trabajo a una persona en razón de su discapacidad. Vilma Palma Calle era una persona con discapacidad que estudiaba la carrera de industrias alimentarias y comenzó a trabajar en los laboratorios de su institución. Sin embargo, los profesores que trabajaban con ella se opusieron a su designación, aduciendo que su discapacidad (motora y en el habla) no la hacía apta para ocupar tal puesto. La sentencia proferida en este caso resultó histórica, en la medida en que es el primer caso que se juzga por discriminación en el trabajo respecto de una persona con discapacidad. Los profesores fueron condenados a tres años de cárcel suspendida y al pago de 10 mil nuevos soles a favor de la víctima. 

En sentido contrario, un caso desafortunado que demuestra que los jueces peruanos carecen de un criterio interpretativo uniforme, acorde con los estándares en materia de derechos humanos de las personas con discapacidad, fue el seguido por el señor Carlos Guerrero Quiroz
, quien interpuso una acción de cumplimiento para que se le otorgara un puesto de trabajo acorde con sus capacidades y las necesidades de la Municipalidad a la que aspiraba, como lo regula la ley. El Tribunal Constitucional rechazó en última instancia el pedido formulado por el señor Guerrero, argumentando que el mandato cuyo cumplimiento se solicitaba no cumplía con el requisito de ser ineludible y de obligatorio cumplimiento, por lo que en específico no se podía obligar a la Municipalidad a contratar al demandante, interpretando que la ley sólo establece que la persona con discapacidad puede ser potencialmente contratada por el Estado, pero no que necesariamente deba ser contratada. Con base a este criterio, el Tribunal Constitucional se limitó a exhortar a la Municipalidad en cuestión para que realizara gestiones en orden a abrir plazas para personas con discapacidad, sin imponerle un mandato imperativo dirigido a que cumpliera con lo previsto por la ley.       

A pesar de la existencia de un marco legal – siempre perfectible - dirigido a promover y proteger el derecho de las personas con discapacidad a acceder a un empleo en condiciones adecuadas y dignas, la realidad, como hemos visto, dista mucho de reflejar estos avances normativos en la práctica. Y todo ello ocurre en un contexto en el que el incumplimiento de las leyes que favorecen a las PCDs no parece responder sólo a la existencia de limitaciones en las normas sino a defectos de enfoque en su implementación. Muestra de ello es el hecho de que las políticas de promoción laboral de las personas con discapacidad no cubran siquiera al 1% de este colectivo laboral.

Un estudio recientemente elaborado el año 2010 por la Fundación Trust for the Americas y el Centro de Derechos y Desarrollo (CEDAL)
 sobre la situación laboral de las personas con discapacidad en el Perú, refiere que resta aún mucho por hacer para asegurar que las políticas públicas sirvan al objetivo de asegurar, en la práctica y no sólo en las normas, que todas las personas con discapacidad pueden hacer efectivo su derecho a trabajar y ganarse la vida en un mercado de trabajo y un entorno laboral abierto, inclusivo y accesible, tal como señala el artículo 27 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad.
Existen serias barreras de accesibilidad física y de movilidad, especialmente en el ámbito del transporte, pero también en los propios establecimientos laborales que limitan la libre circulación de las personas con discapacidad y, por ende, constriñen severamente sus oportunidades de accesibilidad a los puestos de trabajo y las oportunidades laborales de las que, de otro modo, podrían perfectamente beneficiarse.
Es notoria la ausencia de una política seriamente estructurada y coordinada, al interior del Estado y fuera de él, que contemple una serie de actividades para promover empleo y generación de ingresos a través de otras alternativas como el fomento de negocios y empresas de diverso tipo, que diseñe una política de concertación y comunicación que permita sensibilizar al sector privado para la inclusión laboral; o que prevea formas de promover la accesibilidad física y del transporte de modo que facilite la movilidad hacia el trabajo. Los organismos estatales no cumplen, además, con la obligatoriedad de incluir un 3% de personas con discapacidad en sus planillas de empleo; lo que no los sitúa en una buena condición para sensibilizar al empresariado privado a que también lo realice.

En cuanto a las vulnerabilidades que amenazan la existencia de las PCDs en el mercado de trabajo, alrededor de la mitad de las organizaciones de personas con discapacidad que participaron validando este informe, destacó que todas las personas con discapacidad son vulnerables; es decir, que no existe un grupo en particular de PCDs que sea más vulnerable que los demás en término laborales. No obstante, otro grupo, igualmente significativo de estas organizaciones sostuvo que sí existen grupos que sufren una vulnerabilidad diferencial. La opinión de estos se desagrega de la siguiente manera: un 17.1% considera más vulnerable a los que tienen discapacidad psicosocial
; un 10.8% a los sordo ciegos; un 4.1% a los niños y ancianos con discapacidad; un 1.4% a las mujeres
; un 0.9% a los usuarios de sillas de ruedas; y un 0.5% a los esquizofrénicos (ver Anexo 1). 

En general, con respecto a las PCDs y su vínculo con el mercado de trabajo, las organizaciones de personas con discapacidad refieren mayoritariamente que existe una falta de protección contra la discriminación en el trabajo hacia las PCDs. A esto se suma que los ingresos que se remunera por su trabajo no son iguales a los de sus colegas que no presentan discapacidad. Asimismo, se denuncia que se carece de medidas y/o programas públicos que promuevan sistemática y adecuadamente el empleo pleno y productivo de las PCDs, incluyendo el incremento de su empleabilidad. 

Por otro lado, de acuerdo con la respuesta de la mayoría de respuestas en la encuesta aplicada a los representantes de las organizaciones de personas con discapacidad, la aplicación de las débiles previsiones existentes para reservar un 3% de la planilla estatal para PCDs es deficiente y, como consecuencia de ello, su cumplimiento casi completamente nulo. Se advierte, asimismo, que no sólo no se provee facilidades, asistencia técnica y/o financiera a los empleadores para promover la contratación de PCDs, sino que tampoco se promociona la creación de cooperativas y empresas entre las PCDs.

La mayoría de los encuestados sostiene, de igual modo, que los sindicatos no defienden adecuadamente sus derechos, lo que se suma a la desprotección estatal. Asimismo, que la mayoría de personas que sufren un accidente en el trabajo y quedan discapacitados son despedidos, careciendo las PCDs de medidas de protección de su estabilidad laboral. Tampoco se implementan medidas para que las PCDs puedan salir de la informalidad, y no se promociona el trabajo de las PCDs a través de las nuevas tecnologías de la información y la comunicación.

Todo ello hace que las PCDs no pueden ejercer plenamente su derecho a contar con un trabajo y asegurar con ello para sí mismas un mayor margen de igualdad económica y social. La estabilidad de sus empleos se encuentra tan desprotegida como en otros dominios de la vida social; y no sólo son discriminados sino que tampoco cuentan con apoyo para defender sus derechos. Una de las causas que explica porqué la mayoría de las PCDs que trabajan se encuentre inmersa en el sector informal de la economía, en empleos precarios, escasamente reconocidos, peor remunerados y con casi nula protección social.

2.24 
Habilitación y rehabilitación (CDPD, artículo 26)
La rehabilitación es uno de los conceptos esenciales toda política pública en materia de discapacidad. Por este motivo, los Estados deben asegurar la prestación de servicios de rehabilitación para las personas con discapacidad a fin de que logren alcanzar y mantener un nivel óptimo de autonomía y movilidad. En particular, elaborar programas nacionales de rehabilitación basados en las necesidades reales de ellas y en los principios de plena participación e igualdad. 

Como señalan las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad
, esos programas deben incluir una amplia gama de actividades, como la capacitación básica destinada a mejorar el ejercicio de una función afectada a compensar dicha función, el asesoramiento a las personas con discapacidad y a sus familias, el fomento de la autonomía y la prestación de servicios ocasionales como evaluación y orientación. Y las personas con discapacidad y sus familias deben estar en condiciones de participar en la concepción y organización de los servicios de rehabilitación que les conciernan; los mismos que deben establecerse en la comunidad local en la que viva la persona con discapacidad. 

De acuerdo con el artículo 26 de la Convención, todas las personas con discapacidad tienen derecho a lograr y mantener la máxima independencia, plena capacidad física, mental, social y vocacional, y la inclusión y participación plenas en todos los aspectos de la vida, mediante programas generales de habilitación y rehabilitación, en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales.

Para satisfacer estas obligaciones, los Estados deben implementar programas generales de habilitación y rehabilitación para las personas con discapacidad, en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y los servicios sociales, incluida la intervención temprana, y sobre la disponibilidad de estos servicios y programas en zonas rurales; asegurar que la participación en servicios y programas de habilitación y rehabilitación sea voluntaria; promover la formación inicial y continua de los profesionales y el personal que trabajen en programas de habilitación y rehabilitación; asegurar la disponibilidad, el conocimiento y uso de dispositivos y tecnologías de apoyo diseñados para las personas con discapacidad, en actividades de habilitación y rehabilitación; así como adoptar medidas para promover la cooperación internacional en el intercambio de tecnologías de apoyo, en particular con países del tercer mundo, como el nuestro.

Empero, contrariando estas obligaciones, en nuestro país los servicios de atención en habilitación y rehabilitación son deficientes y se encuentran altamente centralizados en Lima y las ciudades capitales del interior, lo que excluye de su alcance a un importante número de personas con discapacidad del país que viven en las zonas más alejadas o pobres del país.

En nuestro país, prima un concepto y metodologías de rehabilitación de carácter institucional y, como consecuencia de ello, sólo se provee estos servicios dentro de las instituciones, por lo que la población en condición de pobreza residente en el interior del país no puede acceder a tales servicios por falta de recursos para el transporte hacia los centros de rehabilitación. Una de las causas que genera esta situación es que no se ha asumido oficialmente una estrategia de rehabilitación basada en la comunidad (RBC), lo que permitiría la concertación de todos los servicios públicos y privados existentes en las propias localidades donde se encuentran las personas con discapacidad.

Enfrentadas a servicios de rehabilitación costosos, con cupos escasos y ausencia de equidad en su distribución a nivel nacional, e incluso regional, se torna imperativo desarrollar alternativas que complementen la rehabilitación tradicional desarrollada en centros profesionales y permitir a las personas con discapacidad que viven marginadas en las áreas urbanas, marginales y rurales el acceso a los servicios de rehabilitación que necesitan y hoy no tienen. Una alternativa basada en los parámetros de la Rehabilitación Basada en la Comunidad (RBC)
, promovida por la Organización Mundial de la Salud (OMS). 

La implementación de medidas de habilitación y rehabilitación demanda que las personas con discapacidad cuenten con procesos simplificados y a su alcance para acceder a estos servicios. Ámbito en el que, en el Perú, existen normas, pero que no siempre se cumplen. Es el caso, por ejemplo, de la Resolución Ministerial Nº 298-2004/MINSA, que establece la obligación de expedir gratuitamente los Certificados de Discapacidad en los diversos establecimientos de salud que cuenten con servicios de salud. O de medidas como las previstas en diversos artículos de la Ley Nº 27050, como su artículo 15 que indica que “en cuanto a la prevención terciaria, [el Ministerio de Salud, en coordinación con el CONADIS] ejecuta y promueve la ampliación de la cobertura de atención de las personas con discapacidad orientándose a la rehabilitación efectiva”; en su artículo 18, conforme al cual “Las prótesis, aparatos ortopédicos, medicinas, drogas y toda ayuda compensatoria para la rehabilitación Física de las personas con discapacidad serán proporcionados por los servicios de medicina física del Ministerio de Salud, con el apoyo y coordinación del CONADIS”; o  su artículo 20, según el cual "Las instituciones del Estado en el campo de la salud, en coordinación con CONADIS, brindan atención en todas sus especialidades a las personas con discapacidad, con la finalidad de alcanzar la recuperación de su salud”.

Aunque en términos generales puede afirmarse que los servicios brindados por el Instituto Nacional de rehabilitación (INR) son adecuados, estos no bastan  para cubrir a la población con discapacidad a nivel nacional y por ello son insuficientes. 

Lo mismo puede decirse de los servicios ofrecidos por ESSALUD, en particular sus Centros Especializados de Rehabilitación Profesional que, operando como unidades operativas de diferentes niveles de complejidad, tienen por objetivo lograr la integración socio laboral de la persona con discapacidad a partir de tres modelos:  los Centros Especializados de Rehabilitación Profesional (CERP), los Módulos  Básicos   de Rehabilitación Profesional (MBRP); y las Unidades Básicas de Rehabilitación Profesional (UBARP). Aunque los Centros Especializados de Rehabilitación Profesional de ESSALUD vienen operando desde 1997, a nivel nacional en la actualidad, trece años después, sólo existen cuatro centros y, como se aprecia en la página web de la institución, carece de ningún tipo de estadística sobre la población atendida por cada uno de estos centros rehabilitación que permita saber si se viene cubriendo en estos centros las demandas de la población con discapacidad en este ámbito a nivel nacional o en sus respectivas regiones.

En opinión de los representantes de las organizaciones con discapacidad que han validado este informe, en general se aprecia que no hay una protección de la voluntad de participar de las PCDs en los programas de rehabilitación de manera voluntaria; es decir, que su libertad está restringida también en este ámbito. Situación que se complica cuando no está asegurada la formación inicial y actualización posterior de los profesionales y personal que trabaja en programas de habilitación y rehabilitación de personas con discapacidad.

2.25 
Nivel de vida adecuado y protección social (CDPD, artículo 28) 
El artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) establece que toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. Dispone, asimismo, que la maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales; y que todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social. 

El artículo 28 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, por su parte, reconoce el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida adecuado y a la protección social. Para garantizar este derecho, los Estados deben adoptar medidas para asegurar a las personas con discapacidad la disponibilidad y el acceso a agua potable, a una alimentación adecuada, a vestido y a vivienda; asegurar a las personas con discapacidad el acceso a servicios, dispositivos y otro tipo de asistencia adecuada a precios asequibles, incluida la disponibilidad de programas que cubran los gastos extras relacionados con la discapacidad; asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular las mujeres, las niñas y las personas mayores, a programas de protección social y programas de mitigación de la pobreza; ofrecer programas de vivienda pública y prestaciones y programas de jubilación a las personas con discapacidad; y medidas para reconocer la relación entre pobreza y discapacidad.

Sin embargo, en el Perú estas prescripciones estas todavía muy distantes de poder hacerse realidad. Aunque, como en toda América Latina se han producido en los últimos años avances en la reducción de la pobreza y la pobreza extrema, la situación de las personas con discapacidad sigue siendo mayoritariamente dramática, y no existen estipendios oficiales para las personas con discapacidad en situación de pobreza extrema y abandono. 

El artículo 21 de la Ley General de las Personas con Discapacidad dispone que el Estado promueva el ingreso a la Seguridad Social de las personas con discapacidad, mediante regímenes de aportación y afiliación regular o potestativa; y que el CONADIS coordinará un régimen especial de prestaciones de salud asumidas por el Estado para personas con discapacidad severa y en situación de extrema pobreza, lo cual debería ser fijado en el Reglamento. 
El Ministerio de Salud, como ha sido mencionado al tratar previamente el derecho a la salud, creó el Seguro Integral de Salud (SIS) para brindar servicios básicos a las personas que se encuentran en situación de extrema pobreza; programa al que pueden acceder las PCDs de las diversas regiones del Perú. Sin embargo, no existe un programa específico orientado a las PCDs que contemple de manera especializada servicios orientados a tratar su situación de discapacidad en ninguna etapa de la vida de la persona.

La Ley no prevé el otorgamiento de pensiones de gracia a las personas con discapacidad severa en situación de pobreza extrema. Asimismo, la ley ha establecido una incompatibilidad entre la percepción de las pensiones de invalidez y de orfandad por invalidez, con los ingresos remunerados
, lo que afecta sobre todo a las personas con discapacidad intelectual que requieren ingresar o permanecer en el mercado de trabajo.

2.26
Participación en la vida política y pública (CDPD, artículo 29)

No existe apoyo para crear y fortalecer las organizaciones de personas con discapacidad y su participación a nivel internacional, regional y regional. Las personas con discapacidad no tienen posibilidades materiales para organizarse más sólidamente. Cuando lo hacen es gracias a los apoyos de proyectos sociales privados.

2.27 Participación en la cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte (CDPD, artículo 30)
El artículo 30 de la Convención reconoce el derecho de las personas con discapacidad a participar en la vida cultural, desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, a que se reconozca y apoye su identidad cultural y lingüística especial y a participar en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas en igualdad de condiciones con las demás. Para que ello ocurra, los Estados deben adoptar medidas para reconocer y promover el derecho de las personas con discapacidad a participar en igualdad de condiciones con las demás en la vida cultural, incluidas las oportunidades para desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual; asegurar que las instalaciones culturales, de esparcimiento, turísticas y deportivas sean accesibles a las personas con discapacidad, teniendo en cuenta los niños con discapacidad, incluso mediante la utilización condicional de la adquisición pública y la financiación pública; velar porque las leyes de propiedad intelectual no constituyan una barrera para el acceso de las personas con discapacidad a materiales culturales, incluida su participación en actividades internacionales pertinentes; así como medidas para promover la cultura de los sordos. Deben, asimismo, adoptar medidas para apoyar la participación de personas con discapacidad en los deportes, incluida la eliminación del trato discriminatorio y diferenciado de las personas con discapacidad en la concesión de premios y medallas; y para asegurar que los niños con discapacidad tengan acceso en igualdad de condiciones con otros niños a la participación en las instalaciones de juego, recreación, esparcimiento y deportes, incluidas las que forman parte del sistema escolar.
La Ley General de las Personas con Discapacidad dispone que el CONADIS, en coordinación con el Instituto Peruano del Deporte (IPD) promueva el desarrollo de la actividad deportiva de la persona con discapacidad, disponiendo para ello de expertos, equipos e infraestructura adecuados para su práctica (artículo 28). Dicha institución ha sido encargada por la misma ley de promover, en coordinación con el IPD, la creación de las correspondientes Federaciones Deportivas Especiales que demanden las diferentes discapacidades, a fin de que el Perú pueda integrarse al Comité Para Olímpico Internacional y otros entes o instituciones internacionales del deporte especial. Asimismo, indica que los deportistas con discapacidad, que obtengan triunfos olímpicos y mundiales en sus respectivas disciplinas serán reconocidos por el IPD y el Comité Olímpico Peruano, en la misma forma con que se reconoce a los atletas y deportistas triunfadores sin discapacidad (artículo 29);y, asimismo, que toda persona que disponga de la constancia de inscripción en el Registro Nacional de las Personas con Discapacidad tendrá derecho a un descuento de hasta 50 (cincuenta) por ciento sobre el valor de la entrada a los espectáculos culturales y deportivos organizados y/o auspiciados por el Instituto Nacional de

Cultura (INC), el IPD y las Municipalidades (artículo 30).

La Ley Nº 28036, Ley General del Deporte del Perú, por su parte, establece la obligación de promover la actividad física entre las personas con discapacidad, estimular el desarrollo de sus habilidades físicas y mentales y garantizar su acceso al deporte en forma organizada (artículo 5, numeral 7) así como promover la Implementación de infraestructura, accesos y equipos adecuados para la participación deportiva, recreativa y de educación física de personas con discapacidad física y mental (Artículo 8, numeral 10).

El artículo 10 de la Ley General del Deporte señala, asimismo, que el IPD es dirigido por un Consejo Directivo en el que debe incluirse un miembro en representación de las organizaciones deportivas de la población con discapacidad. La Ley instituye, adicionalmente, las Federaciones Deportivas Especiales (FDE) que son asociaciones civiles de derecho privado y sin fines de lucro que desarrollan, promueven, organizan y dirigen la práctica deportiva, recreativa y de educación física de las personas con discapacidad, en sus diferentes disciplinas y modalidades. Sus estatutos, dirigentes y organizaciones de base se inscriben en el Registro Nacional del Deporte (artículo 47).

El IPD, en coordinación con el CONADIS, debe promover la actividad deportiva, recreativa y de educación física de las personas con discapacidad, así como la constitución de Federaciones Deportivas Especiales; reconociendo y estimulando a aquellos deportistas que obtengan triunfos olímpicos y mundiales en sus respectivas disciplinas en concordancia con lo señalado en la Ley N° 27050 y demás normas conexas y complementarias.

Lamentablemente no existen desde el Estado actividades de promoción cultural entre los colectivos de personas con discapacidad a pesar de que se ha dispuesto legalmente el descuento de 50% del costo de las entradas a los espectáculos públicos organizados por las entidades estatales. Y tampoco hay accesibilidad en los museos y acceso a los monumentos del patrimonio cultural; no se fomenta la creatividad  cultural ni actividades deportivas.

Las personas con discapacidad que participaron de la validación de este informe mediante la encuesta aplicada a nivel nacional sigue con atención la creación de una Federación Nacional de deportes adaptados. Aunque anualmente se realizan juegos nacionales de deportes adaptados en los que participan todas las regiones en las disciplinas de básquet silla ruedas, careras silla ruedas, maratón, atletismo, tenis silla de ruedas o tiro, y que estos juegos son distintos a los que se realizan para las PCDs con Síndrome de Down, la mayor parte de las escasas medidas de apoyo que se dan a favor de la participación deportiva de las PCDs provienen de la empresa privada. 

CAPITULO III
Situación especial de los niños, las niñas y las mujeres con discapacidad

3.1
Situación de las mujeres con discapacidad (CDPD, artículo 6) 
De acuerdo con el artículo 6 de la Convención, los aspectos relativos al género deben integrarse sistemáticamente en la aplicación de todos los artículos de la Convención, cuando proceda, y los Estados deben adoptar medidas para asegurar el pleno desarrollo, adelanto y empoderamiento de la mujer con discapacidad, a fin de garantizarle el ejercicio y disfrute de los derechos y libertades fundamentales reconocidos en la Convención y la eliminación de toda forma de discriminación.

En su legislación y políticas los Estados deben (i) reconocer la desigualdad de género que afecta a las mujeres y las niñas con discapacidad; (ii) garantizar que estas disfruten de todos los derechos y libertades fundamentales en condiciones de igualdad con los niños y los hombres con discapacidad; y (iii) que disfruten de todos los derechos humanos y libertades fundamentales que les corresponden en igualdad de condiciones con las demás niñas y mujeres sin discapacidad.

Las mujeres con discapacidad en nuestro país, empero, se ven sistemáticamente afectadas por una doble discriminación: la que deriva del hecho mismo de ser mujeres y, adicionalmente, la que deriva de su discapacidad. Se ven así cotidianamente enfrentadas a los prejuicios de género que prevalecen en nuestra sociedad, y que afectan a las mujeres, y a las barreras que además enfrentan por razón de su discapacidad. 
La especialista en temas de trabajo social y violencia familiar Beatriz Oblitas Béjar resume acertadamente esta situación de la siguiente manera: 
“La mujer con discapacidad tiene doble desventaja, no sólo tiene que luchar con las barreras que encuentra en su entorno más directo: hogar, comunidad, sino también con obstáculos y dificultades adicionales, así como la falta de oportunidades derivadas de su discapacidad. Tiene mayor probabilidad de ser pobre, de estar desempleada, de depender física y económicamente de otros, de sufrir más abusos sexuales (…)”

No existe normatividad específica, ni se ha realizado acciones por parte del Estado peruano para asegurar la protección de sus derechos y  promoción de su desarrollo. De hecho, la Ley General de la Persona con Discapacidad no hace ningún señalamiento sobre la atención especial a las mujeres con discapacidad, a pesar de la situación de mayor exclusión y discriminación que sufren. Y todo ello, pese a que alrededor del 30% de las mujeres con discapacidad  son jefas de su hogar, abandonadas por sus parejas con la carga económica del sustento de los hijos  y sin alternativas desde el Estado que les permita insertarse en el mercado laboral y productivo. La mayoría de las mujeres que trabajan lo hacen en pequeños negocios, viéndose limitadas a ser vendedoras permanentemente y a realizar tareas modestas quedando fuera de la seguridad social.

Las mujeres con discapacidad tienen, además, mayores dificultades para ejercer su derecho a participación política y ciudadana, siendo vedado,  por lo general, por los propios varones con discapacidad. A ello se suma las limitaciones económicas; la falta de accesibilidad existentes y la pervivencia de conceptos y prácticas tradicionales y culturales que restringen la participación política de la mujer con discapacidad. 

3.2.1 
Representación de las mujeres con discapacidad

La participación y representación pública de la mujer - y de la mujer con discapacidad en particular - es un requisito esencial para que las dificultades que encaran cotidianamente como consecuencia de la discriminación sistemática de que son objeto puedan integrarse en la agenda pública y ser encaradas de una manera sensible a la equidad de género. No obstante, son muy pocas las actividades de las mujeres con discapacidad en el Perú que logran tener impacto en las políticas o programas del Estado. Una de ellas, sin duda, fue el Primer Encuentro Nacional de Mujeres con Discapacidad realizado los días 28 y 29 de abril del  2003 en el cual se recogieron propuestas que luego serian tomadas en cuenta en el PIO 2003-2007. 
Más allá de este evento, son aún incipientes o precarios los pasos dados para dar continuidad y sistematicidad al proceso de ampliación de la representación de las mujeres con discapacidad en el espacio público y el desarrollo de iniciativas que amplíen sus capacidades y oportunidades de modificar sustantivamente la discriminación de que son objeto.
3.2.2
Acceso y participación de las mujeres con discapacidad

Una muestra de la debilidad de estas acciones se expresa en que las principales acciones llevadas a cabo desde el Estado para establecer lineamientos dirigidas a promover los derechos de las personas con discapacidad (el Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 2003-2007; el Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 2009–2018; y el mismo Registro Nacional de Personas con Discapacidad) carecen de un enfoque que visibilice y disponga medidas para superar la desigualdad de género que afecta a las mujeres y las niñas con discapacidad. Un requisito indispensable para que el Estado pueda, como instruye la Convención, garantizar que las mujeres y niñas con discapacidad puedan disfrutar de todos sus derechos y libertades en condiciones de igualdad con los niños y los hombres con discapacidad, así como respecto de las demás niñas y mujeres sin discapacidad.
Problema que se complejiza, aún más, cuando se advierte, como en el caso paradigmático del PIO 2003- 2007, que varias de estas iniciativas carecen de metas e indicadores  esencialmente porque los parámetros estadísticos disponibles, como fue dicho previamente, carecen de fiabilidad. 
Ello hace difícil cualquier tipo de análisis o definición de políticas sobre la situación de las mujeres con discapacidad en el Perú, dado que se carece de una data fiable en que basarse. Una muestra de lo anterior puede encontrarse en el Registro Nacional de Personas con Discapacidad (RNPD), a cargo del CONADIS, según el cual del total de personas con discapacidad registradas un 62% son varones y sólo un 38% son mujeres. Dada la índole voluntaria del registro, y las bajas cifras del número de mujeres con discapacidad inscritas en el RNPD (no obstante que la participación de las mujeres en el espectro total de población es mayor que la de los varones), ello podría estar indicando una dificultad en este campo cuya consecuencia es la sub representación de las mujeres en tales registros. Y la consecuencia de ello es que, sin un registro preciso de su ubicación y situación económica, social y de salud de las mujeres con discapacidad en el Perú, los distintos programas de desarrollo social propuestos o implementados desde el Estado carecen de fundamentos pertinentes para impulsar su participación o el tratamiento adecuado de su realidad. 
3.3.3
Acceso de la mujer con discapacidad a los servicios de Salud 

Según la Encuesta de Hogares sobre Discapacidad en Lima Metropolitana
, apenas un 37% de las mujeres con discapacidad dispone de seguro social (versus una cobertura masculina de un 39%
), lo que pone de manifiesto el bajísimo grado de protección social del que disponen las mujeres con discapacidad en el Perú, así como la existencia de una barrera infranqueable que atropella su derecho a acceder a medicinas, tratamientos o rehabilitaciones para mejor su salud. Según la información recogida en la misma Encuesta, apenas un 13% de las mujeres con discapacidad está en condiciones de llevar a cabo una terapia o rehabilitación. 

Las escasas posibilidades que las mujeres con discapacidad tienen de encontrar un trabajo dependiente y remunerado las ubica usualmente dentro de niveles socioeconómicos más bajos; lo que redunda en la imposibilidad de acceder a los sistemas privados o públicos de salud, en particular porque, en ambos casos, se trata de sistemas contributivos. 

En general, la situación de las mujeres con discapacidad no dista de ser muy distinta de los hombres en cuanto al acceso a la salud. El panorama es descrito de manera sucinta y adecuada por el especialista en temas de salud Juan Arroyo cuando afirma que “El acceso a la salud y la seguridad social tiene como principal obstáculo el estrecho vínculo existente entre pobreza y discapacidad. El bajo porcentaje de acceso al empleo de las personas con discapacidad tiene incidencia directa en el bajo porcentaje de acceso al sistema de salud”. 

Del 29.5 % de PCDs que declaran necesitar ayuda para sus actividades diarias,  el 60 % son mujeres. Siendo la nuera, nietos y no personas del sector salud los que se dedican a su cuidado. 
 
[image: image24.png]Cuadro N°5

Poblacién con Discapacidad:
Poblacién Econémicamente Activa por Sexo

Condicién de Actividad Total Hombre Mujer
Total 409 270 200 477 208 793
PEA 134870 100% 83014 100% 51856 100%
Ocupada 122250  o1% 75422 91% 46828 90%
Desocupada 12620 9% 7592 9% 5028 10%
No PEA 274 400 117 463 156 937

Fuente: INEI-CONADIS. Encussta de Hogares sobre Discapacidad en Lima Metropalitana - 2005,




3.3.4
Acceso de la mujer con discapacidad a la Educación 

Para la gran mayoría de  mujeres con discapacidad en nuestro país la educación es un derecho notoriamente transgredido: un 16% de las mujeres con discapacidad no tiene ningún nivel educativo, y apenas un 5% logro alcanzar un nivel educativo superior universitario completo según el perfil socio-demográfico de las PCDs que el INEI y CONADIS elaboraron con base a una encuesta de hogares en Lima y El Callao el 2005
.
[image: image12.png]Cuadro N°2

Poblacién con Discapacidad de 3 afios a mas:
Ultimo Nivel de Estudios Aprobado por Sexo

Nivel Educativo Total Hombre Mujer
Total 452332 100% 223326 100% 229006 100%
Sin Nivel 57516 1% 20541 38975 16%
nicial 10102 5509 as03 2%
Primaria Incompleta 77 007 37 208 39708 17%
Primaria Completa 83503 39126 44377 19%
Secundaria Incompleta 52379 28308 24073
Secundaria Completa 105378 55265 50113
Superior No Univ. Incompleta s072 2886 3186
Superior No Univ. Completa 22008 12319 5689
Superior Univ. Incompleta 8720 5448 3272
Superior Univ. Completa 26774 6% 14914 11860
Maestria / Doctorado 1131 708 a2
No sabe 1742 515 527

Fuente: INEI-CONADIS. Encuesta d

ogares sobre Discapacidad en Lima Metropo




Según el informe sobre el alcance del derecho a la educación para las PCDs en el Perú formulado por la Comisión Especial de Estudios sobre Discapacidad del Congreso de la República (CEEDIS), entre los factores que explican el porqué de la exclusión de las personas con discapacidad en ámbito educativo se encuentra “en primer lugar, el incumplimiento de las normas y leyes que rigen el sistema educativo; y en  segundo lugar, el presupuesto es exiguo y no cubre el costo de los recursos materiales elementales y mucho menos de infraestructura accesible que hagan posible la inclusión efectiva y, finalmente se tiene como factor último,  la resistencia cultural y el desconocimiento del problema”
.

De acuerdo con la misma Encuesta de Hogares sobre Discapacidad de Lima Metropolitana (2005) antes acotada, la proporción de mujeres que no sabe leer ni escribir es el doble de la de los hombres. Y son pocas las mujeres que han logrado leer o escribir a través del sistema braille, regleta y punzón o programa especial de computación.
 Situación similar a las obtenidas en la ENCO (2006), según la cual el analfabetismo en las mujeres con discapacidad es más del doble que el de los hombres
.
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El sistema escolar peruano acoge a cerca del 1% de la población con discapacidad en edad escolar según estimaciones del Ministerio de Educación.
 Y si consideramos la cifra emitida por la CEEDIS, estaría cubriéndose alrededor del 3% de la población estimada para este rubro; es decir, se estaría dejando fuera del sistema entre el 97% y 99% de niños, niñas y adolescentes con discapacidad. 
[image: image25.png]Cuadro N° 23
Matricula en escuelas especiales en el 2003

Escucla [_Sistema escolar | Total Género Zona

Escolariza| No. Hombre | Mujer | Urbano | Rural
do__|escol

Publica | 19595 | 3.079 | 22,674 | 13,180 | 9.494 | 22,134 | 540

Privada | 5,077 39 | 5116 2904 | 2212 | 5044 | 72

TOTAL | 24672 | 3,118 | 27,790 | 16,084 | 11.706 | 27.178 | 612

Fuente: Ciiras de I Educacion 1998-2003 MED. Elaboracion propia.





Citado en: APRENDER Vida La Educación de las Personas con discapacidad - Teresa Tovar Samanez -  Patricia Fernández Castillo- Estudios sobre Discapacidad- Comisión Especial de estudios sobre discapacidad – CEEDIS- 2005 

En cuanto a niños con discapacidad matriculados en CEE (Centros de Educación Especial), discriminados por género, alrededor del 60% son varones y el 40% mujeres. Esta diferencia puede interpretarse desde dos niveles: que en los varones hay una mayor tendencia de nacer o adquirir una discapacidad o que los varones con discapacidad tienen mayor acceso a los centros educativos que las mujeres.
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Fuente: APRENDER Vida La Educación de las Personas con discapacidad - Teresa Tovar Samanez -  Patricia Fernández Castillo- Estudios sobre Discapacidad- Comisión Especial de Estudios sobre Discapacidad (CEEDIS) 2005. 

El número de personas con discapacidad matriculados en Centros de Educación Ocupacional (CEOs) puede verse en el siguiente cuadro:
[image: image15.png]Cuadro N° 28

Personas con discapacidad que acceden a CEO a nivel nacional 2003

Estudiantes % Género
v W
Personas con dscapacidad 700 003%
que tienen acceso a CEQ 0% | 30%
Estudiantes de CEO 213 0%

* Ciffa aproximativa segin especialisias de la Unidad de Educacion Especial - MED




Fuente: APRENDER Vida La Educación de las Personas con discapacidad - Teresa Tovar Samanez -  Patricia Fernández Castillo- Estudios sobre Discapacidad- Comisión Especial de estudios sobre discapacidad – CEEDIS- 2005 

Este cuadro ofrece otra evidencia de porqué la situación educativa de las mujeres con discapacidad es extremadamente dramática, en la medida en que apenas un 30% del total de personas con discapacidad matriculadas en CEOs es mujer; lo que de por si es sumamente grave considerando que estas 700 personas constituyen apenas el 0,03% del total de matriculados en este tipo de establecimientos educativos. 
El informe sobre el acceso a la educación de las personas con discapacidad formulado por el CEEDIS recuerda que el “principio de educación inclusiva supone que las escuelas modifiquen sustancialmente su estructura, funcionamiento y propuesta pedagógica con el fin de dar respuesta a la diversidad de necesidades educativas de todos y cada uno de los niños y niñas, incluidos aquellos que presentan una discapacidad
. Empero, entre  los obstáculos que impiden la integración y acceso de las mujeres en los centros educativos se encuentra, precisamente, la escasez de centros educativos con una mirada inclusiva.
No obstante las dificultades y limitaciones antes anotadas, es importante resaltar también el trabajo que vienen realizando en este campo organizaciones de la sociedad civil, tales como el Foro Educativo, Save the Children, el CEE Ann Sullivan, los colegios de Fe y Alegría, la Sociedad Peruana de Síndrome Down o el Centro de Empoderamiento de Personas con Discapacidad (CEMPDIS), quienes han constituido un conjunto articulado de organizaciones que impulsan el enfoque de la educación inclusiva y representan una nueva alternativa de inclusión educativa para las mujeres con discapacidad en la medida en que pretenden romper con uno de los principales factores que las afectan, esto es, la resistencia cultural ante la integración de la mujer con un rol igualitario en la sociedad.
3.3.5
Acceso de la mujer con discapacidad al mercado de trabajo

En cuanto refiere al acceso de las mujeres con discapacidad al mercado Laboral, cabe señalar que muchos empleadores ven a las mujeres con discapacidad desde una perspectiva prejuiciosa y estereotipada que las identifica como personas poco eficientes; con posibilidades de menor productividad respecto de otras mujeres sin discapacidad; o como inductoras de mayores costos si son contratadas, todo lo cual contribuye a una menor tasa de demanda laboral.  
De ello son testigos las cifras sobre la situación laboral de las mujeres con discapacidad en el Perú: para ambos sexos, el 76% de las PCDs se encuentran desempleadas; un 67% de ellas declara ser No Población Económicamente Activa (noPEA), es decir que no tiene trabajo o no se encuentra buscando trabajo. 

[image: image26.png]Cuadro N° 4

Poblacién con Discapacidad:
éCuenta con Seguro de Salud? por Sexo

Seguro de Salud Total

Hombre Mujer
Total 426 441 100% 211 141 100% 215 300 100%
si 162564  38% 82945 39% 79619 37%
No

263877 62% 128196 61% 135681 63%

Fuente: INEI-CONADIS. Encuesta de Hogares sobre Discapacidad en Lima Metropolitana - 2005
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Ahora bien, si bien es cierto no existe una gran brecha entre la tasa de desempleo de hombres y mujeres con discapacidad, la diferencia radica en que un 75% de las mujeres declaran ser NO PEA, mientras que en el caso de los hombres este guarismo llega sólo a un 59%, lo que comprueba el mayor grado de inactividad de las mujeres con discapacidad. 

Cuando se aprecia la categoría ocupación por sexo
 se observa que la categoría más alta para las mujeres con discapacidad es la de trabajador independiente; y uno de los principales motivos que explican esta situación es el bajo nivel educativo al que acceden por lo cual, en su mayoría, recurren a trabajos independientes relacionados con la elaboración de manualidades o la gestión de pequeños negocios propios o a dedicarse a labores del hogar. 

La idea anterior se reafirma si se observa que hay un alto porcentaje de mujeres con discapacidad que declaran ser NO PEA ya que se encuentran realizando labores domésticas o porque padecen de más de una discapacidad. Y si pertenecen a la PEA y tienen trabajo el mayor porcentaje es porque  tiene trabajos independientes (por categoría de ocupación el 54.8% de la mujeres trabajó de forma independiente). 
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En cuanto al ingreso que perciben, apenas el 37% de las mujeres con discapacidad que forman parte de la PEA recibe ingresos por encima de la Remuneración Mínima Vital (RMV), mientras que en el caso de los hombres el porcentaje es de un 54%.
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Al ser excluida del acceso a un trabajo bien remunerado, dado sus bajos niveles educativos, las mujeres con discapacidad muchas veces no pueden cubrir sus necesidades básicas, ni mucho menos acceder a un servicio de salud de calidad. Con ello, como bien señala el ex Presidente de la Comisión Especial de Estudio sobre Discapacidad del Congreso de la República Javier Diez Canseco, “se construye un círculo perverso entre discapacidad, exclusión y pobreza”
.
En adición a lo anterior, cabe resaltar que la mayor parte de las personas con discapacidad en el Perú es asistida en su alimentación, vivienda y salud por sus propios familiares. Y destaca en este ámbito, sobre todo, y tal como se aprecia en el cuadro siguiente, la significativa cantidad de mujeres con discapacidad que son jefas (y sostén único) de sus hogares:
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3.2 Situación de los niños, niñas y adolescentes con discapacidad (CDPD, artículo 7)  
El Código de Niños y Adolecentes, aprobado por Ley Nº 27337 el 21 de julio del 2000, señala algunos derechos de los niños con discapacidad. Entre ellos, la adopción de Programas de Rehabilitación que permitan su recuperación física y mental y que le ofrezcan atención especializada; educación especializada y capacitación; acceso a educación especial tendiente a su integración al sistema educativo regular y al aprendizaje de actividades manuales. Sin embargo, no señala otros derechos mencionados en la Convención como es el derecho  a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecta. No existen programas públicos sobre otros aspectos como es el deporte, acceso a la cultura, acceso eficaz y real a la educación inclusiva, acceso a la educación especial para los niños y niñas con discapacidades severas.

El reciente informe “Estado de la Niñez Indígena en el Perú”, presentado por UNICEF y el  Instituto Nacional de estadística (INEI) en el año 2010, a pesar que no menciona datos específicos referentes a los niños con discapacidad,  revela la grave desatención en que se encuentran los niños y niñas indígenas por parte del Estado peruano. Según los datos que el informe recoge del Censo Nacional 2007, los niños y niñas asháninkas y de otras lenguas originarias de la Amazonía a nivel nacional, el 11% de los jóvenes de 18 a 20 años carece del Documento Nacional de Identidad (DNI), y estos porcentajes aumentan en los jóvenes indígenas de la Amazonía donde más del 30% carece de este documento
. 

Es posible que la mayoría dentro de este sector de jóvenes indígenas indocumentados tengan discapacidades por  la situación de desatención y marginalidad en que se encuentran. En el ámbito educativo, la situación es peor, sólo el 32% de la población infantil indígena de 3 a 5 años asiste a un centro educativo frente al 55% de la niñez no indígena. 

El “Informe sobre la aplicación de la Convención Internacional sobre los derechos de los niños, niñas y adolecentes en el Perú” presentado el 2005 por el Grupo de Iniciativa Nacional (GIN) incluye entre sus Recomendaciones la de “Garantizar la aplicación irrestricta de los derechos y las medidas de protección para los niños y adolescentes expuestos a situaciones de riesgo, como son los niños y adolescentes trabajadores, los niños de la calle, los niños afectados por la violencia política e intrafamiliar, los niños con alguna discapacidad, los adolescentes infractores, por no contar con programas sostenidos y debidamente presupuestados”
.

Carecemos en el Perú de información estadística actualizada acerca de los niños que presentan alguna discapacidad y las últimas cifras registradas al respecto provienen del Censo Nacional de Población de 1993 donde se registra un total de 64,500 peruanos con discapacidad en edad escolar de 5 a 19 años.

Una característica de esta población infante con discapacidad, es que el nivel educativo al que pueden acceder es minoritario; es decir que las posibilidades de que ingresen a la escuela es de un 6% a nivel de colegios públicos y privados. En el campo la situación es peor dado que en los sectores rurales sólo puede acceder un 2% de dicha población. Finalmente el resto de niños que tienen problemas de discapacidad se insertan en colegios integradores; es decir, colegios de educación especial dándose el  94% de posibilidades restante. 
De acuerdo con las cifras de dicho Censo, el segmento de jóvenes con discapacidad – población que de acuerdo con los parámetros establecidos por el artículo 2 de la Ley Nº 27802 (Ley del Consejo Nacional de la Juventud) tiene entre 15 y 29 años de edad – ascendía entonces a 59,211 personas, lo que equivalía al 20.52% del total de personas con discapacidad censadas. De este número, 31,571 eran hombres y 27,640 mujeres, lo que equivalía al 21.56% y 19.44%, respectivamente, del total de personas con discapacidad que se contabilizaron entonces. 

Dicho censo reveló también que la discapacidad más frecuente entre los jóvenes, era la discapacidad física (23.3%). La segunda discapacidad más frecuente era el retardo mental (21.61%), seguida por la discapacidad visual (19.96%). Adicionalmente, un 15.97% de los jóvenes con discapacidad censados eran sordos, y el 11.78% sufría de alteraciones mentales. 

Referencias mas actualizadas sobre la composición, prevalencia y participación de la mujer en la condición de la mujer como jefa de hogar, según el tipo de discapacidad de alguno de sus miembros, pueden apreciarse en los siguientes cuadros: 

RESULTADOS DE LA ENCO 2006[image: image29.emf]
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CAPITULO IV     :
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
CONCLUSIONES

i. El presente informe alternativo sobre  el cumplimiento de la CDPD en el país tiene como objetivo alcanzar el reconocimiento y pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad en el Perú, buscando reafirmar los avances, reorientar las metodologías de trabajo en el diseño de políticas públicas y señalar las malas prácticas que subsisten en el Perú, a pesar de la ratificación de la Convención y su Protocolo Facultativo.

ii. La vigencia de la Convención y su ratificación por el Estado peruano profundizó la conciencia de derechos, voluntad de demanda y vigilancia por su cumplimiento en el seno de las organizaciones de personas con discapacidad. Al mismo tiempo, ha planteado al aparato estatal el reto de transformar una suma de actividades dispersas “en beneficio” de la población con discapacidad” en políticas públicas y programas que apunten a su desarrollo integral y a su efectiva inclusión social. Para ello es preciso superar las malas prácticas de discriminación, irrespeto a su dignidad y desigualdad de oportunidades que aún persisten en el Perú. 

iii. Una de las más importantes disposiciones de la Convención es la participación de las propias personas con discapacidad y sus organizaciones en la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la Convención y el seguimiento correspondiente de su cumplimiento. El Estado peruano no ha cumplido con este mandato, al no hacernos partícipes de la Comisión ad-hoc creada, ni de la elaboración de su informe oficial, pese a las demandas planteadas por las organizaciones y la sociedad civil organizada.

iv. No se han creado tampoco los instrumentos metodológicos necesarios para la creación, ejecución y evaluación de los avances de la Convención. No existen datos estadísticos completos sobre la población con discapacidad que permitan el diseño, ni previsto las asignaciones presupuestales precisas que se requieren para hacer efectivos todos y cada uno de los derechos señalados en la Convención.

v. El informe oficial del Estado peruano presentado sobre los avances registrados en nuestro país para implementar la Convención, tiene un carácter disperso, sin articulación interinstitucional y está desprovisto de información concreta sobre la ejecución presupuestal efectuada para el cumplimiento de la Convención.

vi. Presentamos, por ello y por intermedio del Secretario General de la Organización de Naciones Unidas y el Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, algunas recomendaciones para lograr el mejor cumplimiento de la Convención por parte del Estado peruano.

RECOMENDACIONES

Recomendaciones de carácter general

1. Instituir formalmente un mecanismo independiente, de carácter permanente, encargado de promover y supervisar la aplicación de la Convención, con la participación de las organizaciones más representativas de las personas con discapacidad a nivel nacional, bajo la supervisión de la Defensoría del Pueblo
 y el concurso de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH) del Perú
.
2. Tomar las medidas necesarias para permitir, en lo inmediato, la participación de las personas con discapacidad y sus organizaciones en la Comisión Multisectorial Permanente (CMP) encargada del seguimiento y propuesta de medidas para la implementación de la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
3. Asegurar la aprobación de la propuesta de nueva Ley General de las Personas con Discapacidad (LGPD) elaborada y presentada al Congreso de la República, con el respaldo de decenas de miles de firmas y mediante una iniciativa legislativa ciudadana
, para armonizarla con los mandatos de la Convención
.
4. Revisar y armonizar con los mandatos de la Convención el resto de la legislación nacional y los planes y programas  relacionados con las personas con discapacidad: las leyes  de trabajo, salud, seguridad social, vivienda, normas regionales y locales, el Código de los Niños y Adolecentes y el Plan de Igualdad de Oportunidades entre Varones y Mujeres, entre otras.
5. Llevar a cabo un Censo sobre las personas con discapacidad que permita el diseño adecuado de políticas públicas y la elaboración de líneas de base sobre la situación - por ejemplo - de la salud, la educación y el acceso al empleo de las personas con discapacidad, y a partir de las cuales definir metas y medir los avances del cumplimiento de la Convención.
6. Elaborar un Plan Estratégico de cumplimiento de la Convención en armonía con el Plan Nacional de Derechos humanos que contenga actividades transversales y específicas, indicadores y las asignaciones presupuestales correspondientes, con enfoque de género y un énfasis especial en la atención de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad.

7. Instruir a la Agencia Peruana de Cooperación Internacional (APCI) que dé prioridad a la atención de personas con discapacidad en los planes de la Cooperación Técnica Internacional, visibilizando, mediante informes periódicos y de manera transparente, el destino de los fondos captados por esta fuente, así como velando porque la cooperación internacional, incluidos los programas de desarrollo internacionales, sean inclusivos y accesibles para las personas con discapacidad. 

8. Implementar la recomendación del Secretario General de las Naciones Unidas formulada en la Asamblea General de 27 de julio de 2009, respecto a la “Realización de los Objetivos de Desarrollo del Milenio para las personas con discapacidad mediante la aplicación del Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad y la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad”.
9. Realizar campañas masivas de difusión de la Convención a través de los medios de comunicación pública (radio, prensa, TV y otros) y privada, en este último caso mediante estrategias concertadas de difusión; así como – atención al carácter multicultural y plurilingüe de la población peruana - difundir la CDPD en quechua, aimara y las demás lenguas que corresponden al conjunto de nacionalidades indígenas que habitan la amazonia del Perú. 
10. Capacitar a los funcionarios de los tres Poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) respecto de los mandatos de la Convención.

Recomendaciones de carácter específico

11. Diseñar, con la participación de las organizaciones de personas con discapacidad,  estrategias focalizadas dirigidas a revertir las principales vulneraciones que ocurren en relación con el derecho a la vida de las personas con discapacidad que están directamente asociadas a su baja calidad de vida o aquellas vinculadas a la prevalencia de prácticas culturales que amenacen a las personas con discapacidad, incluso los recién nacidos, a la privación arbitraria de sus vidas. 

12. Modificar el artículo 119 del Código Penal para que el aborto eugenésico no tenga en el Perú una pena menor que otros abortos.

13. Adoptar medidas para eliminar las barreras que limitan la inscripción de las personas con discapacidad en el registro electoral impidiéndoles ejercer su derecho al voto; previendo, asimismo, una estrategia integral de medidas que permitan que estas puedan acceder a los centros de votación (durante el trayecto, el ingreso y en las mesas de votación); que se elaboren plantillas y cédulas de votación en formato braille para las personas invidentes; que se establezca mecanismos que faciliten la comunicación con personas que presenten alguna discapacidad auditiva; la realización de campañas de educación electoral para que ejerzan su derecho al voto; y, de igual manera, que se permita el acceso a la cámara de votación de una persona de confianza que acompañe a las personas que sufran de dedos anquilosados, de discapacidad en la parte superior de sus cuerpos o  cuadripléjicas, para que las asistan en la emisión de su voto. 

14. Incluir de manera más enfática la problemática de la violencia de género contra las mujeres con discapacidad en las estrategias nacionales de lucha contra la violencia de género, garantizando su acceso a servicios y/o programas de recuperación, rehabilitación y reintegración social, en caso de ser víctimas de violencia.

15. Adoptar medidas dirigidas a proteger a las mujeres y hombres con discapacidad a esterilizaciones forzosas.
16. Disponer medidas de apoyo que permitan que los padres con discapacidad puedan desempeñar adecuadamente sus responsabilidades en la crianza de sus hijos y no se permita que ningún niño/a sea separado de sus padres por razón de su discapacidad, o de la discapacidad de los padres o de uno de ellos. 

17. Modificar la Ley 29392 sobre infracciones y sanciones por el incumplimiento de algunos artículos de la Ley General de la Persona con Discapacidad (Ley 27050), encargando a las Municipalidades la aplicación de las sanciones y delegando en el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) y el Consejo Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS) las tareas de fiscalización; fortaleciendo, al mismo tiempo, las funciones y recursos de las Oficinas Municipales de Atención a las Personas con Discapacidad (OMAPEDs) dedicando con tal efecto los ingresos recaudados por multas por no accesibilidad previstos en la Ley 29392 al desarrollo de sus funciones.

18. Normar el cumplimiento, por parte de las Municipalidades, de la presentación de informes sobre el uso del 0.5% de sus presupuestos destinados por ley a la ejecución de obras, reparación o modificaciones destinadas a mejorar o proveer de accesibilidad a la infraestructura urbana. 

19. Tomar las medidas pertinentes para el cumplimiento efectivo de la legislación sobre la incorporación de opciones de acceso en las páginas web de las entidades públicas, universidades y otras organizaciones privadas que prestan servicios a través de internet, de modo que las personas con discapacidad visual, los adultos mayores y, en general, todas las personas puedan acceder a la información contenida en los portales de dichas instituciones sin limitación.

20. Legislar y tomar medidas para todas las campañas de salud (para prevenir el VIH/SIDA, ETS, dengue, malaria, etc.) sean accesibles para las personas con discapacidad, de conformidad con lo establecido en el artículo 25 de la CDPD. 

21. Modificar el Código Civil en orden a garantizar adecuadamente el ejercicio de los derechos civiles por parte de las personas sordomudas,  ciego sordas y  ciego mudas, así como las demás personas afectadas por una discapacidad intelectual o mental/psicosocial de modo que se ponga fin a la actual lesión de su dignidad y el trato discriminatorio del que vienen siendo objeto.

22. Implementar los ajustes razonables que se requieran en la administración de justicia - incluyendo la introducción del uso de lenguajes adaptados como el lenguaje de señas o la comunicación adaptada para personas con discapacidad intelectual,  etc. –, así como un trato preferente y las medidas necesarias para dar celeridad a los juicios en que se encuentren involucradas las personas con discapacidad. 

23. Prever la disponibilidad de recursos alternativos extra hospitalarios, premunidos de los correspondientes presupuestos e insertos en la comunidad, que sirvan de base para implementar el modelo de rehabilitación comunitaria para las personas con discapacidad psicosocial. El proceso de comunitarizacion de los servicios debería ir acompañado de un rediseño de los servicios actualmente existentes, de modo que no sólo guarden conformidad con los estándares previstos por la CDPD - lo que incluye que sean brindados con el consentimiento previo e informado de las personas con discapacidad mental/psicosocial, tal como postulan los artículos 17 y 25 de la Convención – sino que, se prevenga toda privación de la libertad fundada en la discapacidad, tal como refiere el artículo 14 de esta.
24. Con el propósito de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y abuso en perjuicio de las personas con discapacidad, se debe asegurar que todos los servicios y programas al servicio de estas sean supervisados por un organismo independiente, conformado por la Defensoría del Pueblo y los organismos nacionales de derechos humanos. Entre otros aspectos, dicho organismo debe encargarse de vigilar de manera permanente el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad psicosocial internadas en los centros hospitalarios; previendo, cuando corresponda, la desinstitucionalización de aquellas personas que permanezcan en estos en contravención a las garantías que al efecto les reconoce la CDPD. En el mismo sentido, debe derogarse la disposición de la Ley Nro. 29737 que permite el internamiento involuntario de personas con trastornos mentales sin fijar los presupuestos en que esto se puede dar, violando con ello su derecho a la igualdad ante la ley y a que se respete su integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás personas.
25. Crear programas de rehabilitación considerando las diversas zonas urbano marginales y rurales del país y con la participación de las personas con discapacidad en su implementación y evaluación.

26. Aplicar los recursos presupuestales y capacitación del personal de salud en el contenido de la CDPD, de modo que se cumpla de manera efectiva con el derecho a la atención de la salud de las personas con discapacidad, asegurando que los centros hospitalarios y centros de salud sean plenamente accesibles para las personas con discapacidad, y que en estos ellas sean informadas y atendidas adecuadamente; asimismo, garantizar que todos los hospitales dispongan de servicios de rehabilitación para las diversas discapacidades. 

27. Implementar bancos de ayudas bio-mecánicas, descentralizadas y de bajo costo, que permitan asegurar que todas las personas con discapacidad, y en particular las de menores recursos económicos o residentes en las zonas rurales y urbano marginales del país, gocen de movilidad personal con la mayor independencia posible. 
28. Destinar recursos presupuestales suficientes para lograr avances en el proceso de la inclusión escolar de los niños, niñas y jóvenes con discapacidad. Los aspectos prioritarios a atender deben ser, en este aspecto, la promoción del derecho a la educación inclusiva de todos los niños y adolescentes con discapacidad; la capacitación técnica y sensibilización del personal docente de educación regular y especial, en particular en torno al trato del alumno con discapacidad y los procedimientos de enseñanza, así como las adecuaciones curriculares pertinentes: el desarrollo de una formación laboral para las y los jóvenes con discapacidad de acuerdo con sus capacidades, vocación y la demanda del mercado de trabajo.  

29. Asegurar el cumplimiento efectivo de la cobertura del 3% de la planilla de las instituciones estatales para las personas con discapacidad.

30. Crear programas de inserción laboral y fomento de proyectos productivos a favor de las PCDs.

31. Remover las barreras que impiden o limitan la accesibilidad de las personas con discapacidad a su entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e instalaciones públicas, tanto en zonas urbanas como rurales. 
32. Disponer una pensión no contributiva en favor de las personas con discapacidad severa y en situación de pobreza extrema.

33. Disponer que el CONADIS cree mecanismos de apoyo para la creación y fortalecimiento de las organizaciones de personas con discapacidad y asegure su plena participación a nivel nacional, regional e local. 

34. Garantizar la plena accesibilidad de las personas con discapacidad a todas las instalaciones de carácter cultural y/o deportivo, en especial en todas aquellas que se benefician de apoyos públicos, los mismos que deben condicionarse a la implementación de planes de accesibilidad.

35. Garantizar por parte del Estado la difusión del presente Informe Alternativo sobre el cumplimiento de la Convención, así como realizar reuniones y talleres nacionales, regionales y locales de información sobre los avances alcanzados. 

NOTA:

El presente Informe ha sido elaborado por la Confederación Nacional de Personas con Discapacidad del Perú (CONFENADIP) gracias al apoyo del Fondo por los Derechos de las Personas con Discapacidad (DRF).
En su elaboración han participado personas con discapacidad organizadas  en diferentes bases a lo largo del  territorio nacional. Asimismo, han colaborado especialistas en derechos humanos y estudiantes de la Pontificia Universidad Católica de Perú y de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos.

El proceso de formulación del presente Informe Alternativo fue supervisado por el Comité Directivo de la CONFENADIP conformado por:

· Wilfredo Guzmán Jara – Presidente
· Sonia Malca – Vice – Presidenta

· Víctor Hugo Ismodes – Secretario General

· Hugo León Ibáñez – Secretario de Economía

· Mónica Honores – Secretaria de Organización

· Severo Salazar Torres – Coordinador Norte

· Luis Enrique Carpio – Coordinador Centro

· Silvia Elena Aguilar – Coordinadora Sur

· Janis Gómez – Coordinador Oriente

Y el Equipo Técnico a cargo de la redacción final del informe estuvo integrado por:
· Javier Mujica Petit, Presidente del Centro de Políticas Públicas y Derechos Humanos – Perú EQUIDAD (Coordinador del Equipo de Redacción)
· Luz Elena Calle 

· María Isabel Farías
· Violeta Espinoza

· Julia Jiménez

· Graciela Hijar

· Claudia Ávila
· Claudia Ballena
· Luis Ángel Briceño
Se aplicó 218 cuestionarios a representantes de organizaciones de personas con discapacidad a nivel nacional, de cuya tabulación se encargó el señor Vicente Velásquez.

Va también nuestro agradecimiento a la generosa colaboración de Sonia Povis y  José Antonio Ysola.
� La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad fue suscrita el 30 de marzo de 2007, en la ciudad de Nueva York, Estados Unidos de América, y aprobada por el Congreso de la República del Perú mediante Resolución Legislativa Nº 29127 del 31 de octubre de 2007. Dichos instrumentos fueron luego ratificados por el Estado peruano en diciembre 2007 mediante el Decreto Supremo Nº 073-2007-RE.


� Fuente: Instituto Geográfico Nacional (IGN) - Dirección de Geografía.


� Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).


� Fuente: Ministerio de Comercio Exterior y Turismo (MINCETUR). 


� El IDH es una medida sinóptica del desarrollo humano con el  objetivo único de situar nuevamente a las personas en el centro del proceso de desarrollo, en términos de debates económicos, formulación de políticas y promoción. 


� Fuente: Informe sobre Desarrollo Humano  2009. “Por una densidad del Estado al servicio de la gente”. �HYPERLINK "http://www.pnud.org.pe/"�Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo� (PNUD).


� Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).


� Según el XXX de la Comisión Económica para América Latina (CEPAL) 2008, el resto de las economías de América Latina también creció sostenidamente entre los años 2003 y 2008, reduciendo la pobreza del 44% al 35%  y la extrema pobreza de un 18,6% a 12,7% entre 1980 y el año 2007. Fuente: 


� Fuente: Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI).


� El Índice de Gini es un número expresado en porcentajes entre 0 y 1, en donde 0 se corresponde con la perfecta igualdad de ingresos y 1 se corresponde con la perfecta desigualdad de ingresos.  Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). �HYPERLINK "http://websie.eclac.cl/anuario_estadistico/anuario_2009/datos/1.6.4.xls"�Anuario Estadístico 2009�.


� PLANAS Pedro, Regímenes Políticos Contemporáneos, Fondo de Cultura Económica, Lima, 1997, págs. 70-82. 


� Artículo 108º de la Constitución.


� Ídem. Artículo 122º. 


� Ídem. Artículo 31º y 33º. 


� Artículo 2º de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo (LOPE), Ley Nº 29958.


� Artículo 6º de la LOPE.


� Artículo 2º y 5º del Reglamento del Congreso.


� Artículo 26º Ley Orgánica del Poder Judicial.


� Aunque ambas premisas puedan parecer contradictorias en principio, no resultan así. Por Gobierno unitario se entiende que el ordenamiento jurídico es uno y rige para todo el territorio peruano, es decir, los organismos públicos gozan de competencias nacionales. Este aspecto unitario se concretiza en el Gobierno Nacional y los órganos constitucionalmente autónomos.


� El artículo 188 de la Constitución peruana refiere que ¨La descentralización es una forma de organización democrática  y constituye una política permanente de Estado, de carácter obligatorio,  que tiene como objetivo fundamental el desarrollo integral del país. El  proceso de descentralización se realiza por etapas, en forma progresiva y ordenada conforme a criterios que permitan una adecuada asignación de competencias y transferencia de recursos del gobierno nacional hacia los gobiernos regionales y locales¨. 


� Ídem. Artículo 35º. 


� Ídem. Artículo 42º


� Ídem. Artículo 36º.


� Una interpretación comprensiva de estos principios puede leerse en RUBIO CORREA, Marcial, “La interpretación de la Constitución según el Tribunal Constitucional”, Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Lima, 2005. 


� Código Procesal Constitucional, arts. 25 a 36.


� Resolución Defensorial  N°001-2009/DP/11 de febrero de 2009.


� Constitución, artículo 200: “Son garantías constitucionales:(…) 4. La Acción de Inconstitucionalidad, que procede contra las normas que tienen rango de ley: leyes, decretos legislativos, decretos de urgencia, tratados, reglamentos del Congreso, normas regionales de carácter general y ordenanzas municipales que contravengan la Constitución en la forma o en el fondo. 5. La Acción Popular, que procede, por infracción de la Constitución y de la ley, contra los reglamentos, normas administrativas y resoluciones y decretos de carácter general, cualquiera sea la autoridad de la que emanen.


� Constitución, articulo 202 inciso 1.


� Aprobado por Resolución Legislativa Nº 29127.� promulgada el 01 de noviembre de 2007.


� Perú ratifico la Convención y su Protocolo Facultativo mediante el Decreto Supremo Nº 073-2007-RE de fecha 30 de diciembre de 2007.





� Ver en Diario Oficial “El Peruano”, 11 de diciembre 2005, pág. 306003. 


� CDPD, artículo 3: “Los principios de la presente Convención serán: a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; b) La no discriminación; c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad;


d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la condición humanas; e) La igualdad de oportunidades; f) La accesibilidad; g) La igualdad entre el hombre y la mujer; y h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas


con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.


� Normas relacionadas: los artículos 6 al 10 de la  Ley Nº 28164 (Ley que modifica diversos artículos de la Ley Nº 27050); el artículo 1 del Decreto Supremo Nº 003-2000-PROMUDEH (Reglamento de la Ley Nº 27050), los artículos 5 a 13 de la Resolución de Presidencia Nº 009-2003-P/CONADIS (que modifican diversos artículos del Reglamento de Elección de Representantes de Asociaciones e Instituciones de Personas con Discapacidad, ante el Consejo Nacional del CONADIS).


� Directrices relativas al documento específico sobre la Convención que deben presentar los Estados partes con arreglo al párrafo 1 del artículo 35 de la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad, aprobadas por el Comité sobre los Derechos de las Perdonas con Discapacidad durante su segundo período de sesiones, celebrado en Ginebra, del 19 a 23 de octubre de 2009, pto. A.3.2.h.


� En http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/PIO-2003-2007.pdf


� Cabe señalar que las estadísticas referenciales hasta entonces prevalecientes provenían del “VIII Censo Nacional de Población y Vivienda” (INEI, 1981) que consignaba 26,560 personas con discapacidad censadas; y del “Boletín estadístico sobre la Encuesta Nacional: Problemática del Minusválido en el País”. estudio realizado por la Gerencia de Prestaciones Sociales, Sub-gerencia de protección y rehabilitación social, División de Protección a Minusválidos del Instituto Peruano de Seguridad Social (IPSS) de 1982 que consignaba un total de 58,038 personas con discapacidad.


� Modificando criterios previos, la "Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la Discapacidad y de la Salud" (CIF) no habla de deficiencia, discapacidad o minusvalía. Evitando las connotaciones negativas que ciertos términos convocan, no habla de "deficiencias" sino de "funcionamiento"; la palabra "discapacidad" es reemplazada por el término neutro "actividad". Las circunstancias negativas en esta dimensión, son descritas como "limitaciones de la actividad". El término "minusvalía" es reemplazado por el de "participación", y las circunstancias negativas en esta dimensión son descritas como "restricciones de la participación". No obstante, el aporte más valioso de la CIF fue que las restricciones a la participación, antaño aludida como “minusvalía”, ya no es interpretada desde una perspectiva de salud, como algo que afecta a un individuo aislado afectado por un daño, lesión o enfermedad, sino como una relación entre las personas y su mundo circundante (factores ambientales o errores de diseño).


� En �HYPERLINK "http://iinei.inei.gob.pe/iinei/RedatamCpv2007.asp?ori=C"�http://iinei.inei.gob.pe/iinei/RedatamCpv2007.asp?ori=C�


� Ley Nro. 27050, artículo 12.


� Ídem. articulo 8.


� Ver en �HYPERLINK "http://www.conadisperu.gob.pe/web/registronacional.php"�http://www.conadisperu.gob.pe/web/registronacional.php�


� Plan Alternativo de igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad, CONFENADIP. 


�En �HYPERLINK "http://www.conadisperu.gob.pe/web/pld_transparencia.php?octocodigo=Asociaciones&octodescrip=RNASC"�http://www.conadisperu.gob.pe/web/pld_transparencia.php?octocodigo=Asociaciones&octodescrip=RNASC�. Fecha: 27 setiembre 2010.





� CDPD, articulo 4 numeral 3.


� Decreto Supremo Nº 007-2008-MIMDES que aprobó el Plan de Igualdad de Oportunidades para las personas con discapacidad 2009-2018 (PIO). Ver en 


�HYPERLINK "http://www.conadisperu.gob.pe/web/documentos/pio_convencion/pio.pdf"�http://www.conadisperu.gob.pe/web/documentos/pio_convencion/pio.pdf�


� Ver en 


�HYPERLINK "http://www.conadisperu.gob.pe/web/texto/pld_transparencia.php?octocodigo=Convocatorias%202009&octodescrip=ADM"�http://www.conadisperu.gob.pe/web/texto/pld_transparencia.php?octocodigo=Convocatorias%202009&octodescrip=ADM�


� Ver Informe en  www2.ohchr.org/english/issues/.../PeruDefensoriadelPueblo.doc














� Ver en Código Penal peruano (Decreto Legislativo 635), Capítulo II (Aborto), artículo 119 (Aborto terapéutico). En �HYPERLINK "http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default%20codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo"�http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default codpenal.htm&vid=Ciclope:CLPdemo�


� El inciso 24 del artículo 2 de la Constitución peruana señala que “toda persona tiene derecho a: A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia: a) Nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe. b) No se permite forma alguna de restricción de la libertad personal, salvo en los casos previstos por la ley.  Están prohibidas la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres humanos en cualquiera de sus formas. c) No hay prisión por deudas.  Este principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios. d) Nadie  será  procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley. e) Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad. f) Nadie puede ser detenido sino por mandamiento escrito y motivado del juez o por las autoridades policiales en caso de flagrante delito. El detenido debe ser puesto a disposición del juzgado correspondiente, dentro de las veinticuatro horas o en el término de la distancia. Estos plazos no se aplican a los casos de terrorismo, espionaje y tráfico ilícito de drogas. En tales casos, las autoridades policiales pueden efectuar la detención preventiva de los presuntos implicados por un término no mayor de quince días naturales. Deben dar cuenta al Ministerio Público y al juez, quien puede asumir jurisdicción antes de vencido dicho término. g) Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo previstos por la ley. La autoridad está obligada bajo responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde se halla la persona detenida. h) Nadie debe ser víctima de violencia moral, psíquica o física, ni sometido a tortura o a tratos inhumanos o humillantes. Cualquiera puede pedir de inmediato el examen médico de la persona agraviada o de aquélla imposibilitada de recurrir por sí misma a la autoridad. Carecen de valor las declaraciones obtenidas por la violencia. Quien la emplea incurre en responsabilidad”.  


� Comité de Derechos Humanos, Comentarios Generales No 27: Libertad de movimiento (1999). 


� HUERTA, Jaime. Discapacidad y Diseño Accesible. Ver en �HYPERLINK "http://www.codis.pe/publicaciones.php"�http://www.codis.pe/publicaciones.php�


� Ver Informe Defensorial 140 en: 


�HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf"�http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf�





� Tribunal Constitucional, Expediente Nº 3081-2007-PA/TC, R.J.S.A. Vda. de R., a nombre propio y en su calidad de curadora representante de su hija G. R. S. contra la sentencia de la Quinta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima. La demandante interpuso demanda de amparo contra EsSalud, solicitando que se dejara sin efecto la orden de alta de su hija G. R. S. (46 años), quien padecía de esquizofrenia paranoide. Orden de alta otorgada por el Centro de Rehabilitación Integral para Pacientes Crónicos (CRIPC)  Hospital 1 Huariaca-EsSalud – Pasco.


� Ver al efecto, Código Civil (Decreto Legislativo 295), articulo 576 (Funciones del curador): “El curador protege al incapaz, provee en lo posible a su restablecimiento y, en caso necesario, a su colocación en un establecimiento adecuado; y lo representa o lo asiste, según el grado de la incapacidad, en sus negocios”. En �HYPERLINK "http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codcivil.htm&vid=Ciclope:CLPdemo"�http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=templates&fn=default-codcivil.htm&vid=Ciclope:CLPdemo�





� Ver en �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php"�http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php�


� Ídem.


� Ley N° 29478, ver en: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/29478.pdf"�http://www.congreso.gob.pe/ntley/Imagenes/Leyes/29478.pdf�


� Artículo 263 de la Ley Orgánica de Elecciones. 


� CDPD, Preámbulo.


� En: �HYPERLINK "http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy"�http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy�


� Informe Oficial, pág. 25.


�En  �HYPERLINK "http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy"�http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy�


� Ver en Informe de Adjuntía N° 005-2009-DP/ADHPD:


 �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2009/Informe-005-2009-DP-ADHPD-vf.pdf"�http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/varios/2009/Informe-005-2009-DP-ADHPD-vf.pdf�, y Documento Defensorial N° 002: �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php"�http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php�


� Ver en �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/ntley/LeyNume_1p.asp"�http://www.congreso.gob.pe/ntley/LeyNume_1p.asp�


� Tal como ha sido consignado en el Informe Oficial, pág. 52


� Documento aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su cuadragésimo octavo periodo de sesiones, mediante Resolución 46/96, del 20 de diciembre de 1993


� Reglamento de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Decreto Supremo Nº 003-2000-PROMUDEH.


� HUERTA PERALTA, Jaime e ISOLA LAVALLE, José Antonio. “Discapacidad y accesibilidad- Dimensión desconocida”  Comisión Especial de Estudio sobre Discapacidad del Congreso de la República, Fondo Editorial del Congreso del Perú, 2006.  


�  INEI – CONADIS (2006) “Lima Metropolitana: Perfil Socio-Demográfico de la Población con Discapacidad, 2005”. Encuesta de Hogares sobre Discapacidad de Lima Metropolitana - EHODIS 2005. Estudio realizado en Lima Metropolitana y Callao, pág. 130.


� HUERTA PERALTA, Jaime e ISOLA LAVALLE, José Antonio. Op. Cit.


� Ley Nº 27920, del 20 de diciembre de 2002, mediante la cual se establecieron sanciones por el incumplimiento de Normas Técnicas de Edificación NTE U.190 y NTE A.060, sobre adecuación urbanística y arquitectónica para personas con discapacidad. 


� Adoptada por el Congreso de la Republica el 16 de septiembre de 2003, señala que la responsabilidad del cumplimiento de las normas técnicas de adecuación arquitectónica y urbanística recae sobre las municipalidades, ya que son los funcionarios de las municipalidades los encargados de verificar que las solicitudes de licencia para las edificaciones se adecuen a la normativa vigente. Dispone, además, que ante el incumplimiento de la normativa correspondiente, se impondrán multas así como se mantendrá la obligación de corregir la infraestructura, ya que de no hacerlo, acarreará la inhabilitación de uso público de la edificación.


� Aprobada el 23 de enero de 2001 y luego modificada el 11 de marzo del año 2006 por la Ley Nº 28683, dispone que en los lugares de atención al público las mujeres embarazadas, las niñas, niños, las personas adultas mayores y con discapacidad, deben ser atendidas y atendidos preferentemente. Asimismo, los servicios y establecimientos de uso público de carácter estatal o privado deben implementar medidas para facilitar el uso y/o acceso adecuado para las mismas.


� Por Ley Nº 28735 del 24 de Abril del 2006, publicada el 18 de Mayo del 2006, se estableció el marco normativo que regula la atención de los pasajeros con discapacidad, mujeres embarazadas y adultos mayores en los aeropuertos, aeródromos, terminales terrestres, ferroviarios, marítimos y fluviales y estaciones de ruta, aeronaves, vehículos de transporte terrestre y ferrocarriles, a efectos de garantizar el respeto a los principios de igualdad de derechos, de movimiento y de elección y, el derecho a desenvolverse con el mayor grado de autonomía e independencia posible; así como a la seguridad en su traslado y movilización. Es de carácter obligatorio aplicar la Ley en mención, en todos los aeropuertos, aeródromos y aeronaves de naturaleza civil y comercial, incluyendo las aeronaves militares que transportan personal civil; en los terminales terrestres, ferroviarios, marítimos y fluviales y estaciones de ruta; en vehículos de transporte terrestre interprovincial de pasajeros y de turismo interprovincial y ferrocarriles de transporte de pasajeros en el ámbito nacional. Siendo las autoridades administrativas, empresas operadoras de aeropuertos, de terminales terrestres, ferroviarios, marítimos y fluviales y de estaciones de ruta; los explotadores aéreos, de servicios de transporte terrestre interprovincial de pasajeros, de turismo interprovincial y operadores ferroviarios de transporte de pasajeros, quienes deberán adoptar las siguientes medidas de accesibilidad para los pasajeros con discapacidad, mujeres embarazadas y adultos mayores.


� Establece los procedimientos para el saneamiento de la titulación y de unidades inmobiliarias en las que coexisten bienes de propiedad exclusiva y de propiedad común, tales como departamentos en edificios, quintas, casas en copropiedad, centros y galerías comerciales o campos feriales, otras unidades inmobiliarias con bienes comunes y construcciones de inmuebles de propiedad exclusiva; así como el procedimiento para la tramitación de la declaratoria de fábrica y el régimen legal de las unidades inmobiliarias que comprenden bienes de propiedad exclusiva y de propiedad común.


� El antiguo Reglamento Nacional de Construcciones fue sustituido en junio del 2006 por el Reglamento Nacional De Edificaciones que fue publicado en el diario oficial "El Peruano" el jueves 8 de junio del 2006.


� Publicada en 9 de diciembre de 1981, indica también que los hospitales que no cuenten con rampas y pasillos adecuados para el tránsito de sillas de ruedas deberán ser sujetos a la remodelación respectiva; prescribe la obligación de que los edificios públicos cuenten con el servicio de ascensores adecuados, cuya capacidad permita el ingreso de una silla de ruedas, así como que las esquinas de las aceras cuenten con cortes que permitan el desplazamiento de sillas de ruedas; y que los planos de zonificación de Lima Metropolitana y las principales ciudades del país cuenten con Centros de Rehabilitación de fácil acceso para las personas con discapacidad. La Ley indica que la coordinación de normas específicas de la eliminación de las barreras arquitectónicas estarán a cargo de la Oficina Nacional de Planificación y Urbanismo y que dicha entidad debe recomendar  a los Municipios de la República los alcances de la ley, con el fin de que se tomen las medidas pertinentes para contribuir a que el impedido físico se reintegre como miembro activo de la sociedad.


�Ver Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial 114 sobre accesibilidad. En �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php"�http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php�


�HUERTA PERALTA, Jaime e ISOLA LAVALLE, José Antonio. Op. Cit. págs. 80-83.


� 1 de enero de 2010 entro en vigencia la Ley No 29392 que sanciona económicamente a quienes incumplan las disposiciones de la Ley General de la Persona con Discapacidad y de su reglamento, estableciendo infracciones y sanciones y fijando multas que, dependiendo del tipo de falta (leve, grave o muy grave), oscilan entre el 50% de 1 Unidad Impositiva Tributaria (UIT), equivalente a S/.1.775 y las 12 UITs (S/.42.600). El articulo 6.3.c caracteriza como infracción muy grave la “contravención de las disposiciones urbanísticas y arquitectónicas que permiten la accesibilidad a las personas con discapacidad, teniendo en cuenta el entorno.”. No obstante, apenas 68 mil personas con discapacidad, de los alrededor de 3 millones que existen en el país, pueden acceder a los beneficios de esta norma ya que sólo estos 68 mil se encuentran inscritos en el Registro Nacional de Personas con Discapacidad del Consejo Nacional de Integración de la Persona con Discapacidad (CONADIS), y cuentan, por tanto, con la credencial que les permite acceder a la mayoría de beneficios de la Ley de Persona con Discapacidad.


� Ley Nº 27471, Ley de uso de Medios Visuales Adicionales en Programas de Televisión y de Servicio Público por Cable para personas con Discapacidad por Deficiencia Auditiva, aprobada por el Congreso peruano el 11 de mayo de 2001. Señala que los programas informativos educativos y culturales de producción nacional, transmitidos por el Instituto de Radio y Televisión del Perú, “incorporan (sic) medios de comunicación visual adicional en los que se utiliza lenguaje de señas o manual y textos, para la comunicación y lectura de personas con discapacidad por deficiencia auditiva”(artículo 1), indicando, además, que “Los programas informativos, educativos y culturales de producción nacional, transmitidos mediante radiodifusión por televisión y de servicio público por cable, incorpora[ra]n optativa y progresivamente, bajo modalidades técnicas y etapas establecidas por el Reglamento de la presente Ley, el uso de medios visuales adicionales” (artículo 2).


 





� Ver en http://www.lagranvida.com.pe/data/normas.legales/Ley-28735.pdf


� Plan Nacional de Prevención y Atención de Desastres, Sistema Nacional de Defensa Civil, aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 001-A-2004-DE/SG del 15 de enero de 2004.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Tribunal Constitucional, sentencia del 31 de enero del 2001, párrafo 104. 


� Como ha sido mencionado supra (Pto. 3.2.4), los recursos constitucionales de Cumplimiento proceden para proteger los derechos fundamentales ante posibles omisiones administrativas o mandatos legales y, por tanto, está dirigido a funcionarios o autoridades.


� Expediente Nº 1701-2009/DP-CUS.


� En �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/busqueda.php?clave=Edwin+B%E9jar&x=6&y=6"�http://www.defensoria.gob.pe/busqueda.php?clave=Edwin+B%E9jar&x=6&y=6�


� Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y el mejoramiento de la Atención de la Salud Mental, adoptados por la Asamblea General de la ONU mediante Resolución 46/119 del 17 de diciembre de 1991. Principio 21: “Todo paciente o ex paciente tendrá derecho a presentar una queja conforme a los procedimientos que especifique la legislación nacional”.


� Ley Nº 27337 del 2 de agosto del 2000, arts. 4 y 5.


� La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes fue aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante Resolución 39/46 de su Asamblea General del 10 de diciembre de 1984.


� Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 1.


� Informe Defensorial N° 63 de fecha diciembre 2001 / Informe Defensorial N° 127 de fecha noviembre 2007 


� Informe Defensorial N° 102 de fecha diciembre 2005 / Informe Defensorial N° 140 de fecha abril 2009.


� Informe Defensorial N° 63, pág. 90.


� Informe Defensorial N° 127, págs. 85 y 87.


� Informe Defensorial  N° 102, pág. 212 e Informe Defensorial N° 140, págs. 279 a 286.


� Código del Nino, Titulo Preliminar, articulo V.


� Código de los Niños y Adolescentes, articulo 45.


� Promulgada el 25 de junio de 1997.


� El Plan Nacional Contra la Violencia Hacia la Mujer 2009-2015 fue aprobado mediante el Decreto Supremo Nº 003-2009-MIMDES del 26 de marzo del 2009.


� Los datos que se consignan a continuación son elaboración del Movimiento Manuela Ramos (Fecha: 08/04/2010). En http://www.manuela.org.pe/violencia.asp.


� Fuente: Ministerio del Interior, Dirección General de la Policía Nacional del Perú, Estado Mayor General, IML (Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses).


� Información sistematizada por la Pastoral Social de la Diócesis de Carabayllo. 


� Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial Nº 102, �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe_102.zip" \t "_blank"�Salud mental y derechos humanos: La situación de los derechos humanos de las personas internadas en establecimientos de salud mental.�


� Ver en �HYPERLINK "http://www.aprodeh.org.pe/public/biblioteca_virtual.htm"�http://www.aprodeh.org.pe/public/biblioteca_virtual.htm�


� En �HYPERLINK "http://www.ohchr.org/SP/countries/LACRegion/Pages/PEIndex.aspx"�http://www.ohchr.org/SP/countries/LACRegion/Pages/PEIndex.aspx�





� Ley Nro. 29737, publicada en el diario oficial El Peruano del 6 de julio de 2011, mediante la cual se modifica el artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud, referido a la salud mental; y regula los procedimientos de internamiento de las personas con trastornos mentales en los siguientes términos: “Artículo 1. Modificación del artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud Modificase el artículo 11 de la Ley 26842, Ley General de Salud, en los términos siguientes: "Artículo 11. Toda persona tiene derecho a la prevención, recuperación, rehabilitación y promoción de su salud mental. El alcoholismo, la farmacodependencia, los trastornos psiquiátricos y los de violencia familiar, social y política se consideran problemas de salud mental. La atención de la salud mental es responsabilidad primaria de la familia y del Estado. Además de los procedimientos y derechos establecidos en el artículo 15, en el tratamiento a las personas que acceden a los servicios de salud mental se considera lo siguiente: (…) c. La posibilidad de realizar el internamiento involuntario de acuerdo con los procedimientos establecidos en el reglamento de la presente Ley.”


 ����  ���


� Ver en �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/comisiones/1997/turismo/d703.htm"�http://www.congreso.gob.pe/comisiones/1997/turismo/d703.htm�


� Ver en �HYPERLINK "http://www.cajpe.org.pe/gep/images/stories/d._s._n%C2%BA_004-97-in.pdf"�http://www.cajpe.org.pe/gep/images/stories/d._s._n%C2%BA_004-97-in.pdf�


� Ver en:  �HYPERLINK "http://www.minsa.gob.pe/portada/estadistica/publicaciones.htm"�http://www.minsa.gob.pe/portada/estadistica/publicaciones.htm#�





� Ver en Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial 140, sobre Salud Mental, Cuadro Nro. 3, pág. 24. En �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf"�http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf�





� Constitución, art. 2: Toda persona tiene derecho […] 4. A las libertades de información, opinión, expresión y difusión del pensamiento mediante la palabra oral o escrita o la imagen, por cualquier medio de comunicación social, sin previa autorización ni censura ni impedimento algunos, bajo las responsabilidades de ley. Los delitos cometidos por medio del libro, la prensa y demás medios de comunicación social se tipifican en el Código  Penal y se juzgan en el fuero común. Es delito toda acción que suspende o clausura algún órgano de expresión o le impide circular libremente.  Los derechos de informar y opinar comprenden los de fundar medios de comunicación. 5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga el pedido.  Se exceptúan las informaciones que afectan la intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional.


� Ley Nº 28530 (Ley de Promoción de Acceso a Internet para PCDs y de adecuación del espacio físico en cabinas públicas de Internet), articulo 1.


� Id, articulo 2.


� Id, artículos 4 y 5.


� Aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº 069-2001-MTC/15.04 del 7 febrero 2001.Ver: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/rm/069-2001-mtc-15-04.htm"�http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/rm/069-2001-mtc-15-04.htm�


�Artículo modificado por la Primera Disposición Modificatoria y Complementaria�de la Ley N° 27920 , publicada el 14 de enero de 2003, cuyo texto es el siguiente: "Artículo 43: “Adecuación progresiva del diseño urbano de las ciudades El Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento y las Municipalidades, coordinarán la adecuación progresiva del diseño urbano de las ciudades, adaptándolas y dotándolas de los elementos técnicos modernos para el uso y fácil desplazamiento de las personas con discapacidad, en cumplimiento de la Resolución Ministerial Nº 069-2001-MTC-15.04.”


� Artículo modificado por el Artículo 1 de la Ley Nº 27639 publicada el 19 de enero de�2002, cuyo texto es el siguiente: Artículo 44: “Dotación de áreas y acceso a instalaciones públicas y�privadas. 44.1 Toda infraestructura de uso comunitario, público y privado, que se construya con posterioridad a la promulgación de la presente Ley, deberá estar dotada de acceso, ambientes, corredores de circulación, e instalaciones adecuadas para personas con discapacidad. 44.2 Los propietarios y administradores de establecimientos, locales y escenarios donde se realicen actividades y/o espectáculos públicos, así como los organizadores de dichas actividades y/o espectáculos tienen la obligación de�habilitar y acondicionar para la realización de cada evento, acceso, áreas, ambientes, señalizaciones pertinentes para el desplazamiento de personas con discapacidad.44.3 Toda infraestructura de uso comunitario, público y privado, construida con anterioridad a la promulgación de la presente Ley, tiene un plazo máximo de dos años para acondicionar los accesos, ambientes, corredores de circulación,�para el desplazamiento y uso de personas con discapacidad. (Numeral derogado por la Segunda Disposición Modificatoria y Complementaria de la Ley N° 27920, publicada el 14 de enero de 2003). 44.4 En el caso de los Monumentos Históricos considerados Patrimonio Nacional, se deberá contar con la autorización previa del Instituto Nacional de Cultura, para habilitar y/o acondicionar acceso, ambientes y señalizaciones para el desplazamiento y uso de personas con discapacidad. 44.5 Las municipalidades en uso de sus facultades deberán tener en cuenta el cumplimiento de lo dispuesto en la presente norma para el otorgamiento de las licencias de construcción."


� Es interesante anotar que este dispositivo incluye algunas definiciones para facilitar su aplicación, entre las que se encuentra la de “Persona con discapacidad o sorda”, que es definida como “aquella persona que debido a su condición encuentra o ha encontrado en su vida diaria ciertas limitaciones o barreras, las cuales en algunos casos pueden haber sido superadas. A estas personas se les ha reconocido en situación de desventaja y por tal motivo requieren de medios y apoyo para la realización de su plan de vida”.


� Ver en Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial 140, sobre Salud Mental, Cuadro Nro. 3, pág. 24. En �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf"�http://www.defensoria.gob.pe/modules/Downloads/informes/defensoriales/informe-defensorial-140-vf.pdf�


� Código Civil, artículo 43.2 (Incapacidad absoluta): “Son absolutamente incapaces: […] 2. Los que por cualquier causa se encuentren privados de discernimiento; 3. Los sordomudos, los ciego sordos y los ciego mudos que no pueden expresar su voluntad de manera indubitable”.


� Código Civil, artículo 44 (Incapacidad relativa): “Son relativamente incapaces: […] 2. Los retardados mentales; 3. Los que adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre voluntad.





� Defensoría del Pueblo, Informe Defensorial 102. Ver en �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php"�http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php�





� MINSA. Estudio de la dotación de profesionales de la salud en los establecimientos del Ministerio de Salud. MINSA, octubre de 2007. Citado por Juan Arroyo en el Estudio sobre Los Recursos Humanos en Salud en Perú al 2010 del mismo Juan Arroyo.


� COLEGIO MÉDICO DEL PERÚ. Reporte sobre Médicos registrados por especialidades por


Regiones. Lima: CMP, 23 de agosto de 2004. Citado por Juan Arroyo en el Estudio sobre Los Recursos Humanos en Salud en Perú al 2010 del mismo Juan Arroyo.


� Ver en: �HYPERLINK "http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy"�http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy�


�Ver en:  �HYPERLINK "http://www.anmms.org/anmms-normaslegales.html"�http://www.anmms.org/anmms-normaslegales.html�


� Ver en: �HYPERLINK "http://www.essalud.gob.pe/transparencia/pdf/rof/5rof_odn_feb2007.pdf"�www.essalud.gob.pe/transparencia/pdf/rof/5rof_odn_feb2007.pdf�


� Ver en: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/.../030207.pdf%20"�www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/.../030207.pdf �, pág.13.


� ARROYO, Juan. El derecho a la salud de las personas con discapacidad: Estado de la cuestión. Ver en: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/.../2002/discapacidad/.../Estudio-Salud.pdf"�www.congreso.gob.pe/.../2002/discapacidad/.../Estudio-Salud.pdf�, pág. 54.


� Recomendación de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la Promoción y Protección de 


los Derechos de las Personas con Discapacidad Mental. Aprobado por la Comisión en su 111ª período extraordinario de sesiones, el 4 de abril del 2001.


� Informe Defensorial N° 102- Situación de los derechos de las personas internadas en establecimientos de salud mental - 2004 


� Ver: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/.../salud.../Lineamiento-Salud-Mental.pdf"�www.congreso.gob.pe/.../salud.../Lineamiento-Salud-Mental.pdf�





� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General Nº 14, abril-mayo/2004. párrafo 12. 


� HUNT, Paul. Documento E/CN.4/2005/51. Op. cit. Párrafos 7, 45 y 46. Documento citado por el Informe Defensorial N° 140, pág. 132.


� Derechos Humanos & Salud Mental en el Perú, Informe de Mental Disability Rights International y Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH), traducido al español por Marcel Velásquez Landmann, septiembre de 2004, Lima, Perú.


� Ídem. Pág.20- Entrevista 18 febrero 2003


� Ídem. Pág. 20


� En concordancia con lo dispuesto en el literal c) del artículo 33º de la Ley Nº 27657, Ley del Ministerio de Salud, el Seguro Integral de Salud (SIS), es un organismo público descentralizado adscrito al Sector Salud que tiene como misión administrar los fondos destinados al financiamiento de prestaciones de salud individual, de conformidad con la política del Sector.


� El artículo 1 de la Ley 25888, incorporó con carácter prioritario, en forma sucesiva y de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria, la atención de salud por medio del SIS, a: a: a) Mujeres mayores de 17 años, no gestantes, en situación de extrema pobreza y pobreza, de las provincias rurales y urbanas, y b) Varones mayores de 17 años, en situación de extrema pobreza y pobreza, de las provincias rurales y urbanas, excluyó en los referidos grupos a quienes tengan cobertura a cargo de ESSALUD u otros regímenes de seguridad social y asimismo, declaró prioritaria la implementación del componente de salud mental en el SIS.


� Ídem 


� Informe Defensorial 140 – Defensoría del Pueblo – 2008 


� Informe Defensorial No. 108-Pasajeros en riesgo: La seguridad en el transporte interprovincial –pág.3





� CDESC, Observación General Nº 13 relativa al derecho a la educación, párrafos del 31 al 37. Ver en: �HYPERLINK "http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/(Symbol)/ae1a0b126d068e868025683c003c8b3b?Opendocument"�http://www.unhchr.ch/tbs/doc.nsf/(Symbol)/ae1a0b126d068e868025683c003c8b3b?Opendocument�


� Informe Defensorial N° 11- pág. 65


� Ley General de Educación, Ley Nº 28044 del 17 de julio del 2003, articulo 8 Artículo 8 (Principios de la educación): “La educación peruana tiene a la persona como centro y agente fundamental del proceso educativo. Se sustenta en los siguientes principios: […] c) La inclusión, que incorpora a las personas con discapacidad, grupos sociales excluidos, marginados y vulnerables, especialmente en el ámbito rural, sin distinción de etnia, religión, sexo u otra causa de discriminación, contribuyendo así a la eliminación de la pobreza, la exclusión y las desigualdades”. 


� Ver en http://www.congreso.gob.pe/comisiones/2002/discapacidad/PIO-2003-2007.pdf


� Plan Piloto por la inclusión progresiva de los niños/niñas y adolecentes con discapacidad- Ministerio de Educación – Ver en:   portal.perueduca.edu.pe/basicaespecial/.../planpiloto_inclusion.doc


� Informe Defensorial 127 – Ver en: �HYPERLINK "http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php"�http://www.defensoria.gob.pe/inform-defensoriales.php�


� Idem. Pág. 48


� Idem. Págs 98 -103


� �HYPERLINK "http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy"�http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/mensual/default.aspx?y=2004&ap=ActProy�


� Ver en: dpi.org/sp/resources/publications/.../NOTAINFORMATIVANo54.pdf








� Las Observaciones Generales (OG) del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (CDESC) tienen por objeto apreciar más cabalmente el tipo de medidas que los Estados pueden adoptar con objeto de promover la realización efectiva de cada uno de los derechos contenidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). La Observación General Nº 5 (relativa a los derechos de las personas con discapacidad) fue adoptada por el CDESC en su 11 Periodo Ordinario de Sesiones llevado a cabo en 1994.


� Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General Nº 5. 9/12/1994. párrafo 22.


� Ibíd. párrafo 24.


� Las Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad fueron aprobadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas, en su cuadragésimo octavo periodo de sesiones, mediante Resolución 46/96, de 20 de diciembre de 1993 (publicada en el documento A/RES/48/96, de 4/3/94).


� Ley N° 29392, Ley que establece infracciones y sanciones por incumplimiento de la Ley General de la Persona con Discapacidad y su reglamento, cuyo objeto es establecer las infracciones administrativas y las consecuentes sanciones por el incumplimiento de las disposiciones contenidas en las normas antes acotadas. De acuerdo con su artículo 3°, la entidad competente para la aplicación de dicha Ley es 


el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social. 


� MALDONADO, Stanislao. Trabajo y Discapacidad en el Perú: Mercado Laboral, Políticas Públicas e Inclusión Social de las Personas con Discapacidad, Fondo Editorial del Congreso de la República, Lima, 2005.  


� Caso cuya sentencia fue emitida el 12 de junio de 2010 en el Juzgado Penal 7mo. de la Corte Superior de Lima Norte.


� Expediente N° 01234-2008-PC.


� Próxima publicación. Diagnóstico de la situación laboral de personas con discapacidad en el Perú – Trust for the Americas - BID-FOMIN- Poeta- Cedal Pág. 51.


� Este término se refiere a los que tienen alguna limitación mental.


� Lo cual hace referencia a la vulnerabilidad de género


� Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad, artículo 3, parrs. 1 a 7. 


� El modelo de Rehabilitación Basada en la Comunidad (RBC), constituye una estrategia de desarrollo comunitario para la rehabilitación, equiparación de oportunidades e integración social de todas las personas con discapacidad. Se lleva a cabo por medio de los esfuerzos combinados de las propias personas con discapacidad, de sus familias, de sus comunidades y de los servicios de salud, educativos, sociales y de carácter laboral; ello con el fin de asegurar que las personas con discapacidad puedan aprovechar al máximo sus facultades físicas y mentales, además de beneficiarse de las oportunidades y servicios comunes a fin alcanzar la plena inserción social.





� Ley 19990 (Ley del Sistema Nacional de Pensiones), artículo 63 y siguientes. Ver en �HYPERLINK "http://www.educared.edu.pe/especial/doc/ley/DL19990.htm"�http://www.educared.edu.pe/especial/doc/ley/DL19990.htm�


� OBLITAS BÉJAR, Beatriz. “Exclusión social y empleo de la mujer con discapacidad. Un estudio en los distritos de San Borja, Surco y Santa Anita”.  Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Investigaciones Sociales, Año IX, Nº 14, Lima, 2005, pág. 278.


� INEI – CONADIS (2006) “Lima Metropolitana: Perfil Socio-Demográfico de la Población con Discapacidad, 2005”. Encuesta de Hogares sobre Discapacidad de Lima Metropolitana - EHODIS 2005. Estudio realizado en Lima Metropolitana y Callao.


� El Plan de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 2003 – 2007 refirió en su oportunidad que “En relación al sexo existe un ligero predominio de la deficiencia y la discapacidad en la población femenina, siendo la minusvalía más prevalente en el varón. No obstante ello, las diferencias no son significativas por lo que se puede concluir que tanto varones como mujeres tienen el mismo riesgo de tener una secuela por deficiencia, discapacidad o minusvalía” (pág. 23).


�  Informe Final –Comisión Especial de estudio sobre discapacidad – CEEDIS – julio 2006 – Pág. 24


Ver en: �HYPERLINK "http://www.educared.pe/busca.asp?criterio=iNFORME+fINAL+ceedis+2006"�http://www.educared.pe/busca.asp?criterio=iNFORME+fINAL+ceedis+2006�


� CONADIS –INEI. Lima Metropolitana, p. 62.


� INEI – CONADIS (2006) “Lima Metropolitana: Perfil Socio-Demográfico de la Población con Discapacidad, 2005”. Encuesta de Hogares sobre Discapacidad de Lima Metropolitana-EHODIS 2005. Estudio realizado en Lima Metropolitana y Callao.


� APRENDER VIDA. La Educación de las Personas con discapacidad. CEEDIS. Lima, enero 2005.


�INEI – CONADIS (2006), cit., pág. 72


� INEI (2006) “Censos Nacionales: X de Población y V de Vivienda 2005–2009” (Encuesta Nacional Continua 2006 – ENCO). Ver en: �HYPERLINK "http://www1.inei.gob.pe/web/BiblioInei/ListaItemByTemaPalabra.asp?c=4&tt=Sociales"�http://www1.inei.gob.pe/web/BiblioInei/ListaItemByTemaPalabra.asp?c=4&tt=Sociales�








� APRENDER Vida La Educación de las Personas con discapacidad - Teresa Tovar Samanez -  Patricia Fernández Castillo- Estudios sobre Discapacidad- Comisión Especial de estudios sobre discapacidad – CEEDIS- 2005. Ver en: �HYPERLINK "http://www.congreso.gob.pe/comisiones/...estudio/Estudio-Educa.pdf"�www.congreso.gob.pe/comisiones/...estudio/Estudio-Educa.pdf�





�  Ver TOVAR Teresa y FERNÁNDEZ Patricia. “APRENDER Vida: La Educación de las Personas con Discapacidad”. CEEDIS: Lima, 2006.





� INEI – CONADIS (2006), cit., pág. 109





� “La mayoría de discapacitados vive en lugares pobres y situación precaria.” En el Comercio 2 de Octubre de 2004 p. B12.


� Estado de la Niñez Indígena en el Perú, Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) y Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Lima, agosto del 2010. En: http://www.unicef.org/peru/spanish/


�En: http://www.gin.org.pe/infonu-35pp.htm


� La Defensoría del Pueblo es un órgano constitucional autónomo creado por la Constitución de 1993 (artículos 161 y siguientes). Su misión es proteger los derechos constitucionales y fundamentales de la persona y de la comunidad, supervisar el cumplimiento de los deberes de la administración pública y la prestación de los servicios públicos a la ciudadanía. 


� La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos (CNDDHH) es un colectivo de instituciones de la sociedad civil que trabajan en la defensa, promoción, educación y difusión de los derechos humanos en el Perú. La CNDDHH trabaja permanentemente desde 1985, y ha logrado un reconocimiento nacional e internacional, constituyéndose en un referente por haber demostrado que el trabajo como coalición facilita poner en la agenda pública la problemática y propuestas de solución en materia de derechos humanos. Además, cuenta con Status Consultivo Especial ante el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ONU), y está acreditada para participar en las actividades de la Organización de Estados Americanos (OEA). La Confederación Nacional de Personas con Discapacidad (CONFENADIP) es miembro de la CNDDHH desde el 2010.


� De acuerdo con el artículo 107° de la Constitución del Perú los ciudadanos pueden ejercer el derecho de iniciativa legislativa mediante un procedimiento regulado por la ley 26300 (Ley de Participación Ciudadana).


� El proyecto de ley presentado y pendiente de debate y aprobación en el Congreso propone una armonización de la legislación en vigor en concordancia con los mandatos contenidos en la CDPC, para lo cual se propone la modificación de un conjunto amplio de normas relacionadas con las PCDs, tales como el Código Civil, la Ley General de Salud, la Ley General de Educación, Ley Universitaria, Ley de Radio y TV,  Ley de Productividad y Competitividad Laboral, entre otras. Del mismo modo, incluye diversos artículos vinculados con el deber de No Discriminación.
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